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introducción

El presente trabajo tiene como premisa  revisar, analizar,  confrontar  en forma general la Constitución de la Republica de Colombia de 1991, siendo un trabajo asignado de la cátedra de Derecho Constitucional Inertnacional,  es por ello que debe verse desde diversos ángulos, tanto desde su origen y evolución: Histórico, Social, Político,  Económico, Geográfica y relacionarla con otros textos Fundamentales, en la medida que lo permita la investigación. Motiva el tema en cuestión puesto que generalmente este tipo de estudio se hace de manera somera en las cátedras donde se imparten clases.  De tal manera que  se infiere el descubrimiento profundo del texto en cuestión, en cuanto a la parte histórica y social, el País colombiano tiene suficientes similitudes con nuestro acontecer bien sabido es que El primer Presidente que tuvo La Republica de Colombia fue nuestro Libertador Simón Bolívar,  existe una intima conexión entre el País Hermano con el Nuestro, se reflejara así mismo la problemática por la que atraviesa Colombia en su territorio en cuanto, al Narcotráfico, La guerrilla Urbana,  El Terrorismo, Los Paramilitares los desplazados,  que son de una u otra manera conflictos que inciden en nuestro territorio, específicamente tiene connotación, el narcotráfico como un riesgo inminente, la frontera con Colombia es el paso directo para que ello ocurra, el estado Táchira, Zulia y Apure permiten que no sea suficiente la vigilancia de ambos gobierno para frenar el flagelo de la droga, que como bien es sabido constituye por un lado una industria millonaria para irregulares por otro lado la destrucción de centenares de familias que se ven afectas por el consumo de sus miembros, la distribución y el trafico puesto que son utilizados los llamados mulas, que son en definitiva la población de menos recursos los que se encuentran recluidos en las cárceles tanto nacionales como internacionales, difícilmente detienen a un Jefe de Cartel, es por esto que existe emigración de dos categorías según el criterio de quien en su carácter se pronuncia por un lado los desplazados que cotidianamente huyen hacia las fronteras para poder subsistir, junto a sus familias y generalmente son los mas desposeídos los que tienen la carga peor al perder sus pertenencias, sus hogares., y por otro los que ingresan a Venezuela por los llamados caminos verdes con la finalidad de comercializar con Psicotropicos ilícitos,  con el objeto de trasladarla a otros continentes quiere decir ello que Venezuela es el puente mas propicio para tal fin. En cuanto  a la política, Interior y exterior de  ambos Países buscan soluciones desde sus fronteras por medio de ayuda mutua, se contempla en  los tratados Internacionales,  hay muestra de ello sin embargo es Los Estados Unidos uno de los mas importantes en este sentido,  por cuanto se esmera cada vez mas en la colaboración  integral a la Republica de Colombia,  para no solo combatir el problema, de la droga sino otros como es el terrorismo, la guerrilla sino para solucionarlo. De igual manera se indagara a los efectos de constatar los Pactos Tratados y Convenios suscritos por el  vecino País. Se pormenorizara un orden cronológico en relación a los diversos presidentes que ha tenido Colombia  sus aportes, sus circunstancias. Motiva  esta investigación   un llamado reflexivo de si con la violencia que tiene el país hermano puede ser posible el respeto de los derechos humanos, la consagración de los derechos fundamentales que por primera vez Colombia los Inserta en su texto Constitucional. En el presente análisis se incluirán los  que tienen vinculación en  otras esferas como lo es la Globalización, La Integración, el Derecho Comunitario, Estados de Excepción, Los Derechos Humanos entre otros.   En este mismo sentido se destaca los diferentes opiniones de Doctrinarios que expresan su parecer en cuanto a las reformas que fueron necesarias establecer en el ordenamiento Jurídico, sus debilidades y sus fortalezas. Así mismo se destacara la visión del territorio,  y su incidencia dentro del nuestro, su población, parte de su economía situación limítrofe. Se investigara sobre los aportes Críticos y doctrinarios de diferentes escritores, el Constitucionalismo las distintas clases de Constituciones, el aspecto filosófico sociológico. El  Estado Colombiano y su forma de gobierno Democrático, Se pretende con el presente ensayo tratar en lo posible de abarcar los aspectos generales y específicos de  la estructura  Geopolítica social de la Republica de Colombia, deteniéndose la autora en los mas relevantes según su criterio y lo sugerido por la cátedra. .De igual manera se evaluara los cambios y transformaciones que obtuvo la Constitución Colombiana hasta 1991, que entre ellos están incluidos los Derechos Fundamentales, la participación Ciudadana, como tutela efectiva en otros..De la misma forma se entrevistaran al cónsul de Colombia en Caracas, el de Valencia, a nacionales Colombianos para verificar la información que se obtenga y luego se valorara los mismos. 

Capitulo I

Planteamiento del Problema

      Los aspectos relevantes  de los puntos de esta investigación relacionados con la estructura, vida y movimiento del texto de una constitución bien sea escrita o no; tiene su importancia, es por ello que debe necesariamente plantearse las problemáticas, los avances, los puntos de convergencia entre uno y otros países, especialmente con la constitución de Venezuela, el estudio debe darse desde esferas correlacionadas en el marco histórico, conceptual, político, filosófico, los alcances en materia de política exterior, derechos humanos y fundamentales, globalización, estrategias del capitalismo, estados de excepción, como premisa fundamental, y a posteriori la producción intelectual de la autora solo con el sentido de establecer comparaciones que nutran la lectura del investigador y del investigado un aporte sencillo comprensible que de alguna manera constituyan elementos de interés para el desarrollo de futuras reflexiones sin perder en ningún momento la objetividad que conlleva las referidas citas que se hacen a través del presente ensayo.

Comenzaremos por destacar  la inclusión en el texto constitucional colombiano de los derechos humanos y específicamente los derechos fundamentales tales como, el derecho a la vida, a la salud, a la vivienda, entre otros. Por cuanto para formar la idea de la estructura como tal de un instrumento jurídico tan importante es menester, resaltar la figura del hombre , sus valores, sus necesidades, su etnia, su religión, porque de no ser así no tendría sentido todo un aparataje  teórico,  estructural con un conjunto de normas en las que no se resaltara los derechos y deberes de los seres humanos., que forman parte de la vida en el globo terráqueo .

En este mismo orden de ideas , se refiere  los elementos  que integran actualmente el espíritu  y razón de la Constitución Colombiana que ha sido escogida por la autora para el trabajo asignado por el profesor de la cátedra  de Derecho Constitucional Internacional Dr. Julio Cesar Pineda.  En el texto de  1991 el imperativo democrático, el estado de derecho como fuente inagotable de la seguridad jurídica, el principio de legitimidad, legalidad   serán expuestos en el presente ensayo desde un marco teórico y referencial, que destacaran la vida que cobra el engranaje de todo un estado que no es solamente su contenido escrito, o el espíritu que como nación la invoca,  sino que abarca el aspecto,  Geográfico, filosófico, religioso, social, incluyendo sus etnias, sus orígenes y tradiciones, su marco jurídico y político., y un toque de criticas de autores Colombianos e internacionales que confrontan aspectos de interés para el punto en cuestión.  

Es por ello que una constitución no es solo un texto, que regula absolutamente todo lo que acontece y acontecerá en las naciones que les dan origen, la problemática se plantea, desde el punto de vista de las estrategias que los estados deberán implementar para su cumplimiento, ya que de no ser así pasaría a ser una constitución de papel con una letra muerta., que quizás ha ocurrido en otros tiempos de la historia del Constitucionalismo en América., y Europa por citar  en forma general los países.

     La problemática que se ha venido ventilando a través  de la historia no solo en América Latina, sino  en otros países occidentales, como bien se ha dicho antes, no  tienen que ver directamente con los contenidos expresados en ellas, sino por el contrario deberían ser ellas, las premisas por excelencia que rijan la vida del estado y la nación, en esta nueva era de la globalización, ello juega un papel fundamental, los aspectos de la economía, la igualdad en cuanto a derechos individuales o fundamentales y que se ven afectados cotidianamente  por conflictos armados, la lucha de clases, el desplazamiento, las desigualdades sociales, el fanatismo religioso, el Terrorismo, El Narcotráfico, entre otros, cobra  importancia vital, los cuales se reflejaran en el presente ensayo..

     El presente trabajo que  se realiza, es tomado en cuenta desde la integración de algunas constituciones, que guardan similitud y también divergencias, como  la Constitución  de la Republica de  Colombia, (la cual es la del estudio en cuestión )con la de la Republica Bolivariana de Venezuela y con algunas otras a las cuales se referirán a lo largo de la investigación , una vez que se hayan obtenidos los datos suficientes del material de apoyo  estableciendo un orden de preferencia en lo que se refiere como se dijo antes, marco histórico, conceptual, político, filosófico, los alcances en materia de política exterior, derechos humanos y fundamentales, globalización, estrategias del capitalismo, estados de excepción., principios de legalidad, legitima defensa internacional, estrategias del capitalismo, globalización como premisa de desarrollo de los pueblos, en cuanto a los aspectos económicos, territoriales, política de cooperación del narcotráfico, concepto de nacionalidad internacional que atañe a todos los países de América Latina y sus consecuencias, también se aborda en el presente ensayo aspectos históricos  que  a partir de la década de los ochenta, después de casi dos décadas de dictaduras militares, se produjo un masivo retorno de las democracias representativas, lo que supuso  el restablecimiento renovado del constitucionalismo latinoamericano. Este movimiento se manifiesta mediante reformas totales o parciales de las constituciones, que de alguna manera se caracterizaron básicamente, por la incorporación de la protección de los derechos fundamentales, tales derechos como lo son El derecho a la Vida, a la  Familia , la Salud , libre expresión y otros, esta inclusión en la Constitución Colombiana del año 1.991. De los mencionados Derechos produjo un cambio en los diferentes países latinoamericanos ha significado una gran transformación, en la medida que, matizadamente, tiene como común  denominador: la racionalización del poder, el reconocimiento de un catálogo de derechos humanos ampliándolos a los de carácter socio-económico, la incorporación de los tratados internacionales como derecho nacional, el establecimiento de la jurisdicción constitucional de la libertad mediante el control concentrado o difuso, de todas aquellas normas que en el ultimo caso coligan con la Carta Magna. En cuanto a los diversos aspectos que se plantean  en el tema se destacaran los grandes esfuerzos que ha realizado tanto la doctrina y  la jurisprudencia en el estudio de los derechos  humanos, son muy frágiles sobre todo en América Latina, sino se refortalecen cada día mas con la unión de los pueblos. Esto se explica en la medida que la vigencia y eficacia de los derechos  humanos, debe entonces resaltar  un Estado de Derecho que les otorgue un significado constitutivo en la totalidad del sistema constitucional.

          Así tenemos que  los nuevos enfoques que se ha realizado y se conocen del desarrollo constitucional contemporáneo europeo tiene en la teoría de los derechos humanos, la expresión más clara que la utopía liberal del siglo XVIII ha logrado institucionalizar en la sociedad y en el Estado, la garantía de la protección y desarrollo de los derechos de toda persona humana. Proceso histórico que no ha sido ni es pacífico, ni uniforme en el mundo; debido a que «el cambio estructural de los derechos fundamentales, corresponde al cambio del concepto del Estado de Derecho, como aquellos conceptos se corresponden con el rule of law previamente establecido». 

     Sin embargo, se puede señalar que los derechos humanos  constituyen una constante histórica y teórica en todas las latitudes y marcan un horizonte social y temporal, dados los profundos alcances de su poder transformador con la sociedad, que el iuspositivismo definitivamente no logra comprender con sus categorías normativas. En ese sentido, el desarrollo del pensamiento constitucional de los derechos humanos, debería partir de reconocer las necesidades históricas de libertad y justicia de cada realidad, como fuente de objetivos a realizar; pero no de manera abstracta e intemporal, sino como necesidades concretas y particulares de los hombres y las sociedades,  en tanto constituyen la base de todo Estado constitucional y democrático, en su forma avanzada o tradicional . Acontece que tanto los derechos humanos, el territorio, la nacionalidad, la legalidad a criterio de quien suscribe están entrelazado en un solo norte y es el de darle a cada quien una cuota o porcentaje de tranquilidad basado específicamente en principio de justicia y de paz, estudiados cada uno de estos postulados desde el punto de vista de la globalización eso será posible, y nunca obedeciendo a intereses particulares o regionales que se sucedan, bien sean por credos católicos, religiosos, ideológicos, económicos, territoriales, del cual se sustenta gran parte de lo que se investigara, llevando consigo un engranaje de ideas que lo fortalecerán .

     También así que se partirá de reconocer  que “la primera condición de la existencia de todos los seres humanos, que se constata en la historia, es que para vivir primero deben existir, lo que es condición para poder hacer la historia” .  Si bien, toda persona necesita  primun vivere deinde filosofare, esto no supone reducir la condición humana al homo economicus, aunque si reconocer que el trabajo constituye el sistema material de satisfacción  de las necesidades de toda persona “Bedürfnisbefriedigun” . 

     De igual manera, se deberán reconocer las condiciones reales que dan la pauta para la realización de los derechos humanos, en el marco constitucional e internacional; sin someter absolutamente la validez de los mismos a la fuerza normativa de los poderes públicos o privados transitorios, que muchas veces se presentan como portadores de las banderas del bienestar general.. Es por ello, son las necesidades esenciales relativas a los derechos y libertades subjetivos, basadas en el conocimiento, el pensamiento, el sentimiento y la acción, las que delimitan y otorgan sentido humano -racional y volitivo- a las necesidades materiales primarias, para evitar que se conviertan en instrumentos de las tiranías para la alienación popular.

     Conocer el problema de los derechos humanos en forma global, comparativa y analítica  y luego en forma especifica es de suma importancia, tanto en  su aspecto político y  axiológico,  y  presentar una vía alterna de solución es lo que se pretende con el ya mencionado ensayo, como lo es, La Constitución Colombiana de 1991 y sus diversos aspectos. Desarrollando  una herramienta  teórica  y descriptiva de evaluación que pretende con su estudio resaltar los aspectos más importantes de la referida constitución, aunque anteriormente refiero que se tocaran otros aspectos de interés internacional que se vinculan de una u otra forma con el tema central.

Descripción del Problema

     La  presente investigación  se describe como la inquietud planteada por la Cátedra en cuanto a las constituciones de los diversos países y que en el caso especifico que nos ocupa, como es la constitución de la República de Colombia de 1.991 los fines de su revisión, estudio comparativo con diversas teorías constitucionales o cartas magnas desde el punto de vista estructural, conceptual, político, histórico, económico y social  por demás interesante que se pretende plantear en el curso de Derecho Constitucional Internacional, y orientado por nuestro Tutor Dr. Julio Cesar Pineda,  donde debemos resaltar y describir en forma clara, que pretendemos y donde radica nuestra inquietud, es por ello que ante tal  reflexión debemos ubicarnos en los puntos anteriores descritos a los fines de llegar a una visión directa del problema, y en consecuencia tenemos que el, Estado constitucional es realidad histórica, susceptible de ser superada. Ahora bien, Estado, territorio, legalidad, nacionalidad, idiosincrasia y Constitución no son indisolubles, y ofrecen perspectivas bien distintas a la hora de analizar los procesos políticos (López Pina); la globalización podría afectar a ambos diferenciadamente. Así, parecen hoy diluirse rasgos esenciales del Estado; la globalización se presenta como un riesgo para la soberanía, que individualiza su específico poder. Sin embargo, es más significativo comprobar hasta qué extremo debilita los condicionamientos constitucionales de su ejercicio. En este ensayo  nos limitaremos a describir  todos esos aspectos constitucionales y su vinculación  que hoy nos es familiar  y a señalar las diversas orientaciones que surgen en la doctrina del Derecho Constitucional, a raíz de las transformaciones impuestas por la globalización , lo tomaremos como referencia  pero no en forma definitiva para la descripción de lo que planteamos. 

Reflexión estructural de los alcances de la constitución política colombiana de 1991

El objetivo que se persigue exponer y realizar es una reflexión valorativa de los alcances de la Constitución Política Colombiana de 1991. La intención se dirige de manera específica a establecer comparación con la carta de l886, valorar sus aciertos y debilidades. Transcurrido doce años aproximadamente se tiene  elementos que nos permiten detenernos a pensar su estructura jurídica, y otros aspectos no menos importantes.  

Con la Constitución Política de 1.991, en Colombia se abre un nuevo proceso de participación ciudadana y, más concretamente un nuevo marco democrático fundamentado en el reconocimiento legal de los derechos fundamentales para todos los colombianos. En tal sentido la carta constitucional es considerada como una de las más avanzadas del mundo.

La constitución incorpora como derechos fundamentales los consagrados en el título II y Capítulo I, que reconoce para todos los colombianos unos derechos primarios como son: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, el reconocimiento jurídico, la educación, libertad de culto, de conciencia, de expresión, el trabajo y la participación entre otros.

     
La carta abrió los espacios y facilitó una apertura a un nuevo marco democrático, superando el estrecho régimen de la democracia representativa; apertura que tuvo como fundamento el reconocimiento de nuevas libertades e igualdad que refleja en la nueva concepción pluralista con que se pretendió confeccionar el pensamiento político de la nueva nacionalidad.

     
La Constitución   incorporo nuevos espacios de participación ciudadana, rompió el estrecho marco de llamada democracia representativa, avanzó al definir el Estado como una Democracia Participativa; pero no ha podido superar el formalismo retórico. En tal sentido, la convivencia pacífica, la tolerancia ideológica, el respeto mutuo, el pleno reconocimiento de las libertades, la igualdad jurídica sigue siendo un ideal político, a pesar de estar consagrados en la norma. Lo que hace pensar en la necesidad de un nuevo pacto social que incorpore nuevos elementos a la carta fundamental.

     
Hoy se afirma, después de doce años aproximadamente, que la Constitución de 1.991 no es una obra perfecta, pero sin duda ella ha significado un avance formidable en la modernización del Estado. Pero de poco sirven las reformas legales si no hay profundos cambios en la conducta de nuestras comunidades. Ella es una Constitución eminentemente social que busca eliminar los privilegios, las injusticias, y los atropellos, por ese motivo, fue elaborada bajo los preceptos del respeto de la dignidad humana y en la convivencia pacífica.

     
Entre los muchos cambios que introdujo la Constitución de 1.991 se cuentan los mecanismos de participación como la tutela, en la defensa de los derechos fundamentales, se facilitó la doble nacionalidad, la vida de los colombianos en el exterior; la participación comunitaria; endurecimiento de las inhabilidades de los congresistas; la elección popular alcaldes y gobernadores, la introducción del sistema acusatorio y la Fiscalia. Opinan algunos estudiosos en la materia  que a pesar de tan notables realizaciones, la actual Constitución de 1.991 es una revolución inconclusa.  Que no se concreta definitivamente, sino es con la voluntades de todos los habitantes del país.  A pesar de que bajo su vigencia se han realizado las grandes transformaciones, antes mencionadas, también se ha fortalecido la violencia, la corrupción política, la impunidad. Considera quien suscribe que En tal sentido, es urgente crear una nueva cultura ciudadana que defienda la público y los intereses generales de la comunidad nacional, por cuanto es la única manera que se pueda activar definitivamente los cambios requeridos..

Algunos Países de América Latina, y Colombia  están  llamados a desarrollar   a desarrollar una cultura productiva y política con la abolición de prácticas ilógicas de comportamiento arraigadas, como la rentística, enmarcada dentro de un verdadero ordenamiento democrático e incluyente socialmente, en el contexto de la globalización comprendidas las esferas económica, política, social y cultural.

Una Constitución debe garantizar que los ciudadanos en el país tengan derecho a las mismas opciones con el fin de contar con una sociedad verdaderamente avanzada y democrática, incluyente y participativa. En tal sentido cada uno de los colombianos debe ser un defensor del interés colectivo y un constructor de lo público, porque de la legitimidad del Estado depende la superación de los vacíos normativos expresados en la actual constitución. Para algunos críticos  patrios, de lo cual se sustenta el presente trabajo Resulta paradójico, según ellos que la Constitución de 1991 a pesar de haber sido presentada como un nuevo proyecto político, en esencia, conserva la vieja estructura de la Constitución de 1886: tres poderes, república unitaria, sistema de gobierno presidencialista, congreso bicameral, régimen político liberal, régimen económico propiedad privada, derechos individuales y libertades públicas. 

     El país, en el marco jurídico de la Constitución de 1886 sortea con relativo éxito y progreso la época comprendida entre los años de 1930 y 1970 con la ayuda de la concepción keynesiana; la teoría de la demanda, movida por la necesidad de ampliar el consumo social y encontrar incentivos para el fortalecimiento de la inversión y la búsqueda de la utopía del "pleno empleo" lo que ayudo en la construcción de una teoría política que se fundamentaba en la intervención progresiva del Estado y que se expresó en la ampliación del gasto público.

     El keynesianismo colombiano creyó encontrar la piedra filosofal que le permitiría resolver la vieja discusión entre los peligros del liberalismo clásico y la concepción marxista, en aquel entonces, cada vez más creciente en los ambientes académicos e intelectuales; de todos modos las recetas del keynesianismo entraron en crisis en los años setenta, cuando la inflación aniquiló todas las posibilidades de financiación del gasto público por parte del Estado. 

En estas nuevas condiciones tanto neoconservadores como neoliberales entraron en franca alianza , los primeros defendiendo la iniciativa privada y los segundos el mercado,  se dieron a la tarea de desmontar el esquema keynesiano y su inevitable consecuencia: la liquidación del Estado interventor y con ello eliminar las políticas de planificación e inversión social en salud y educación, es a partir de la existencia de la Constitución la de 1991 y que es profundamente social cuando se da inicio a las privatizaciones a gran escala y con ello se amplían los niveles de pobreza y desempleo, tal y como lo refleja la prensa Nacional Colombiana .y concluyen expresando que  ante este panorama los colombianos han empezado a dudar de las bondades del Estado Social de Derecho, no siendo esto las posiciones definitivas a criterio de la autora., ya que es un periodo prematuro  para evaluar los resultados de un texto que apenas entro en vigencia en los años noventa , destacándose que Colombia viene de unas legislaciones rígidas y que no es Fácil verificar los resultados en poco tiempo, se destaca que en el preámbulo de la  Carta Fundamental de la Republica de Colombia, se define el estado Colombiano como:

"Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que integran la prevalencía del interés general". 

     Ante  este panorama a los colombianos se les ha presentado el concepto de "Estado Social de Derecho" como sinónimo de país de leyes, en el cual existe división de poderes que son garantes para la existencia del "imperio de la ley". En tal sentido el Artículo 2º; reza:

"Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la constitución..." 

     El Estado Social de Derecho consagrado en la carta de 1991 esta identificado con el Estado Liberal y reconoce libertades ciudadanas, respeto por la vida privada, la propiedad privada. La Constitución de 1991 consagra a Colombia como un Estado Social de Derecho a diferencia de la Constitución de 1886 en la que se concibe el Estado como Estado de Derecho. Sin duda se introdujo el concepto de Social porque no bastaba la visión de Estado Positivo de los derechos humanos sino la garantía de los mismos. Los críticos especialistas en la materia  esgrimen que “el actual modelo económico imperante en Colombia -Neoliberal- está en absoluta contravía de las necesidades de progreso social -en materia de derechos humanos- de los sectores populares y se ha convertido en una poderosa tenaza que amplia los niveles de marginalidad, de pobreza, inequidad, injusticia e intolerancia; factores que determinan la violación de los derechos humanos a gran escala; Sin embargo se considera que esta posición es claroscura, ya que esta situación que se plantea no ocurre solo en Colombia, sino en otros países, incluso desarrollados  y no quiere decir ello que es responsabilidad del texto constitucional” 

     Cabe destacar, que señalan autores de reconocida trayectoria,  que ha transcurrido cierto tiempo de vigencia de la constitución de 1991, y es urgente reflexionar en torno a los aspectos  que originaron la inconformidad con la carta fundamental colombiana, y pensar como lo están haciendo un número cada vez mayor de colombianos: modificar la actual carta sobre la base de fundar un nuevo estado que permita la reconstrucción de lo público, lo ético. Y en todos los casos este debe ser esencialmente democrático pluralista e incluyente especificando que siendo el derecho realidad social y estar en constante movimiento debe garantizarse la pluralidad democrática con el objeto de que la nación participe cada vez más en la construcción de la letra de la constitución.

     Lo público debe ser inseparable de una democracia incluyente y participativa" como lo señala el economista e investigador, Luis Jorge Garay. Defender lo público es condición fundamental para garantizar en forma real no sólo la democracia sino también los derechos humanos y sobre todo reconstruir el tejido ético.

        La democracia es un sistema que implica competencia efectiva entre partidos políticos que buscan puestos de poder. En una democracia hay elecciones regulares y limpias, en la que toman parte todos los miembros de la población. Estos derechos de participación democrática van acompañados de libertades civiles: libertad de expresión y discusión, junto con la libertad de formar y afiliarse a grupos o asociaciones políticas.

En tal sentido, se aprecia que  sin participación no hay democracia, tampoco ella puede existir sin oposición, de la misma manera como sin democracia no funcionan los partidos. Por lo tanto la base de cualquier proyecto político constitucional fundamentado en la democracia debe empezar por reconocer el pluralismo y ofrecer garantías para la participación. La existencia de múltiples partidos que se disputan la dirección del gobierno configura la esencia de la participación. La Constitución política de Colombia consagra la participación democrática de los partidos y movimientos políticos. Pero no establece los mecanismos transparentes de participación: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato, son espacios ganados dentro del nuevo texto constitucional colombiano. 

     Colombia ha conocido la suerte de muchos movimientos políticos y algunas transformaciones que han sido sistemáticamente eliminados y sus miembros desaparecidos por representar intereses contrarios a los consagrados por las fuerzas que tradicionalmente dirigen el gobierno de turno. Hace falta por lo tanto avanzar, profundizar la democracia en Colombia, es decir realizar lo que Anthony Giddens llama "democratizar la democracia" y para esto es preciso modificar o transformar en forma profunda la actual carta política.

     Todos los demócratas deben facilitar con sus esfuerzos al  actual Estado Colombiano para ofrecer canales democráticos en la solución de graves problemas nacionales, lo que minimizaría  las protestas generalizadas y permanentes paros cívicos, movilización de la insurgencia, el narcotráfico y los grupos de autodefensa los cuales pretenden suplir la ausencia del estado a través del uso de la fuerza y que ha traído como consecuencia el desplazamiento de los nacionales a otras regiones y en el caso que nos ocupa a Venezuela específicamente, es por ello que una constitución tiene la necesidad de ser eficaz y este concepto no se alcanza sino con un concurso de voluntades hacia un fin y único objetivo, como son las igualdades entre los pueblos.

     Fue ese el motivo por el cual, en el año de 1990 se desarrolla y se consolida en Colombia un amplio movimiento de opinión en el que coinciden diversos sectores marginales de la política, económicos, étnicos y sociales en la necesidad de transformar las estructuras políticas y administrativas existentes, convoca a la elección de una Asamblea Nacional Constituyente, y que estuvo integrada por representantes de los partidos políticos tradicionales, los movimientos guerrilleros desmovilizados, los indígenas, los trabajadores, campesinos y grupos religiosos. 

Mediante el artículo 7 se reconoce a Colombia como un estado diverso en lo Cultural y en lo Étnico y se le asigna al estado la responsabilidad de proteger esa diversidad. El Artículo 13 establece: 

"Todas las personas nacen libre e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozará de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión o filosófica".

Lo anterior significa, que no puede haber en Colombia exclusiones, restricciones o preferencias de motivación política, religiosa o racista y, las autoridades tienen la obligación de impedir que el principio Constitucional de igualdad sea vulnerado o amenazado por conductas inspiradas en la exclusión. Pero en el país siguen existiendo instituciones públicas y privadas que no garantizan ni permiten la participación de minorías políticas, sociales y étnicas. 

Todo esto significa que se requiere no sólo del enunciado formal jurídico sino también de la correspondiente reglamentación. En tal sentido las comunidades negras, indígenas y las minorías políticas siguen reclamando entre otros el derecho a la una participación más directa en el ejercicio del poder político. 

Hoy en Colombia son muchos los juristas, e intelectuales de todas las disciplinas los que discuten sobre el modelo de Estado que debe imperar en Colombia. 

No se trata de defender el capitalismo salvaje ni el socialismo a ultranza, al fin y al cabo en el mundo entero se está imponiendo la democracia como modelo político y la economía de mercado como base del modelo económico... se habla entonces de un modelo económico "a lo colombiano", lo cual es perfectamente lógico si con ello se pretende diseñar un esquema apropiado a las necesidades y posibilidades del pueblo colombiano. En consecuencia es menester destacar como se ha venido desarrollando el estado constitucional para describir aun más el problema desde la perspectiva de la autora, y así tenemos que: 

El desarrollo del Estado constitucional

     A partir del pensamiento ilustrado, el término Constitución ha hecho referencia a ciertos postulados básicos para ordenar jurídicamente el poder público conforme a la dignidad del hombre. Ahora bien, sus concreciones históricas han sido diversas, al paso de las transformaciones sociales, políticas y jurídicas (García-Pelayo). Hoy consideramos nuestro modelo de Estado constitucional como la realización más lograda de las ideas de la Ilustración; mas sería absurdo pretender que con él se consuma, de una vez por todas, el proyecto de someter a Derecho las relaciones de poder. Antes bien, la relación histórica entre poder y Derecho, constitutiva para ambos, abre en cada momento nuevas tensiones; los postulados constitucionales han de ser siempre pretendidos.

     En sus comienzos, el propósito de sujetar el poder al Derecho y de hacer de éste un orden general de libertad se concreta, por un lado, en la sustitución las relaciones estamentales por un orden social fundado sobre la garantía formal de la libertad, la igualdad y la propiedad, supuestos derechos naturales de los ciudadanos. Las relaciones sociales eran reguladas por Leyes generales, a cuya aprobación concurrían los ciudadanos a través del régimen representativo. El poder estatal, que continuaba siendo presupuesto, no debía intervenir arbitrariamente sobre ellas, y la propia Ley permitía someter a control la acción del Estado que interfiriera en los derechos.

     Ahora bien, en su concreto desenvolvimiento histórico y con independencia de la perenne validez de los principios, estas ideas se articulan al servicio de los intereses de la burguesía. La Ley es votada por un Parlamento elegido mediante sufragio censitario, ligado por tanto a la propiedad; los derechos considerados naturales responden a los intereses económicos y vitales de la burguesía; la pretendida neutralidad del Estado desampara a aquellos a los que la libertad deja más inseguros e indefensos. El libre juego de las fuerzas sociales produce una sociedad de clases, tendente al conflicto. Cuando éste se desencadenó, el capital renunció a los principios, forzando al Estado para que asegurara ante todo el orden necesario para el mantenimiento y la acumulación de los beneficios; ésta es la experiencia que cabe extraer de la imposición del totalitarismo nazi o fascista y de los llamados regímenes autoritarios. 

      De su fracaso surge el Estado constitucional que nos es familiar, cuyo elemento determinante es el postulado del Estado social (García-Pelayo, de Cabo). Su sentido es ambivalente, pues supone la suspensión de aquel conflicto mediante la adaptación del capitalismo al progreso del principio democrático. En efecto, las organizaciones y partidos de raíz obrera logran situarse en condiciones de negociar su integración política a cambio de prestaciones sociales. Desenmascarada la supuesta neutralidad del Estado liberal respecto de las relaciones sociales y económicas, el Estado social interviene en ellas atendiendo a ciertos criterios de justicia material; asimismo, merced a una política presupuestaria redistribuidora y a la dotación de servicios públicos universales, procura condiciones materiales que permiten a cada uno el disfrute efectivo de los derechos. Todo ello presupone cierta autonomía del poder político. Ahora bien, las Constituciones de posguerra, al tiempo que permiten poner en pie el Estado social, limitan el poder del Parlamento, asegurando la pervivencia de elementos básicos del orden social y económico capitalista. Justamente esto determina el desarrollo de las garantías de la supremacía constitucional (rigidez, jurisdicción constitucional) en términos que resultan ajenos al constitucionalismo decimonónico (de Cabo).

     Desde finales de los años sesenta, el sostenimiento del Estado social se hace progresivamente incompatible con el incremento de los beneficios del capital. Las revoluciones de 1968, en Europa y América, arrinconan ideológica y socialmente a la clase dominante, en términos que inducen alguna suerte de reacción. Las sucesivas convulsiones económicas desde 1973, desembocan en la llamada crisis del Estado social; determinando el postulado social el sentido del constitucionalismo, sus avatares se reflejan de modo directo en modificaciones de los postulados del Estado de Derecho y del Estado democrático (de Cabo). 
     La fase que hoy vive Colombia  parece identificarse por la tendencia a superar el Estado como marco de referencia política. La creciente internacionalización de las relaciones económicas, evidenciada y reforzada con las crisis de los años setenta, desliga al capital de las ataduras de los poderes políticos nacionales. Los Estados se quedan sin instrumentos eficaces para detraer de la economía privada recursos que les permitan garantizar la procura de los derechos sociales. En las nuevas condiciones, el poder económico se considera de nuevo autosuficiente; muy especialmente desde la década de los ochenta, se extiende la deslegitimación de lo público a través de una nueva mitificación del mercado libre y flexible. En contraste con la clásica relación entre Estado social y democrático de Derecho y economía, no se ha consolidado hasta hoy un poder político que contrapese el desorden económico internacional. No lo desmienten los acontecimientos de los últimos meses del año 2001, que han abierto las puertas a nuevas concertaciones políticas internacionales: también aquí prevalecen los intereses del capital financiero.

     No obstante, la globalización no afecta por igual a todas las relaciones económicas, y en particular sus efectos homogeneizadores son desconocidos en los mercados de trabajo; es un fenómeno específico de la economía financiera, que se desarrolla a partir de la quiebra del modelo de Bretton Woods. Por lo demás, el Estado mismo es considerado como un importante agente de la globalización, y en cualquier caso su poder es profusamente utilizado para sofocar las tensiones y resistencias derivadas de tal proceso. En definitiva, éste parece, más que un fenómeno inexorable de superación del Estado, una precisa estrategia de acumulación del capitalismo financiero, que pretende desarticular el orden social, político y jurídico que, en el marco del capitalismo industrial, contrapesaba el poder del capital (Maestro Buelga). 
Formulación del Problema

     En  este sentido,  es  indefectiblemente necesario plantearse ciertas interrogantes a los fines de formular el ensayo que se  pretende, y en consecuencia surge  lo siguiente: ¿Para Que sirve una Constitución?,  ¿Centralizará solo intereses del Estado?, ¿prevé Derechos Supraconstitucionales? ¿Cuáles son los derechos humanos que protege el Estado Colombiano?  ¿Es la Constitución  la herramienta Internacional que regula las relaciones, Sociales,   Económicas, Políticas  de los Estados?   ¿En América Latina  debe fortalecerse la globalización para el desarrollo de los pueblos?  Los conceptos de Nacionalidad equivocados por fanatismo perjudican la unión de las naciones?,  Dicho esto es importante resaltar que teniendo una visión  futurista  del hombre como elemento fundamental del planeta. Es necesario que se le ubique en su entorno como la herramienta mundial para conseguir los mecanismos de integración definitiva de los llamados  estrategas de la paz.   No siendo  este el punto central del enfoque de la cátedra  refiere  la autora  que es menester entrelazarlo. Aunado a esto  es punto importante de este los convenios de las naciones en materia de los Derechos humanos, Legalidad, Territorialidad, Nacionalidad, acuerdos en materia de Narcotráfico, Terrorismo, Los desplazamientos, Crimen Organizado, Trafico de Armas, Finanzas Ilícitas  que entre estos últimos se cuentan como factores de riesgo de la seguridad del  Estado.Colombiano, estas organizaciones están integradas  con la participación de   Paramilitares, o Guerrilla Urbana, entre otros.  Así como Empresarios de la droga Tomando en cuenta que para el estudio e investigación presente se han entrevistado a dos Consultores de Los Consulados de Colombia que así lo describen alimentado incluso con la prensa Nacional. Considero que  una constitución no solo puede considerarse sus normas y estructura sino los postulados de todo su territorio, su población, costumbres, sus etnias, sus dificultades  y sus fortalezas. 

     Puntualizando  que con la Constitución Política de 1.991, en Colombia se abre un nuevo proceso de participación ciudadana y más concretamente un nuevo marco democrático fundamentado en el reconocimiento legal de los derechos fundamentales para todos los colombianos. En tal sentido la carta constitucional es considerada como una de las más avanzadas del mundo. La constitución incorpora como derechos fundamentales los consagrados en el título II y Capítulo I, que reconoce para todos los colombianos unos derechos primarios como son: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, el reconocimiento jurídico, la educación, libertad de culto, de conciencia, de expresión, el trabajo y la participación entre otros. La carta desarrollo los espacios y facilitó una apertura a un nuevo marco democrático, superando el estrecho régimen de la democracia representativa; apertura que tuvo como fundamento el reconocimiento de nuevas libertades e igualdad que refleja en la nueva concepción pluralista con que se pretendió confeccionar el pensamiento político de la nueva nacionalidad que es uno de los puntos que se destacan en este trabajo, así como la territorialidad, en el derecho internacional como nuevos movimientos sociales con características de globalización para conseguir los fines no solo de un estado, sino de los estados. En este mismo orden de ideas se considera que esta constitución abrió nuevos espacios de participación ciudadana, rompió el estrecho marco de llamada democracia representativa, avanzó al definir el Estado como una Democracia Participativa; pero no ha podido superar el formalismo retórico. En tal sentido, la convivencia pacífica, la tolerancia ideológica, el respeto mutuo, el pleno reconocimiento de las libertades, la igualdad jurídica sigue siendo un ideal político, a pesar de estar consagrados en la norma. Lo que hace pensar en la necesidad de un nuevo pacto social que incorpore nuevos elementos a la carta fundamental y con un desarrollo de avanzada en otros niveles. 

     Se analiza  durante este estudio,  que ha sucedido después de trece años,  con  la Constitución de 1.991. Así mismo se apreciara  que si bien en cierto que  no es una obra perfecta, como no lo son cualquiera de otras Constituciones  de otros países,  sin duda ella ha significado un avance formidable en la modernización del Estado, no solo en cuanto al estado colombiano, sino con horizontes que trascienden a otras fronteras, acotando que   sirven las reformas legales   siempre y cuando haya profundos cambios en la conducta de nuestras comunidades., en este enfoque se pretende destacar estos aspectos relevantes. La Constitución Colombiana  es eminentemente social,  que busca eliminar los privilegios, las injusticias, y los atropellos, por ese motivo, fue elaborada bajo los preceptos del respeto de la dignidad humana y en la convivencia pacífica, que requiere de manera emergente los pueblos y en caso concreto el pueblo Colombiano de igual manera  se harán las comparaciones descriptivas con otros textos Constitucionales  a los  fines de enriquecer el enfoque pretendido
     A los fines de continuar con el punto por demás interesante que se pretende plantear en el curso que  estamos recibiendo de nuestro instructor, en la cátedra de Derecho Constitucional Internacional,  resaltaremos  y describiremos  en forma clara, que pretendemos y donde radica nuestra inquietud, es por ello que ante tal  reflexión nos hemos venido  ubicando como ya lo hemos explicado en algunos puntos anteriores a los fines de llegar a una visión directa del problema, y en consecuencia tenemos que, el Estado constitucional es realidad histórica, susceptible de ser superada. Ahora bien, “Estado y Constitución” no son indisolubles, y ofrecen perspectivas bien distintas a la hora de analizar los procesos políticos (López Pina); la globalización podría afectar a ambos diferenciadamente. Así, parecen hoy diluirse rasgos esenciales del Estado; la globalización se presenta como un riesgo para la soberanía, que individualiza su específico poder. Sin embargo, es más significativo comprobar hasta qué extremo debilita los condicionamientos constitucionales de su ejercicio. En este ensayo  no nos limitaremos a describir  solo el proceso de formación del Estado constitucional que hoy nos es familiar  y a señalar las diversas orientaciones que surgen en la doctrina del Derecho constitucional a raíz de las transformaciones impuestas por la globalización , sino que lo tomaremos como referencia para la descripción de lo que perseguimos, y es así que: 

El desarrollo del Estado Constitucional

     A partir del pensamiento ilustrado, el término “Constitución” ha hecho referencia a ciertos postulados básicos para ordenar jurídicamente el poder público conforme a la dignidad del hombre. Ahora bien, sus concreciones históricas han sido diversas, al paso de las transformaciones sociales, políticas y jurídicas (García-Pelayo). Hoy consideramos nuestro modelo de Estado constitucional como la realización más lograda de las ideas de la Ilustración; mas sería absurdo pretender que con él se consuma, de una vez por todas, el proyecto de someter a Derecho las relaciones de poder. Antes bien, la relación histórica entre poder y Derecho, constitutiva para ambos, abre en cada momento nuevas tensiones; los postulados constitucionales han de ser siempre pretendidos.
     En sus comienzos, el propósito de sujetar el poder al Derecho y de hacer de éste un orden general de libertad se concreta, por un lado, en la sustitución las relaciones estamentales por un orden social fundado sobre la garantía formal de la libertad, la igualdad y la propiedad, supuestos derechos naturales de los ciudadanos. Las relaciones sociales eran reguladas por Leyes generales, a cuya aprobación concurrían los ciudadanos a través del régimen representativo. El poder estatal, que continuaba siendo presupuesto, no debía intervenir arbitrariamente sobre ellas, y la propia Ley permitía someter a control la acción del Estado que interfiriera en los derechos.

     Ahora bien, en su concreto desenvolvimiento histórico y con independencia de la perenne validez de los principios, estas ideas se articulan al servicio de los intereses de la burguesía. La Ley es votada por un Parlamento elegido mediante sufragio censitario, ligado por tanto a la propiedad; los derechos considerados naturales responden a los intereses económicos y vitales de la burguesía; la pretendida neutralidad del Estado desampara a aquellos a los que la libertad deja más inseguros e indefensos. El libre juego de las fuerzas sociales produce una sociedad de clases, tendente al conflicto. Cuando éste se desencadenó, el capital renunció a los principios, forzando al Estado para que asegurara ante todo el orden necesario para el mantenimiento y la acumulación de los beneficios; ésta es la experiencia que cabe extraer de la imposición del totalitarismo nazi o fascista y de los llamados regímenes autoritarios. 

     De su fracaso surge el Estado constitucional que nos es familiar, cuyo elemento determinante es el postulado del Estado social (García-Pelayo, de Cabo). Su sentido es ambivalente, pues supone la suspensión de aquel conflicto mediante la adaptación del capitalismo al progreso del principio democrático. En efecto, las organizaciones y partidos de raíz obrera logran situarse en condiciones de negociar su integración política a cambio de prestaciones sociales. Desenmascarada la supuesta neutralidad del Estado liberal respecto de las relaciones sociales y económicas, el Estado social interviene en ellas atendiendo a ciertos criterios de justicia material; asimismo, merced a una política presupuestaria redistribuidora y a la dotación de servicios públicos universales, procura condiciones materiales que permiten a cada uno el disfrute efectivo de los derechos. Todo ello presupone cierta autonomía del poder político. Ahora bien, las Constituciones de posguerra, al tiempo que permiten poner en pie el Estado social, limitan el poder del Parlamento, asegurando la pervivencia de elementos básicos del orden social y económico capitalista. Justamente esto determina el desarrollo de las garantías de la supremacía constitucional (rigidez, jurisdicción constitucional) en términos que resultan ajenos al constitucionalismo decimonónico (de Cabo).

     Desde finales de los años sesenta, el sostenimiento del Estado social se hace progresivamente incompatible con el incremento de los beneficios del capital. Las revoluciones de 1968, en Europa y América, arrinconan ideológica y socialmente a la clase dominante, en términos que inducen alguna suerte de reacción. Las sucesivas convulsiones económicas desde 1973, desembocan en la llamada crisis del Estado social; determinando el postulado social el sentido del constitucionalismo, sus avatares se reflejan de modo directo en modificaciones de los postulados del Estado de Derecho y del Estado democrático (de Cabo). 
     La fase que hoy estamos viviendo parece identificarse por la tendencia a superar el Estado como marco de referencia política. La creciente internacionalización de las relaciones económicas, evidenciada y reforzada con las crisis de los años setenta, desliga al capital de las ataduras de los poderes políticos nacionales. Los Estados se quedan sin instrumentos eficaces para detraer de la economía privada recursos que les permitan garantizar la procura de los derechos sociales y es aquí donde observamos que estos derechos sociales, llamados también fundamentales porque envuelven las necesidades más elementales del hombre son: La vida, la salud, la familia y como se dijo antes los derechos sociales, los cuales han sido vulnerados universalmente y en especial en la sociedad colombiana.

      En las nuevas condiciones, el poder económico se considera de nuevo autosuficiente; muy especialmente desde la década de los ochenta, se extiende la deslegitimación de lo público a través de una nueva mitificación del mercado libre y flexible. En contraste con la clásica relación entre Estado social y democrático de Derecho y economía, no se ha consolidado hasta hoy un poder político que contrapese el desorden económico internacional. No lo desmienten los acontecimientos de los últimos meses del año 2001, que han abierto las puertas a nuevas concertaciones políticas internacionales: también aquí prevalecen los intereses del capital financiero. No obstante, la globalización no afecta por igual a todas las relaciones económicas, y en particular sus efectos homogeneizadores son desconocidos en los mercados de trabajo; es un fenómeno específico de la economía financiera, que se desarrolla a partir de la quiebra del modelo de Bretton Woods. Por lo demás, el Estado mismo es considerado como un importante agente de la globalización, y en cualquier caso su poder es profusamente utilizado para sofocar las tensiones y resistencias derivadas de tal proceso. En definitiva, éste parece, más que un fenómeno inexorable de superación del Estado, una precisa estrategia de acumulación del capitalismo financiero, que pretende desarticular el orden social, político y jurídico que, en el marco del capitalismo industrial, contrapesaba el poder del capital (Maestro Buelga). 
Conceptos preliminares; a manera de ilustrar al lector antes de profundizar el tema que nos ocupa es necesario la visualización del contenido del concepto de estado y sus variables 

Un Estado es la forma de organizarse un conjunto de personas, que habitan en los mismos territorios. Tienen algunas características comunes, que les permiten tener una organización propia. Actualmente son estados: España, Brasil, Egipto, Japón, Marruecos, México, Polonia,..

Algunos estados están formados a su vez por la unión de varios territorios con características parecidas, pero con ciertas diferencias: Reino Unido (Inglaterra, Escocia, País de Gales,...), España (Comunidades Autónomas),…

A veces algunos estados establecen vínculos con otros estados cercanos y de características parecidas, para formar organizaciones más amplias y aprovechar así mejor sus recursos materiales y culturales: Unión Europea (España, Portugal, Italia, Reino Unido, Alemania, Grecia, Francia, Holanda,...)

Cada Estado se organiza mediante unas normas que regulan los distintos aspectos de la vida de las personas: salud, educación, economía, deportes, transportes, alimentación, vivienda,...

Todas estas normas dependen de una más general, una supernorma o superley, que define las características del Estado y los derechos básicos de los ciudadanos. A esta norma primera y general la llamamos Constitución, término aceptado mundialmente para definir este tipo de documento fundamental y básico. 

Una Constitución es el documento legal en los países con democracia, que tiene las siguientes características:

· Es la norma básica del Estado.

· Es elaborada por los representantes de los ciudadanos. 

· Es aprobada por las instituciones u órganos que representan a los ciudadanos. 

· Una Constitución debe contener al menos: 

· La forma de organización del Estado.

· La definición de sus tres poderes clásicos: 

· Legislativo, encargado de hacer y reformar las leyes. 

· Ejecutivo, que tiene a su cargo gobernar el Estado y hacer cumplir las leyes. 

· Judicial, que ejerce la administración de la justicia. 

· Los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos.

· Los poderes del Jefe del Estado.

· La organización del territorio del Estado. 

Si un Estado lo forman un conjunto de personas que tienen que convivir y compartir muchos aspectos de su vida, es necesario establecer unas normas para que la convivencia sea más sencilla y justa. Esas normas, aceptadas por la mayoría de todos, evitan conflictos en la sociedad.

Tendencias ante la globalización

     El Derecho constitucional puede desentenderse de tales desarrollos mientras se siga concibiendo tradicionalmente como Derecho del Estado o forma del poder. Así ocurre en la mayor parte de la doctrina, que sólo nominalmente asume el carácter determinante del Estado social en el constitucionalismo del siglo XX, el llamado siglo breve, y permanece en realidad anclada en la dogmática constitucional liberal. Sólo en la medida en que las transformaciones de las bases sociales del poder estatal y de los contenidos que en consecuencia el Estado ha de adoptar se consideren ajenas al Derecho constitucional, éste puede seguir ocupándose exclusivamente de sus viejos problemas. Pero ello reduce al Derecho constitucional a un formalismo estéril: el poder efectivo discurrirá progresivamente al margen de tales coberturas ideológicas. 

     Por el contrario, la llamada estatalidad abierta proyecta sobre la identidad misma del Estado, las transformaciones cuantitativas y cualitativas de las relaciones internacionales. A través de ciertas disposiciones constitucionales se establecería el enlace del Estado con los órdenes institucionales supranacionales que determinan decisivamente las relaciones sociales, políticas y económicas. El entramado político de la Unión Europea, por ejemplo, aparece desde esta perspectiva como parte de un sistema político articulado en varios niveles, en el que concurren con los Estados municipios y regiones, la OTAN, la Organización Mundial de Comercio, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional o las Naciones Unidas. La cohesión y la racionalización de este sistema se produciría justamente a través de las Constituciones de los Estados nacionales, que participan en todos esos niveles. Pero los Estados quedan lejos de controlar autónomamente las decisiones; las competencias están difuminadas entre todos estos sujetos, cuyas conexiones distan de ser inequívocas; no siempre los destinatarios de las expectativas sociales son a la postre efectivamente responsables de su satisfacción. De este modo, la Constitución corre el riesgo de reducirse a un mecanismo formal de legitimación de decisiones soberanas, sin capacidad efectiva para imponer límites materiales al ejercicio del poder mientras  no se establezcan parámetros claros que conduzcan a una verdadera aplicación de la carta magna .

     Esta adaptación formal del constitucionalismo a la globalización, podría encontrar su correlato material integrando en la propia dogmática constitucional, la menguante eficacia del postulado social, su menor fuerza normativa. El denominado constitucionalismo débil o dúctil (Zagrebelsky),  es consciente de la contradicción que supone mantener inalteradas las Constituciones del Estado social cuando han quebrado sus supuestos materiales. Para superarla, subraya los aspectos más flexibles de la teoría constitucional, en particular en la teoría de la interpretación, y deja en manos del legislador del momento y del juez constitucional la concreción libérrima de los postulados constitucionales, convertidos en meros tópicos arguméntales sin eficacia vinculante. Ello permite permanecer fiel al postulado jurídico.

     Frente a todo ello se alza pretensión de mantener e incluso desarrollar un constitucionalismo fuerte o garantista, que revalorice el Derecho, y específicamente el Derecho constitucional del Estado social y de los derechos fundamentales. Se trata de imponer la norma constitucional frente a la realidad que es el deber ser,  eventualmente al margen de las propias condiciones de posibilidad que ésta pueda abrir. El autor de avanzada, Ferrajoli; por ejemplo, deduce de los derechos constitucionales garantías judicialmente accionables, y pretende dotar así a los derechos sociales de una tutela específica frente al legislador. La propia estatalidad abierta, en cuanto asuma los contenidos de la Constitución como vínculo para el Estado en su participación en el sistema político de varios niveles, permite también utilizar las garantías constitucionales, los derechos fundamentales  en concreto la jurisdicción constitucional e internacional. 

     Estas últimas orientaciones han de ser valoradas diferenciadamente al tomar en consideración las asincronías en el desarrollo de los diversos Estados, sobre los cuales se proyecta la globalización, no obstante, de modo simultáneo. Así, resultan especialmente atractivas donde no ha cobrado cuerpo el Estado social, por ejemplo en Íbero América; los textos constitucionales pueden ofrecer allí respaldo a las pretensiones de las mayorías sociales. Sin embargo, en los Estados de Occidente que ven ya declinar el ciclo del Estado social, donde éste ha logrado formar mayorías sociales que se sienten integradas y protegidas en el seno de una fortificada Sociedad opulenta (Galbraith), las garantías constitucionales difícilmente pueden servir como sucedáneo de los supuestos políticos del Estado social. La capacidad de los jueces para proteger los derechos sociales sin el apoyo de las mayorías se encuentra con límites precisos, por mucho que se esfuercen en hacer siempre tendrán cortapisas de tinte político, social y económico; la Constitución del Estado social no puede suponerse ajena a los procesos políticos y sociales en los que arraiga su fuerza normativa (Hesse). Por ello resulta falaz oponer a la globalización una defensa cualquiera del Estado, eludiendo la contradicción entre el mantenimiento nominal del constitucionalismo social y el desarrollo de circunstancias que dificultan su vigencia, por lo controvertido de los diversos intereses a los cuales debe atender, es por ello que es importante este estudio y su reflexión.

     En definitiva, la realización de los postulados constitucionales depende de la dinámica social y política. En esta dirección, los movimientos de denuncia frente a la unilateral perspectiva económica de la globalización, extendidos por doquier, procuran recuperar un sujeto social iluminado por una utopía emancipatoria (teorizada desde los hegelianos de izquierda, Marx ante todo, a la escuela de Frankfurt); capaz, como el movimiento obrero en la segunda mitad del siglo XIX y en el primer tercio del Siglo XX, de poner en pie la nueva versión de los postulados ilustrados. El denominado constitucionalismo mundial (Beck, Ferrajoli) opone cierta imagen del hombre a los intereses del capital y pretende limitar el poder económico transnacional mediante los derechos humanos, formulando al efecto la noción de sujeto al margen del liberalismo dominante. 

     Ahora bien, toda la historia del constitucionalismo se desarrolla en la tensión entre los derechos y el legislador, entre el sujeto y el orden objetivo que determina el interés general; al menos desde que Hegel,  desveló las insuficiencias del liberalismo individualista, el segundo polo no parece prescindible. Justamente por ello, un sujeto social, aun en el supuesto de que llegara a tener conciencia y estar articulado, no resultaría suficiente; el constitucionalismo requiere un orden político en el que ser realizado. Éste sólo será legítimo si se apoya en la ciudadanía, y será efectivo si logra dotarse de cierta consistencia social e institucional; podrá realizar los postulados constitucionales si muestra capacidad para enfrentarse tanto a los intereses del capital como a los Estados cuya acción viene determinada por ellos, en especial Estados Unidos. Al margen de la confianza que pudieran despertar aún los Estados como eventuales defensores de tales postulados, y habida cuenta lo limitado de sus posibilidades, para hacer frente a la globalización el constitucionalismo parece abocado a tomar apoyo en nuevas formas de poder político. Quienes pretenden gobernar la globalización confían en su desarrollo en el ámbito mundial (Habermas, Held, Höffe, Pisarello); y quizá el estímulo de tal proyecto utópico de constitucionalismo cosmopolita, que pretende extender al conjunto de la humanidad principios básicos de funcionamiento del Estado constitucional, no sea desdeñable. Sin embargo, las relaciones internacionales continúan fundadas en tratados de naturaleza jurídico-privada entre sujetos desiguales. 

     Orientándonos entretanto hacia una nueva multipolaridad como modo de superar una globalización unidimensional, la Europa que se constituye en torno a la Unión Europea podría estar en condiciones de proponer nuevos equilibrios internacionales apoyándose sobre aquellos postulados constitucionales. A medida que las políticas nacionales abdicaban en beneficio de los designios del capital, se han ido politizando progresivamente las instancias europeas originariamente concebidas justo al servicio del logro de un mercado común. El interés colectivo por intervenir en los asuntos públicos que afectan a los ciudadanos se va desplazando crecientemente, con éstos, hacia la Unión Europea, entendida como la organización política más próxima capaz de determinar eficazmente las relaciones sociales en términos que ya no caben al Estado. En tales circunstancias, antepuesto el poder económico a las políticas estatales, cabe abordar la posibilidad de alzar en Europa un ámbito político supranacional en el que no esté descartado por principio el equilibrio. Tal impulso anima a quienes buscan en Europa una nueva República (López Pina) o una Federación de Estados-nación (Fischer, Jospin) impulsada por el pacto constitucional. 

Objetivo General:

Estudiar y analizar la estructura general de la Constitución Colombiana actual (1.991), desde el punto de vista histórico,  social, económico, jurídico 

Relacionar las similitudes y diferencias de las constituciones anteriores con la presente, así como con las constituciones de otros países.

Objetivos Específicos:

1. Identificar el conjunto de normas que  rigen los Derechos Humanos, Sociales, Políticos y Económicos.

2. Evaluar  diversos aspectos que ventilan  los derechos sociales, políticos y económicos   en la Constitución Colombiana (1.991)  y sus contrastes con la Carta Magna Venezolana 

3. y otras .

4. Correlacionar los factores del poder nacional desde el punto de vista político, económico, social y militar  

5. Establecer un marco Formalista  de la Constitución Vigente a los fines de su estudio.

6. Vincular la carta magna, desde el punto de vista de la geopolítica y el orden internacional, incluyendo política exterior, derechos humanos con otras legislaciones.

JUSTIFICACIÓN

   Considera la autora que un trabajo de investigación debe contener un amplio marco de justificación, en materia tan formal como lo es el texto constitucional, sobresalen muchísimos aspectos y letrados en la materia se han esforzado por mantener, a través del tiempo las normas que regulan un estado, es decir esa disciplina jurídica que conforman, las posturas de los pueblos de acuerdo a su cultura, idealismo, espíritu, estos textos se desarrollarán, se refiere de igual manera que la investigación actual engrana los aspectos resaltantes de la Constitución Colombiana que entre otras cosas no menos importantes incorporó dentro de su texto, cambios relevantes y aspectos significativos, como lo son:  los de orden político, Jurídicos, sociales, económicos y específicamente   los llamados derechos fundamentales, que se encuentran consagrados en titulo II, de los Derechos, las Garantías y los Deberes y el capitulo l  que establece que todo el pueblo colombiano tiene unos derechos primarios entre los cuales se destacan , la vida, la integridad física , la salud y la seguridad social, el reconocimiento jurídico,  la educación, la libertad de culto, de conciencia y de expresión, y la participación entre otros, entendiéndose y partiendo de un nuevo milenio, y sobre todo que facilita y ofrece un conglomerado de oportunidades para satisfacer y ampliar los conceptos básicos de derechos humanos donde se impone la justicia y equilibrio ante todo de los grupos más desposeídos, estos derechos deben ser estudiados y puestos en marcha como nuevos paradigmas, no solo en el ámbito interno sino en otras latitudes y específicamente en el caso que nos ocupa en la República Bolivariana de Venezuela  en la practica, este enfoque ofrece desarrollar un esquema claro, preciso, de los avances que se han obtenido a través de la historia, no solo de los derechos humanos, sino de otros aspectos de relevancia internacional suscritos y ratificados como tratados económicos, sociales, civiles entre otros, de tal manera que se  impongan criterios serios, cónsonos, y sea utilizado el análisis, el diagnostico, la critica como visión determinada que nos pueda ofrecer este instrumento como un aporte de retroalimentación para ambos países, guardando la ponderación y el respeto que cada nacional tiene por su realidad. En los actuales momentos la Carta Magna de la República de Colombia,  abrió los espacios y flexibilizo un nuevo marco democrático que plantea una retórica  al excesivo  formalismo colombiano dado el caso que este país históricamente proviene de una sociedad rígida, es por ello que el estudio teórico de los derechos humanos vistos desde el punto de vista colectivo internacional es de suma importancia para el trabajo que se propone tomando como premisa  un marco de estiramiento hacia el reconocimiento de nuevas libertades e igualdades, tratando de abrir una nueva participación ciudadana avanzando hacia una nueva democracia participativa., adelantándose a la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela que incluye algunos de los derechos arriba mencionados pero en el año 1999, que fue cuando entro en vigencia el nuevo texto constitucional venezolano, coincidiendo con la inclusión de aspectos también importantes como son el referéndum, político, consultivo, que no habían sido agregados anteriormente, en la carta magna venezolana.

De tal manera que la causa mas justificada que tiene la autora es resaltar las similitudes que tiene el texto Constitucional y su dimensión con el texto Venezolano, y los problemas que de una u otra manera entrelazan a nuestros Países. Los factores de Riesgo, del País hermano no escapan del  entorno Venezolano, esta  situación esta latente como bomba de tiempo, debe buscarse acercamiento cada vez mas para estar en sobre-aviso de lo referido  anteriormente.. Colombia ocupa el primer lugar de Secuestro en el Mundo, y en Venezuela cada vez es mas cotidiano que secuestren a Nacionales  es una situación digna de estudio que no puede descuidarse.

Capitulo II

Marco Teórico

Antecedentes de la Investigación

     Los antecedentes históricos mediatos e inmediatos los podemos encontrar en los diversos ensayos y los variados tratados sobre filosofía y teoría política liberal, como principios y fórmulas de gobierno en la democracia; es pues esta obra de intelectuales de la ilustración, entre los cuales destacan y se consideran los más representativos, Voltaire, Montesquieu y J.J.Rosseau, pero de forma más clara expuestos y desarrollados en la figura de John Locke llamado el padre del constitucionalismo y la democracia. Dará toda esta obra los sólidos cimientos ideológicos a los decisivos acontecimientos políticos y sociales, como lo son la Revolución Inglesa en 1688, la Revolución Francesa de 1789, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, así como también, pero más cercana a nuestra convulsiva realidad colonial, la influencia de la Declaración de Independencia de las Colonias de los Estados Unidos en 1776, todo lo que llegaría a marcar una huella profunda en la concepción de nuestros primeros estadistas y gobernantes.

     Desde la perspectiva de Perspectiva del Ombudsman: James E. Bernard V. Bajo el titulo de “Democracia y Derechos Humanos” expresa  “Es el momento de apostar a la cooperación y ayuda entre defensorías del pueblo, sin olvidar el papel de las organizaciones de la sociedad civil y de los organismos internacionales” argumentando entre otras cosas “La Defensoría del Pueblo o Procuraduría de los Derechos Humanos, centrada en la figura del defensor del Pueblo y en su autoridad, al estar encargada de representar a las personas frente a los poderes de la administración pública se convierte en un espacio importante para la expresión de la ciudadanía sobre sus intereses y derechos fundamentales”. Siendo enfático al señalar: “En este proceso de democratización se hace importante restaurar la confianza ciudadana en el Estado y su administración pública, de manera que sus políticas sean capaces de compenetrarse en la totalidad del tejido social. Para ello se hace necesario que en la estructuración y ejecución de las políticas públicas se refleje un contenido de justicia y equidad, que ayude a una mejor distribución de las cargas y de los beneficios sociales. 

     Este proceso de construcción de regímenes democráticos de gobierno, a su tiempo, viene a coincidir con el momento histórico en que el mundo es sacudido por la onda del neoliberalismo y de lo que se ha dado en llamar el proceso de globalización, que se posiciona en discursos y teorías que cuestionan los avances del estado de bienestar, exaltando la mano invisible que ordena las transacciones del mercado, lo que también traerá aparejadas sus consecuencias para la vigencia de los derechos humanos, sobre todo de los derechos económicos, sociales y culturales. Mucho más en donde el estado de bienestar nunca pasó de ser algún tipo de aventura utópica, como puede haber sucedido en muchos de nuestros países. 

     Durante la conferencia interamericana de Chapultepec en 1945,  el Dr. Rodríguez Larreta, Ministro de Relaciones Exteriores - propuso a los demás gobiernos Americanos una política de intervención colectiva contra cualquier miembro del Sistema Interamericano que violase repetidamente los derechos esenciales del hombre y que dejase de cumplir con sus obligaciones internacionales.

     En la Conferencia Interamericana sobre Derechos Humanos, celebrada en San José de Costa Rica (1969), se adoptó una Convención sobre el tema, conocida como "Pacto de San José de Costa Rica" En términos generales, la Convención estableció que los Estados Americanos que la firman, reafirman su propósito de consolidar en el Continente dentro del cuadro de las instituciones democráticas- un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre, y en  los cuales tanto Colombia como Venezuela  están suscritos.  

     Reconociendo que los derechos del hombre surgen de los atributos mismos de la persona humana, por lo que se justifica una protección internacional que coadyuve a complementar la que le ofrece el derecho interno. La Convención se dividió entre partes: Deberes de los Estados y derechos protegidos; medios de protección; y  disposiciones generales y transitorias. La primera parte contuvo la enumeración de los deberes del Estado para con la persona humana, los derechos civiles y políticos, los derechos económicos, sociales y culturales y, por último, los casos en que procede la suspensión de las garantías y el alcance de las restricciones, lo que no puede ser por un tiempo ilimitado e incompatible con las obligaciones impuestas por el derecho internacional. 

     La segunda parte hablo de los órganos competentes que conocen de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos asumidos por los Estados Parte, estableciéndose que serán: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, indicándose para ambos casos los procedimientos, competencias y funciones. Este es un antecedente importante de establecimiento en la región de un órgano supranacional que estableció jurisdicción y controles más allá de las constituciones nacionales. 

Bases Teóricas

A los efectos de precisar las bases teóricas de esta investigación se hace pertinente resaltar  lo que ha venido ocurriendo en materia constitucional en el orden internacional y en el derecho comparado, ejemplo de ello es el fenómeno de la integración europea, una vez terminada la ultima guerra mundial que requirió reconstruir al continente europeo por las ruinas en que quedaron en sus diversos enfrenamiento de unos pueblos con otros, he aquí el mejor ejemplo de que pueblos que fueron enemigos en aquella época, comparten hoy día una realidad histórica, y geográfica conservando su identidad, su idioma y su cultura, dicho esto se refiere el preámbulo de la constitución de la unión europea como base teórica fundamental. No sin antes resaltar que el contenido del preámbulo como tal  si se considera o no, parte del texto de una Constitución, lo cierto es que reviste una importancia capital como elemento indispensable y decisivo a la hora de comprender su  contenido; es decir, al momento de estudiar todas y cada una de las normas constitucionales. Por su medio, sostiene Linares Quintana “los constituyentes definen la autoridad de la cual emana la autoridad fundamental, expresada a través de sus representantes (…) proclamando en forma expresa y solemne, los grandes fines y propósitos del acto constituyente”

      Se pretende efectuar una aproximación de base teórica a partir de la larga polémica que existe, respecto a si tiene o no valor normativo el Preámbulo constitucional, con la finalidad del ubicar al lector dentro de este aspecto, no tiene ninguna pretensión de exhaustividad, sino más bien, mostrar en forma general, los aspectos que han sido debatidos o puestos de manifiesto, a la hora de analizar lo que hoy denominamos comúnmente, como la parte introductoria o preámbulo constitucional.

       Esta  aproximación constitucional, desde el énfasis de la elaboración y contenido del Preámbulo considera que su utilidad radica, además del interés en la divulgación y conocimiento de los textos que se estudian, encuentran en ese tramo de la historia, la justificación y el valor del Preámbulo constitucional.

  

Importancia del Preámbulo en la Constitución. 
Dimensión Doctrinal.

 Como indica el sentido gramatical del término, el Preámbulo de la Constitución comporta la introducción, el exordio o el prólogo, si se quiere, en donde los constituyentes declaran, en forma sintética y a la vez sistemática, los grandes fines, principios y propósitos de la Ley fundamental y fundacional del Estado, explicitando la esencia, el alma o el espíritu de la nación; es decir, la fórmula política de aquella. Por lo que debe ser tenido en cuenta de forma primordial, en su interpretación y aplicación, en la medida en que esclarece el exacto significado y alcance del texto constitucional.

      El Preámbulo es entonces la parte introductoria de ese documento, fundacional en ocasiones pero fundamental en todo caso, el cual se sitúa siempre a la cabeza de la constitución. Generalmente se trata de un texto en prosa solemne, que carece de forma articulada y suele contener, además de la titularidad de quien ejecuta la función de elaborar el documento (Poder Constituyente)  y la fórmula de promulgación de la Constitución,  declaraciones y  orientaciones políticas que definen los principios fundamentales del orden político constitucional, así como los objetivos propios del proyecto político de Estado, en que se encarna la Constitución.

      En la doctrina, existe una vieja polémica acerca del estatus jurídico y la eficacia que debe atribuírsele al Preámbulo de la Constitución. Una dirección doctrinal estima que, puesto que no nos encontramos con un texto que contenga propiamente normas jurídicas escritas (al no estar articulado), no forma parte de la Constitución misma, careciendo su contenido de la estructura y las características de la norma jurídica, por lo que debe de entenderse que en sentido estricto, el Preámbulo no es parte de la Constitución y, por consiguiente, no podría deducirse del mismo la eficacia propia de que disponen las normas constitucionales. Aún cuando se destaca que esto no es obstáculo para que su texto tenga especial relevancia como guía de interpretación de la Constitución y, en este sentido, pueda atribuírsele al Preámbulo valor hermenéutico. Esa es la posición dominante, en la doctrina europea occidental y por supuesto en la española.
      Por otra parte, otra corriente doctrinal sostiene la tesis de que el Preámbulo forma parte de la Constitución, definiéndola exactamente como la parte introductoria de la misma, por lo que en principio debe atribuírsele el mismo valor y eficacia, propios del resto del texto constitucional; entre otras razones, porque resulta difícil de explicar y más aún de comprender, como puede privarse de toda significación jurídica a la norma fundacional del orden jurídico, a aquella parte de la Constitución donde mayor énfasis se pone en los principios fundamentales del ordenamiento jurídico y a las definiciones políticas de mayor intensidad acerca de la estructura y fines de la Constitución y del régimen político que el mismo organiza. 

 Esta posición ha sido mayoritaria en los países denominados de "socialismo real" y lo es además en la doctrina francesa.  En este caso, por la particular importancia del contenido ideológico de los preámbulos de las constituciones de tales regímenes.  Razón más que suficiente para que la doctrina que sostiene el valor jurídico del Preámbulo haya sido asumida por el Consejo Constitucional Francés.

 En fin, como afirma Corwin citado por Linares Quintana: “El Preámbulo no forma parte estrictamente hablando, de la Constitución, sino que la precede. No puede por sí solo proporcionar la base a ninguna reclamación del poder gubernamental o de derecho privado. Sirve sin embargo, para dos fines muy importantes: primero, indica la fuente de donde proviene la Constitución, de la cual emana su título por el que debe ser obedecida, a saber, el pueblo; y, en segundo lugar, expone los grandes objetivos que ha de promover la Constitución y el gobierno establecido por ella”

      En la actualidad es raro poder encontrar un texto constitucional que no contenga un Preámbulo. “Todas las Constituciones escritas y emanadas de la voluntad del pueblo, por medio de la ciencia de sus legisladores, llevan esta introducción; y cuando en la Asamblea Constituyente de 1848 en Francia se propuso la moción de suprimir todo preámbulo, M. De Lamartine, en un elaborado discurso hizo sentir la conveniencia y la necesidad de esta declaración previa, de los objetivos y fines de una Constitución, para asegurar y fijar la inteligencia e interpretación de sus disposiciones, por aquella declaración de principios constitutivos y constituyentes que dejan consignado el espíritu de los legisladores que la dictaron y los fines que se propusieron alcanzar. El Preámbulo de las constituciones es, pues, no sólo parte de la Ley Fundamental, sino también la pauta y piedra de toque para la resolución de los casos dudosos, conformando su interpretación y práctica con los fines para que fueron adoptadas la subsiguientes disposiciones y el espíritu que prevaleció en su adopción” 

      Biscaretti Di Ruffia hace notar que a menudo se anteponen Preámbulos a los textos constitucionales; suscitándose vivas controversias acerca de si forman o no, parte integrante de las respectivas constituciones, concluyendo  que en general para las leyes formales ordinarias, se considera que el título y el posible preámbulo carecen de valor jurídico; pero respecto a los preámbulos constitucionales, junto a autores que lo niegan (por ejemplo Santi Romano), hay otros que lo afirman, concediéndoles igualmente, la misma eficacia de las leyes formales constitucionales.

 “Por regla general como es bien sabido, los títulos y los preámbulos de las leyes ordinarias, no asumen un preciso valor jurídico, pero esta solución no puede aplicarse a todas las constituciones”, ya que en algún caso de los principios del Preámbulo,. estos se han sustraído a la tutela del particular, al control de constitucionalidad, como por ejemplo en Francia, en virtud del artículo  92 de la Constitución de 1946.

 bien, como es el mismo caso francés, se ha buscado a través del Preámbulo encadenar o relacionar el texto constitucional, con otros textos o documentos, como las declaraciones de derechos, costumbre mantenida particularmente en Francia, debido a la remisión que hace el Preámbulo de la Constitución de 1958 a las Declaraciones de Derechos del Hombre. 

Tal vez la cuestión se resuelve en forma diferente dentro de cada ordenamiento jurídico en particular. De todos modos, en Italia, precisamente, para evitar tales controversias, prevaleció en la Asamblea Constituyente, la tesis de insertar en el texto aquellas afirmaciones que podrían haberse colocado, naturalmente en el Preámbulo. Comporta un error, quizá un resabio histórico de una interpretación legalista, el considerar a los preámbulos constitucionales como una mera formulación teórica o literaria, ya que está dirigido a la finalidad concreta antes referida. 

Joaquín V. González , considera que sus objetivos son prácticos al decir que “Declara la intención del legislador constituyente, y los motivos y fines que han determinado su pensamiento: definir los orígenes, la índole y la forma de los poderes en cuya virtud sanciona y ordena y ofrece en todo tiempo, sin que él tenga fuerza imperativa como una de las cláusulas del texto, normas generales y permanentes para conocer y decidir en casos obscuros y dudosos la naturaleza y objeto de un poder conferido, de un límite marcado, de una garantía prescrita para los individuos (Linares Quintana 746) 

Conforme advierte Sánchez Viamonte “el Preámbulo como encabezamiento explicativo de los fines mediatos y propósitos inmediatos de una Constitución, fue una creación norteamericana. Y los propios constitucionalistas estadounidenses encuentran el primer antecedente del Preámbulo, casi siglo y medio antes de la sanción de la ley suprema, en el art. 2° de la Confederación de Nueva Inglaterra de 1643; a la vez que el antecedente inmediato en el art. 3° de los artículos de Confederación y Unión Perpetua, del cual sería una ampliación y desarrollo. De todos modos y si bien algunos atribuyen a Hamilton la autoría del Preámbulo norteamericano, lo cierto es que la mayoría de la doctrina no ha encontrado evidencia bastante para aceptarla. 

Story considera que “la importancia del examen del Preámbulo para llegar a la verdadera interpretación de las cláusulas de la constitución, ha sido siempre comprendida y reconocida en todas las discusiones jurídicas. Es una máxima admitida en el curso ordinario de la Justicia que el Preámbulo de un estatuto revela la intención del legislador, hace conocer los males que ha querido remediar y el fin que quiere alcanzar; encontramos esta máxima recomendada y puesta en práctica por nuestras más antiguas autoridades en el common law. Los jurisconsultos dicen “cessante lege proemio cessat et ipsa lex”. Probablemente se fundamenta en la exposición de cada código de derecho escrito, del principio universal de interpretación que la voluntad e intención del legislador debe ser observada y cumplida. Se recurre a él apropiadamente, cuando surgen dudas o se presentan ambigüedades del texto promulgado, porque si es claro y comprensivo, habrá poco espacio para la interpretación, excepto en casos conducentes a un absurdo muy obvio, o a un directo desconocimiento de la intención”. No obstante, Story se cuida de afirmar que “el Preámbulo no puede jamás ser invocado para aumentar los poderes confiados al Poder general o a algunas de sus divisiones; por sí mismo no puede conferir ningún poder; ni aún puede por inducción servir para dar más amplitud a aquellos que han sido acordados de manera expresa. Su oficio verdadero y único es exponer la naturaleza, la extensión y la aplicación de los poderes acordados por la Constitución, pero no de crearlos (Linares 747) 

Reforzando esta tesis, Bidet Campos se apoya en la jurisprudencia constitucional Argentina en los términos siguientes: “ Si bien la jurisprudencia de nuestra Corte advierte que el preámbulo no puede ser invocado para ensanchar los poderes del estado, no confiere “per se” poder alguno, ni es fuente de poderes implícitos, no podemos dejar de admitir que suministra un valioso elemento de interpretación, ya que sus pautas –como principios de normas- orientan y obligan a gobernantes y gobernados”

 Para ahondar  y antes de entrar al análisis concreto de la  historia constitucional como tal,  esgrime la autora que  conviene aclarar que el problema de la importancia o no del Preámbulo, de su eficacia o ineficacia no puede plantearse en abstracto, ni puede ser derivada de una mera yuxtaposición de una situación establecida a partir del Derecho constitucional comparado.

 La cuestión del estatus y eficacia del Preámbulo no es otra cosa más que preguntarse acerca de ¿ si éste es o no un texto del cual podemos derivar algún grado de eficacia, es decir, de aplicación concreta?  tal pregunta requiere un análisis aquí y ahora, porque su contestación depende de que en el Preámbulo se introduzcan o no disposiciones o enunciaciones capaces de vincular a los poderes públicos y a los particulares. 

El Preámbulo será eficaz si contiene dichas disposiciones, careciendo de ese valor cuando no los contenga. Como esa es una cuestión que sólo puede ser respondida a través de un análisis particular, no nos podemos adelantar al mismo, por lo cual lo desarrollaremos infra.

 
Solamente adelantamos que, quizás vale la pena considerar la posibilidad de que dentro de la Constitución existan diversos grados de eficacia normativa, estableciendo dentro de la misma una especie de jerarquía, que podría en un momento determinado y tomando en consideración lo antes expuesto. 

Dentro de dicho apartado encontraremos, si el Preámbulo constitucional ha servido de fundamento o base para la toma de decisiones por parte de los Órganos Fundamentales del Estado y, cual ha sido la interpretación que éstos han dado respecto de su contenido.

Confrontando y analizando el preámbulo constitucional  internacional de algunos doctrinarios, destacamos que:

El preámbulo de la Constitución de la Unión Europea, trata de recoger el acervo comunitario y en nombre de los pueblos europeos, de data muy reciente  y ofrecida en la cátedra por nuestro profesor, a los efectos de su estudio y comparación  por supuesto que solo desde el punto de vista formal  que entre otras cosas  declara:

1.1. Considerando que una Unión cada vez más estrecha entre los pueblos europeos y el nacimiento de la identidad política europea se inscriben en la continuidad del proceso de integración iniciado por los primeros tratados comunitarios y en la perspectiva de un desarrollo de tipo federal. 

1.2. Subrayando que la pertenencia a la Unión Europea se basa en valores comunes a los pueblos que la integran, en particular, en la libertad, la igualdad, la solidaridad, la dignidad humana, la democracia, el respeto de los derechos humanos y la primacía del Estado de Derecho.

1.3. Deseoso de reforzar la solidaridad entre estos pueblos en el respeto de su diversidad, su historia, su cultura, su lengua y sus estructuras institucionales y políticas.

1.4. Atento a la necesidad de que las decisiones que afectan a los ciudadanos se adopten de la forma más cercana posible a los mismos y de que no se deleguen poderes a los niveles respectivamente más elevados más que por razones probadas de bien común.

1.5. Recordando que la Unión Europea pretende el desarrollo económico, el progreso social, el refuerzo de la cohesión, la participación activa de los entes regionales y locales, dentro del respeto del medio ambiente y del patrimonio cultural.

1.6. Deseando que se garantice a los ciudadanos y a quienes residen en la Unión Europea mejores condiciones de vida y un papel activo en el desarrollo económico y social.

1.7. Afirmando que la Unión Europea debe contribuir eficazmente a la seguridad de sus pueblos, a la inviolabilidad de sus fronteras exteriores, al mantenimiento de la paz internacional, al desarrollo económico sostenible y equitativo de todos los pueblos de la tierra y a la protección adecuada del medio ambiente mundial.

1.8. Confirmando que la Unión Europea está abierta a los Estados europeos que deseen participar en ella, que compartan los mismos valores, persigan los mismos objetivos y acepten el acervo comunitario.

1.9. Aceptando la idea de que algunos Estados miembros puedan avanzar más rápidamente y llegar más lejos que otros en la vía de la integración, a condición de que este proceso más avanzado permanezca abierto a cada uno de los Estados miembros que deseen unirse a él y de que los objetivos que persigan sean compatibles con la Unión Europea.

Posee una clara visión de participación y solidaridad, y una cobertura amplia de integración que la hace merecedora de elogios hacia otras comunidades.  

La Constitución de los estados Unidos de América  se expresa en su preámbulo se la siguiente manera:

NOSOTROS, el Pueblo de los Estados Unidos, a fin de formar una Unión más perfecta, establecer Justicia, afirmar la tranquilidad interior, proveer la Defensa común, promover el bienestar general y asegurar para nosotros mismos y para nuestros descendientes los beneficios de la Libertad, estatuimos y sancionamos esta CONSTITUCION para los Estados Unidos de América.

Integra su contenido que persigue la Justicia y la Paz, la defensa  de sus espacios.

La Constitución Argentina:

“Nosotros, los representantes del pueblo de la Nación Argentina, reunidos en Congreso General Constituyente por voluntad y elección de las provincias que la componen, en cumplimiento de pactos preexistentes, con el objeto de constituir la unión nacional, afianzar la justicia, consolidar la paz interior, proveer la defensa común, promover el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad, para nosotros, para nuestra posteridad, y para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino: invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y justicia: ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución, para la Nación Argentina.”

 Resalta en su estructura que se constituye la Paz Social, beneficios de libertad  para todos los hombres del mundo, enunciado con amplio margen de solidaridad .

La República de Cuba enuncia su preámbulo de la siguiente manera:

“NOSOTROS, CIUDADANOS CUBANOS, herederos y continuadores del trabajo creador y de las tradiciones de combatividad, firmeza, heroísmo y sacrificio forjadas por nuestros antecesores; por los aborígenes que prefirieron muchas veces el exterminio a la sumisión; por los esclavos que se rebelaron contra sus amos; por los que despertaron la conciencia nacional y el ansia cubana de patria y libertad; por los patriotas que en 1868 iniciaron las guerras de independencia contra el colonialismo español y los que en el ultimo impulso de 1895 las llevaron a la victoria de 1898, que les fuera arrebatada por la intervención y ocupación militar del imperialismo yanqui; por los obreros, campesinos, estudiantes e intelectuales que lucharon durante mas de cincuenta años contra el dominio imperialista, la corrupción política, la falta de derechos y libertades populares, el desempleo y la explotación impuesta por capitalistas y terratenientes; por lo que promovieron e integraron y desarrollaron las primeras organizaciones de obreros y de campesinos, difundieron las ideas socialistas y fundaron los primeros movimientos marxista y marxista‑ leninista; por los integrantes de la vanguardia de la generación del centenario del natalicio de Martí, que nutridos por su magisterio nos condujeron a la victoria revolucionaria popular de Enero; por los que, con el sacrificio de sus vidas, defendieron la Revolución contribuyendo a su definitiva consolidación.”

Contenido socialista extenso el preámbulo con aspectos históricos 

La Constitución de la Republica Federativa de Brasil expresa lo siguiente:

“Nosotros, representantes del pueblo brasileño, reunidos en Asamblea Nacional Constituyente para instituir un Estado Democrático, destinado a asegurar el ejercicio de los derechos sociales e individuales, la libertad, la seguridad, el bienestar, el desarrollo, la igualdad y la justicia como valores supremos de una sociedad fraterna, pluralista y sin perjuicios, fundada en la armonía social y comprometida, en el orden interno e internacional, en la solución pacífica de las controversias, promulgamos, bajo la protección de Dios”

Su contenido tiene características pluralistas, resalta su fervor  ante Dios  y bajo su protección.

La Republica Bolivariana de Venezuela: expone en su preámbulo lo siguiente:

“El pueblo de Venezuela, en ejercicio de sus poderes creadores e invocando la protección de Dios, el ejemplo histórico de nuestro Libertador Simón Bolívar y el heroísmo y sacrificio de nuestros antepasados aborígenes y de los precursores y forjadores de una patria libre y soberana; con el fin supremo de redundar la República para establecer una sociedad democrática, participativa y protagónica, multiétnica y pluricultural en un Estado 

de justicia, federal y descentralizado, que consolide los valores de la libertad, la independencia, la paz, la solidaridad, el bien común, la integridad territorial, la convivencia y el imperio de la ley para esta y las futuras generaciones; asegure el derecho a la vida, al trabajo, a la cultura, a la educación, a la justicia social y a la igualdad sin discriminación ni subordinación alguna; promueva la cooperación pacífica entre las naciones e impulse y consolide la integración latinoamericana de acuerdo con el principio de no intervención y autodeterminación de los pueblos, la garantía universal e indivisible de los derechos humanos, la democratización de la sociedad internacional, el desarme nuclear, el equilibrio ecológico y los bienes jurídicos ambientales como patrimonio común e irrenunciable de la humanidad; en ejercicio de su poder originario representado por la Asamblea Nacional Constituyente mediante el voto libre y en referendo democrático”

El contenido del presente preámbulo se perfecciona en ella su sentido demócrata, se incluye aspectos relevantes de los derechos humanos,  y los valores  de independencia, igualdad y justicia social., siempre amparado bajo la protección de Dios.

Así mismo la Constitución colombiana: que es el caso que nos ocupa específicamente comienza bajo este esquema su preámbulo.

“En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo , la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latino americana, decreta, sanciona y promulga la siguiente:

Expresa su preámbulo que fortalece la unidad de la Nación invoca así mismo la protección de Dios y se compromete a impulsar la integración de la Comunidad Latino Americana.

En el articulo 4º del preámbulo de la constitución colombiana se define a la misma como 

“ La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la  Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y la leyes, y respetar y obedecer a las autoridades.”

Es menester señalar que se han planteados algunas polémicas en la actualidad donde no se hace referencia a Dios, en especial la constitución de la Unión Europea, señalándose que la invocación a Dios aparece en las Constituciones de Canadá, en las de la mayoría de las naciones iberoamericanas (Perú, Paraguay, Panamá, Nicaragua, Honduras, El Salvador, Ecuador, Costa Rica, Colombia, Brasil, Argentina), sin ser una excepción la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, de 1999: «El pueblo de Venezuela, en ejercicio de sus poderes creadores e invocando la protección de Dios...».
Una Constitución, se puede definir desde dos puntos de vista: formal y material.

Desde el punto de vista formal, tratamos de definir su esencia tomando como referencia su manifestación normativa, así, la Constitución se define como la norma suprema del ordenamiento jurídico elaborada por el poder constituyente, el pueblo, en el ejercicio de su soberanía.

Desde el punto de vista material, la conceptualización de la Constitución se basa en su contenido, y no en su forma como en el caso anterior; según esta visión una Constitución establece los principios fundamentales que deben regir el orden social, político y económico de la sociedad en la que se aplica. Contiene pues, “las reglas de funcionamiento básicas” de una sociedad que se dota a sí misma de una norma superior bajo la que se articule toda la estructura política, social y económica

A grosso modo es necesario referir  las clases de constituciones que se han originado a través de los  tiempos 

Para ilustrar al lector tenemos  así.

CLASES DE CONSTITUCIONES

Las clases de Constituciones se analizan desde diferentes puntos por la doctrina, sin que sea necesario un estudio pormenorizado de cada uno de ellos ya que todos ellos son válidos pero al mismo tiempo parciales, ya que sólo inciden en un aspecto unas y otras. .

Se considera  que las clasificaciones más relevantes son las siguientes:

Constituciones según su origen

· Pactadas: resultado de un pacto entre Monarca y Pueblo.

· Otorgadas: concesión graciosa del Monarca al Pueblo.

· Impuestas: imposición del Pueblo al Rey.

· Populares: aprobadas por una Asamblea representativa popular.

Constituciones según su procedimiento de reforma:

· Rígidas o Flexibles: según cuenten o no con procedimientos especiales de reforma.

Constituciones según su forma externa:

· Codificadas o Abiertas: según el Texto constitucional se encuentre unificado o disperso.

· Escritas  o no Escritas

· Extensas o Breves

 Constituciones por la forma de gobierno:

· Monárquicas

· Republicanas

Constituciones por la estructura territorial del poder:

· Federales



· Unitarias 

· Autonómicas
Resaltado  este aspecto general,  se profundiza  mas detalladamente la Constitución objeto del estudio como es la Constitución Colombiana.

Fundamentación Histórica y Legal

     La constitución de la República de Colombia de 1.991 es la base legal,  para el desarrollo del  presente tema, tal y como se ha venido analizando y desarrollando, con la intención  de una mejor ilustración se describe la evolución histórica hasta la actualidad del referido texto, que ha criterio de la autora es de suma importancia  desde el punto de vista académico. Tenemos así que  Colombia es un país que se ha caracterizado por una continuidad constitucional, pues la Constitución de 1886 permaneció vigente por más de cien años guiando el mandato de veintitrés Presidentes de la República. Ahora bien, antes de la aparición de esta Constitución centralista hubo otras sobre las cuales vale la pena hacer un breve recuento. 

· 1809 a 1830 el país estuvo signado por una innegable indefinición constitucional, lo cual se puede comprobar al ver que, en 1811, fue expedida la Constitución del Estado Libre del Socorro; en 1811 la Constitución de la Provincia de Cundinamarca; y que, en total, hasta 1830, surgieron ocho constituciones de distintos departamentos como Tunja, Cartagena, Mariquita, Neiva y Antioquia. 

· 1830 nace una nueva Constitución, pero esta resulta casi inservible al producirse, a menos de cuatro meses de expedida, la separación de Venezuela y Ecuador . 

·  1830 a 1886 Colombia contó con seis constituciones: 

· 1832: Bajo un régimen presidencialista, el Congreso nombra como Presidente a Francisco de Paula Santander y como Vicepresidente a Ignacio de Marqués. Se le otorgo un mayor poder y representación a las provincias, mientras que el nombre que recibió el país fue el de Estado de Nueva Granada, nombre que conservo hasta la expedición de la Constitución de 1853. 

· 1843: En plena guerra civil fue elegido presidente de Colombia Pedro Alcántara Herrán, quien después de concluida la guerra elaboró una nueva Constitución en la que se fortaleció el poder del Presidente con el fin de poder mantener el orden en todo el territorio nacional, se hizo una intensa reforma educativa y el conservatismo impuso su autoritarismo y centralismo en todo el territorio nacional. 

· 1853: Constitución liberal en la que se le dio inicio al federalismo. En ella se elimino la esclavitud, se extendió el sufragio a todos los hombres, se impuso el voto popular directo, hubo una separación entre la Iglesia y el Estado y la libertad administrativa fue un hecho. 

· 1858: El conservador Mariano Ospina Pérez , sancionó una nueva Constitución; con ella el país se llamó Confederación Granadina y se legalizó el sistema federalista que se venía imponiendo en el país, con lo cual cada Estado era libre de imponer sus propias leyes y elegir su Presidente, de modo tal que el Estado central intervenía solo en problemas de orden publico, legislación penal, moneda y relaciones exteriores. 

· 1863: En este año se llevo a cabo la Convención de Río negro, en la cual se elaboró una nueva Constitución que hizo un gran hincapié en el sistema federal. El nombre de Confederación Granadina fue cambiado por el de Estados Unidos de Colombia; en esta Constitución cada Estado podía elaborar su propia constitución, cada Estado podía tener su propio ejercito y el mandato presidencial quedó reducido a dos años, lo cual hizo que el poder legislativo pasara a tener mayor poder que el ejecutivo. 

· En 1886 se redactó la constitución que mayor continuidad ha tenido en el país, la cual fue impulsada por el movimiento de la Regeneración Conservadora, movimiento que era presidido por el Presidente Rafael Núñez, quien hizo un llamado a todos los Estados para que enviasen dos delegatarios al Consejo Nacional de Delegatarios para, así, elaborar los doscientos diez artículos con que contaría esta nueva Constitución. Los principales puntos de la nueva Constitución fueron: 

· Los Estados Unidos de Colombia y su sistema federal son transformados en la República de Colombia, en la cual los Estados pasaron a llamarse Departamentos y a ser controlados por un Estado centralista. 

· Se fortalece la rama ejecutiva disminuyendo los poderes del legislativo y aumentando los del ejecutivo. 

· El periodo presidencial se extendió a seis años. 

· La Constitución y sus leyes se aplican a todos los Departamentos sin excepción. 

El ejercito nacional se fortalece y centraliza. 

· La religión católica se convierte en un elemento esencial en el Estado, encargándosela de velar por la educación en el país. 

Esta continuidad y estabilidad no indican que Colombia haya vivido ciento cinco años de rigidez constitucional, pues la constitución de 1886 pasó por sesenta reformas. 

· En 1990, gracias a la iniciativa de jóvenes universitarios, la ANC (Asamblea Nacional Constituyente) hizo posible que se redactase la constitución de 1991. La ANC contó con setenta miembros, de los cuales diecinueve hacían parte de la Alianza democrática M-19, nueve del Partido Conservador y nueve del Partido Liberal. 

La nueva Constitución de Colombia es la más extensa y desarrollada de América; contiene un preámbulo, trece títulos, trescientos ochenta artículos y cincuenta y nueve disposiciones transitorias. En ella se reconoce a Colombia como un Estado social de derecho. 

     Actualmente la ultima Constitución de Colombia es la del año de 1.991, que ha traído reformas muy relevantes  la cual es materia del enfoque que se realiza  destacando en su preámbulo “En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana”, todo esto reflejado en 380 Artículos, como se refirió anteriormente y en las disposiciones transitorias de 60 Artículos que han dado el espacio suficiente para la adecuación del marco jurídico de la nación colombiana. En este mismo orden de ideas se refleja como norma de cumplimiento obligatorio los tratados y convenios que ha suscrito la Republica de Colombia con otros países. 

Colombia ha vivido a lo largo de su historia conmocionada por los estados de excepción por lo cual es menester destacar su evolución histórica para poder comprender sus repercusiones en la vida republicana  .

EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL COLOMBIANA

DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN

La histórica jurídico constitucional de Colombia es un largo trasegar por un perpetuo estado de excepción y en particular por el llamado con anterioridad Estado de Sitio. 

     La evolución constitucional de esta figura se remonta hasta la primera Constitución Política nacional de 1821, en la cual se consagraba en sus artículos 55 y 128 la regulación referente el primero a la guerra exterior y el segundo a la conmoción interior. Posteriormente, las Constituciones Políticas de 1830 y 1843, no hicieron referencia expresa de los estados de excepción, limitándose a atribuir al Presidente de la República la función de conservar el orden interno y repelar cualquier ataque exterior; pero en el intermedio de las anteriores constituciones, en la Constitución Política del Estado de la Nueva Granada de 1832 encontramos una regulación más exhaustiva y detallada de la conmoción interior y ataque exterior en sus artículos 108 y 109, limitando los poderes del ejecutivo a los que le concediere el Congreso y en su receso el Consejo de Estado, pero con amplias facultades para dictar órdenes hasta de tipo judicial y de rentas nacionales, limitando en el tiempo dichas facultades, pero de manera imprecisa. Las posteriores constituciones, las de 1853, 1858 y 1863, de corte más liberal, no hicieron alusión expresa a los estados de excepción, limitándose a otorgar facultades al Presidente para declarar la guerra exterior, previamente decretada por el Congreso. 

     Mención aparte merece la Constitución Política de 1886, de corte conservador y autoritario. En su texto original, encontramos dicha regulación en los artículos 118 numeral 8 y 121, otorgando al Presidente amplias facultades legislativas y limitando en el tiempo, de manera imprecisa, dichas facultades. La mencionada Constitución, fue reformada para buscar el uso racional de los estados de excepción, a través de los siguientes Actos Legislativos: El Acto Legislativo 3 de 1910, limitó el ámbito de las normas dictadas a suspender las normas contrarias al estado de sitio, sin poder derogar las leyes; el Acto Legislativo 1 de 1960 se introdujo el control político por parte del Congreso y un control jurisdiccional por parte de la Corte Suprema de Justicia, pero previa solicitud del Congreso, avanzando así, teóricamente hacia una limitación del Ejecutivo frente a estas facultades, y por último el Acto legislativo 1 de 1968 en el cual se consagró la limitación de las facultades en el Derecho de Gentes, concepto que en la actualidad se conoce como el Derecho Internacional Humanitario, el cual consagra un control jurisdiccional automático de todos las normas dictadas por el Presidente, por parte de la Corte Suprema de Justicia y por último crea el estado de conmoción del orden económico o social, dado que hasta esta reforma, los estados de excepción se limitaban a consagrarse por motivos de orden público.

     El uso de este régimen por parte del Ejecutivo en vigencia de las constituciones comentadas fue excesivo y abusivo, dado que a través de este mecanismo sometido a controles débiles, los Presidentes se aprovechaban para atribuirse funciones legislativas que constitucionalmente no les pertenecían, y legislaban sobre todos los temas so pretexto de preservar o restablecer el orden público perturbado. 

En el Orden Militar

     La participación del ejército en la vida electoral de Colombia ha estado llena de matices. Durante el siglo XIX, su presencia en las urnas, si bien significativa, estuvo lejos de ser un factor determinante en los resultados. Ante todo, sus números no sumaban. Se ha identificado con claridad las cifras: 500 en 1857, 450 en 1859, 800 en 1864. Diez años más tarde, el ministro británico en Bogotá observaba que, con escasos 1.500 soldados, el ejército colombiano prácticamente no existía. Es cierto que la tropa se incrementó a partir de 1880 bajo la fórmula regeneradora de Rafael Núñez. Se necesitaba del ejército para imponer orden. Pero su influencia en las elecciones siguió siendo limitada.

     Siempre existió la tentación de utilizar a los soldados como electores. Tal era con frecuencia uno de los argumentos de quienes eran derrotados en las urnas para ilegitimar los resultados electorales. Sin embargo, frente a las elecciones, los miembros del ejército a menudo se dividían, como lo hacían casi todos los colombianos. Así sucedió en 1875, uno de los ejemplos más claros de la ineficacia electoral de un ejército políticamente dividido. Durante la segunda década de este siglo, por lo menos en la costa, los conservadores no podían confiar en unas guarniciones donde la mayoría de sus reclutas eran liberales. Y ya para entonces el ejército se había decidido informalmente por una política de abstencionismo, impulsada inicialmente por la Unión Republicana. Cuando finalmente a comienzos de la década de 1930 se prohibió el voto para los militares en servicio activo, muchos oficiales no se sintieron afectados por la ley, pues, como lo recordaría más tarde el general Bayona Posada, "nunca habíamos votado".

     La intervención del ejército no debe buscarse, pues, en las urnas. Su papel histórico en las elecciones, sobre todo después de 1909, fue con frecuencia el de servir de árbitro de conflictos. A petición casi siempre, hay que advertirlo, de las mismas autoridades civiles. Y, también hay que advertir, muchas veces el ejército cumplía este papel a regañadientes. Así lo comprueba la respuesta del ministro de Guerra a la solicitud de intervenir en los conflictos del Tolima en 1916: "Este despacho considera que el servicio de guardar elecciones no corresponde al ejército". A largo plazo, el ejército surgiría como garante del orden constitucional, apegado a una tradición civilista que le debe mucho al movimiento Republicano de Carlos E. Restrepo, a la generación del Centenario y, en particular, a las enseñanzas de don Tomás Rueda Vargas.

Recordaba el historiador español Carlos Dardé cómo, a falta de elecciones durante la dictadura franquista, los académicos en su país se dedicaron a estudiar la historia del sufragio. Algo similar ocurrió recientemente en la Argentina, donde la transición hacia la democracia ha estimulado los estudios electorales. En ambos países, la historiografía electoral ha visto avances significativos. La experiencia de Colombia parece ser todo lo contrario: frente a unas elecciones recurrentes, los historiadores han preferido pasarlas por alto. Por supuesto que ha habido excepciones. Y hay indicios de un creciente interés. En su último libro -Entre la legitimidad y la violencia, 1875-1992 (Santafé de Bogotá, Editorial Norma, 1995) -, Marco Palacios,  dedica notable atención a nuestra historia electoral. Y en un ensayo reciente, aparecido en el Anuario de historia social de la cultura, Medófilo Medina analiza la participación del clero en las elecciones de 1930. 

Presidentes de Colombia

El siguiente es el listado cronológico de los Presidentes de la República en la historia de Colombia. 

1. (1819) (1827-1830) General Simón Bolívar Palacios. 

2. (1819-1826) (1832-1837) General Francisco de Paula Santander y Omaña 

3. (1830) Joaquín Mariano Mosquera y Arboleda 

4. (1830-1831) General Rafael José Urdaneta 

5. (1831) General Domingo Caycedo Santamaría 

6. (1831-1832)-(1837-1841) José Ignacio de Márquez Barreto 

7. (1841-1845) General Pedro Alcántara Herrán y Zaldua 

8. (1845-1849) (1861-1864) (1866-1867) General Tomás Cipriano de Mosquera y Arboleda 

9. (1849-1853) General José Hilario López 

10. (1853-1854) General José María Obando del Campo 

11. (1854) José María Melo Ortiz 

12. (1855-1857) Manuel María Mallarino Ibargüen 

12. (1857-1861) Mariano Ospina Rodríguez 

13. (1864-1866)-(1872-1874) Manuel Murillo Toro 

14. (1867-1868) General Santos Acosta Castillo 

15. (1868-1870) General Santos Gutiérrez Prieto 

16. (1870-1872) General Eustorgio Salgar 

17. (1874-1876) Santiago Pérez de Manosalbas 

18. (1876-1878) Aquileo Parra Gómez 

19. (1878-1880) General Julián Trujillo Largacha 

20. (1880-1882) (1884-1886) (1887-1888) Rafael Núñez Moledo  

21. (1882) Francisco Javier Zaldua y Racines

22. (1882-1884) José Eusebio Otálora Martínez 

23. (1886) General José María Campo Serrano 

24. (1888-1892) Carlos Holguín Jaramillo 

25. (1892-1898) Miguel Antonio Caro Tovar 

26. (1898-1900) Manuel Antonio Sanclemente 

27. (1900-1904) José Manuel Marroquín Ricaurte 

28. (1904-1909) General Rafael Reyes Prieto 

29. (1909-1910) General Ramón González Valencia 

30. (1910-1914) Carlos E. Restrepo Restrepo 

31. (1914-1918) José Vicente Concha 

32. (1918-1921) Marco Fidel Suárez 

33. (1921-1922) General Jorge Holguín Jaramillo 

34. (1922-1926) General Pedro Nel Ospina Vásquez 

35. (1926-1930) Miguel Abadía Méndez 

36. (1930-1934) Enrique Olaya Herrera 

37. (1934-1938) (1942-1945) Alfonso López Pumarejo 

38. (1938-1942) Eduardo Santos Montejo 

39. (1944) Darío Echandía Olaya 

40. (1942-1946) (1958-1862) Alberto Lleras Camargo 

41. (1946-1950) Mariano Ospina Pérez 

42. (1950-1951) Laureano Gómez Castro 

43. (1951-1953) Roberto Urdaneta Arbeláez 

44. (1953-1957) Teniente general Gustavo Rojas Pinilla 

45. (1957-1958) Junta militar de gobierno 

Mayor general Gabriel París Gordillo 

Mayor general Deogracias Fonseca Espinosa 

Vicealmirante Rubén Piedrahita Arango 

Brigadier general Rafael Navas Pardo 

Brigadier general Luis Ernesto Ordóñez Castillo 

46. (1962-1966) Guillermo León Valencia 

47. (1966-1970) Carlos Lleras Restrepo 

48. (1970-1974) Misael Pastrana Borrero 

49. (1974-1978) Alfonso López Michelsen 

50. (1978-1982) Julio César Turbay Ayala 

51. (1982-1986) Belisario Betancur Cuartas 

52. (1986-1990) Virgilio Barco Vargas 

53. (1990-1994) César Gaviria Trujillo 

54. (1994-1998) Ernesto Samper Pizano 

55. (1998-2002) Gaviria

56.  (2002-2006) Álvaro Uribe Velez

Síntesis de la situación Interna
Colombiana 1880hasta 1930

En 1880 el notable banquero y político liberal Miguel Samper hizo una breve descripción de la situación del país, en la que afirmaba que Colombia era una nación contrahecha, que por su población era la primera en América del Sur, pero por su riqueza, la última. Y esto, añadía, a pesar de todas las ventajas que la naturaleza había dado al país, desde sus inmensas costas, sus variados climas que permitirían la más amplia producción agrícola, sus montañas llenas de metales útiles y preciosos, hasta una población “enérgica y laboriosa, inteligente y moral”. Al comenzar la década del ochenta, Samper consideraba que lo que faltaba al país era un gobierno que garantizara seguridad, que diera la paz y el orden “a cuya sombra se desarrollan tantos elementos de prosperidad”

La preocupación de don Miguel Samper por la seguridad y el orden era compartida por la mayoría de los miembros de la clase dirigente del país, que en una y otra ocasión expresaron su descontento con la situación de agitación crónica, de golpes y pronunciamientos militares y de guerras civiles frecuentes que había dominado la historia nacional de los veinte años anteriores. Gran parte de la culpa se atribuía a las instituciones establecidas por la Constitución de 1863, que había conducido, con su federalismo radical, a la consolidación de oligarquías regionales en cada uno de los Estados en que se dividió el país, y que había privado al poder central de todo medio de mantener el orden público y de consolidar un sistema político que integrara eficazmente los diferentes sectores de la clase dirigente. Pese a la multitud de derechos y garantías individuales consagrados por la Constitución, la práctica política de los grupos liberales llevó a privar habitualmente a sus opositores de buena parte de sus derechos, mediante el fraude electoral y la violencia ejercida en forma más o menos legal. El régimen liberal surgido de la Guerra Civil de 1861 logró mantener un control suficiente sobre los conservadores y sobre la iglesia, aliada frecuente de estos, pero a costa de una división cada vez mayor en sus propias filas y de la pérdida de fe de casi toda la clase dirigente en la bondad de la Constitución vigente. Por otra parte, la ilimitada autonomía regional creaba notables diferencias en los regímenes legales de los diversos estados, establecía fuertes barreras a la formación de un mercado nacional e impedía en términos generales que las oligarquías comerciales o agrarias regionales establecieran un dominio político de alcance verdaderamente nacional.

Además el liberalismo de la época de los Estados Unidos de Colombia había estado vinculado al mantenimiento de una política económica centrada en el libre cambio. Muchos colombianos habían creído que la integración del país al mercado mundial, mediante la promoción de exportaciones de productos agrícolas y mineros, conduciría al país al avance económico y a la riqueza. Pero la realidad había desmentido las esperanzas de prosperidad y, hacia 1880, el balance de las grandes reformas del medio siglo resultaba ambiguo. Por un lado, es cierto, se habían eliminado casi todos los límites legales a la movilidad de la mano de obra y de la tierra y se habían suprimido las instituciones coloniales más ofensivas. Pero el país había tenido que aceptar el estancamiento cuando no la decadencia de las manufacturas de la región, oriental, incapaces de resistir la competencia de los artículos importados, sin que hubiera aparecido hasta entonces el producto de exportación que diera bases para una integración estable con la economía europea. El tabaco, el añil, la quina, produjeron fugaces prosperidades que afectaron sectores muy reducidos de la población y desaparecieron casi sin dejar rastros, fuera de algunas fortunas comerciales y de precarios avances en el sistema de comunicaciones.

La actividad bancaria se desarrolló durante el período 1871-1881 con un ritmo sorprendente: en el primer año se fundó el Banco de Bogotá, por parte de comerciantes bogotanos; en 1881 el país contaba con 42 establecimientos bancarios, la mayoría de ellos en Antioquia y Cundinamarca. Estas instituciones concentraron aún más el capital disponible y lo orientaron esencialmente a actividades comerciales: sus operaciones se redujeron en gran parte al descuento a corto plazo de documentos sobre actividades comerciales —lo que, para reforzar lo dicho antes, contribuía a hacer más fáciles las importaciones pese a la disminución de las ventas en el exterior— mientras que el crédito para actividades agrícolas y de otro orden probablemente se contrajo.

Para esta época el país seguía siendo esencialmente rural. Aunque la población superaba ya los 3.000.000 de habitantes, en las tres ciudades más importantes (Bogotá, Medellín y Barranquilla) vivían apenas unos 140.000.

El grupo terrateniente, que compartía con los comerciantes y financistas la preponderancia económica y social, había adquirido nuevos miembros en los años recientes, por la política oficial de distribución de baldíos, por el remate de tierras eclesiásticas y por las transacciones provocadas por la inseguridad política y las guerras civiles, que permitieron a muchos comerciantes urbanos situar parte de sus capitales en el campo. Terratenientes, comerciantes y miembros de profesiones liberales como el derecho y la medicina dominaban la política nacional, en la que la participación de las clases bajas se reducía a ser víctimas del reclutamiento forzoso durante las guerras civiles a las que iban a luchar en nombre de uno u otro de los grandes partidos, en cuya orientación, sin embargo, no tenían ninguna influencia. Una reducida clase media urbana, compuesta por artesanos y pequeños comerciantes, adquiría a veces importancia política cuando alguno de los partidos trataba de captar sus votos o de utilizar su carácter turbulento y vocinglero para promover manifestaciones o desórdenes urbanos.

Los dos partidos existentes, el liberal y el conservador, expresaban la mentalidad y los intereses de la clase alta, pero no es posible indicar un claro predominio de algún grupo de ésta en cada uno de los partidos. La pertenencia a un partido u a otro era sobre todo cuestión de origen familiar, de nacimiento en una determinada localidad, reforzada por el problema religioso. El esfuerzo liberal por establecer un Estado laico y la respuesta conservadora de convertirse en personero de los intereses confesionales de la Iglesia constituyeron el único problema de fondo en el cual los partidos políticos tuvieron una actitud consistente a lo largo del siglo XIX. Sin embargo, parece que un elemento de las transformaciones económicas y sociales de esta época haya influido bastante en la aparición de un consenso, mayoritario entre los sectores más visibles de la clase dirigente, de que era indispensable una reforma del sistema político que garantizara la paz.

Hacia 1880 estaba adquiriendo prominencia un nuevo tipo de empresario rural y urbano más ilustrado que el terrateniente tradicional, partidario del progreso técnico, dispuesto a ensayar nuevos cultivos y nuevas formas de actividad productiva. Vinculados a la política, estos empresarios parecían dar mucho más importancia a la apertura de haciendas, la formación de bancos, el desarrollo de las vías de comunicación, la siembra de café, que a la satisfacción de ambiciones de empleo a costa del presupuesto nacional. Es posible que el sector de comerciantes liberales que adquirió tierras a consecuencia de las grandes reformas de mediados de siglo haya tenido que ver con la expansión de esta nueva mentalidad empresarial, pero ideas similares se extendieron entre los propietarios conservadores antioqueños o fueron promovidas por algunas de las familias de inmigrantes recién llegadas al país. En todo caso, este sector de la clase dirigente se estaba desarrollando en el seno de ambos partidos, y sus intereses no estarían servidos sino con el establecimiento de un acuerdo político que estableciera un mínimo de unidad nacional, consolidara el orden público y diera prelación a los problemas prácticos sobre los agudos enfrentamientos ideológicos que habían dominado hasta entonces.

Por último, dentro de la clase dirigente, algunos de cuyos miembros más activos habían estudiado o residido en el exterior, en especial en Inglaterra y los Estados Unidos, se estaba formando la idea, aún vaga, de que algunas de las grandes empresas que debía realizar Colombia para lograr su desarrollo, sobre todo la creación de un sistema adecuado de transporte, requerían una inversión de capitales que el país no estaba en condiciones de hacer. De modo que para atraer el capital requerido para construcción de ferrocarriles y otras obras urgentes, era preciso mostrar a los inversionistas extranjeros una nación en paz. Así, la reorganización jurídica del país debía preparar el terreno para una incorporación más estrecha en el sistema capitalista mundial, a través de la inversión extranjera en el país.

LA GUERRA, LA PAZ Y LAS CONSTITUCIONES
Sin duda el principal problema político al que se enfrentaron los grupos dirigentes colombianos entre 1880 y 1930 fue el de establecer un sistema institucional que fuera aceptable para los dos partidos en que se encontraban divididos los sectores dominantes del país, que les permitiera resolver sus conflictos sin recurrir a la violencia y que dejara libre al gobierno para orientar sus energías a colaborar con el desarrollo de la riqueza nacional. Algunos de los momentos principales del proceso de búsqueda de solución a este problema se encuentran en el breve relato que sigue.

Hacia 1880 la insatisfacción con los resultados de la Constitución de 1863 había creado dentro del partido liberal un sector que comenzaba a plantear un programa de reformas entre las que ocupaban lugar central el aumento de poder del ejecutivo central y la normalización de las relaciones entre la iglesia y el Estado. En la elección presidencial de ese año el dirigente más conspicuo del ala independiente del liberalismo, Rafael Núñez, obtuvo la mayoría de los votos y asumió el mando con el apoyo benevolente del partido conservador. Durante un breve período Núñez impulsó algunas reformas como la creación de un Banco Nacional y la elevación de las tarifas aduaneras, para proteger algunos renglones de la industria (sobre todo artesanía) nacional, medida con la cual y en forma un poco sorpresiva abandonó el país su tradición librecambista de más de treinta años. A la política de Núñez se oponían los liberales radicales, que temían que el acuerdo con los conservadores se hiciera abandonando la Constitución de 1863 o incluso llevara a aquéllos a ganar el poder. Igualmente contrarios a Núñez eran los sectores comerciales opuestos a las altas tarifas aduaneras impuestas por el gobierno y los grupos financieros amenazados con la creación del Banco Nacional. Comerciantes y financieros, estrechamente relacionados (la mayor parte de las actividades bancarias estaban ligadas a la financiación de operaciones comerciales) constituían el núcleo económico del radicalismo liberal y desde la década anterior habían contribuido a formular la política de libre cambio y de moneda basada en el patrón oro que había sido dogma oficial hasta la inesperada evolución nuñista.

Pero para reformar la Constitución era preciso contar con el apoyo unánime de todos los estados; bastaba que uno de ellos estuviera bajo control radical para impedir todo cambio fundamental. En consecuencia, Núñez realizó una serie de maniobras que le permitieron, controlar 7 de los 9 ejecutivos regionales y asegurar así su reelección para el período de 1884 a 1886. Ya en el poder intervino en una confusa situación en Santander, donde trató de dejar sin piso el gobierno radical del Estado. Los radicales, que se sentían acorralados y a punto de perder sus últimos reductos, iniciaron una guerra civil que duró cerca de 10 meses y terminó con la victoria del gobierno, que había entregado el mando del ejército en gran parte a oficiales conservadores.

Derrotados los radicales, Núñez declaró la “inexistencia” de la Constitución de 1863 y convocó un Consejo Nacional de Delegatarios, dos por cada estado, nombrados por los gobernantes regionales, pero en realidad seleccionados por el presidente. Los radicales, como grupo derrotado, quedaron sin representación, mientras que los escogidos se repartían por partes iguales entre conservadores e independientes. Este Consejo redactó, principalmente bajo la orientación del filólogo conservador Miguel Antonio Caro, una nueva Constitución que fue sancionada en agosto de 1886.

La Constitución aprobada se caracterizaba por la adopción de un sistema de gobierno rígidamente centralista y autoritario. Del presidente dependían todas las autoridades, ejecutivas y administrativas, de los “departamentos” —nombre que se dio a los antiguos estados— y de los municipios. El presidente tenía amplias facultades para los casos de conmoción interior, cuando podía suspender las garantías constitucionales y expedir decretos legislativos; incluso en tiempo de paz podía ordenar la captura y retención de las personas contra las que existiera grave indicio de que atentaban contra el orden público. La Constitución declaraba además irresponsable al presidente por sus actuaciones, con solo tres excepciones: la alta traición, la violencia electoral y los actos para impedir la reunión del Congreso.

El Congreso podía haber ejercido, al menos en tiempo de paz, un cierto contrapeso al poder presidencial, pero el sistema electoral adoptado y las prácticas políticas del país permitían al ejecutivo garantizar el triunfo de los candidatos oficiales utilizando diferentes mecanismos de sistema electoral y diversas formas de coacción y presión sobre votantes, jurados o jueces electorales. Sólo dos representantes a la Cámara y ningún senador fueron elegidos entre 1888 y 1904 por la oposición liberal, y en estos casos se debía en buena parte a una actitud condescendiente de ciertos sectores del partido de gobierno.

La rama judicial estaba sometida al ejecutivo, que nombraba los magistrados de la Corte Suprema y de los tribunales regionales; sólo podía juzgar sobre la inconstitucionalidad de las leyes a petición del Presidente de la República.

Fuera de lo anterior, la Constitución acogió el vehemente deseo de los conservadores y de la iglesia de establecer en las normas legales, que la religión católica era de la Nación, y de dar amplio poder a, la iglesia en ciertos aspectos de la vida nacional.

Finalmente, la Constitución estableció un sistema de derechos individuales bastante limitados. Restableció la pena de muerte y abrió el camino para la censura de prensa. Concedió a todos los ciudadanos el derecho a elegir corporaciones departamentales y municipales, pero restringió el voto para representantes a quienes tuvieran determinada propiedad o renta anual o supieran leer y escribir. Estos mismos votantes calificados escogían “electores”, uno por cada mil habitantes, que luego elegían Presidente y Vicepresidente de la República para un período de 6 años.

Las líneas generales de la Constitución, con su rígido centralismo, la aceptación del papel dominante de la iglesia, el autoritarismo presidencial, la limitación de los derechos individuales, el sistema electoral destinado a conservar el poder en manos de una restringida clase dirigente, reflejaba sin duda el predominio de las ideas del partido conservador en su redacción. Pero su adopción indicaba hasta qué punto la sociedad colombiana seguía siendo tradicionalista, rígidamente jerarquizada y autoritaria y cómo la clase dirigente colombiana seguía alejada de una concepción liberal y democrática del Estado, pese al aparente liberalismo del período posterior a 1863. La aspiración al orden, además, era compartida, por razones muy diferentes, por sectores ajenos al partido conservador. Incluso sectores influidos por el positivismo recién importado al país y preocupados por el desarrollo económico y el progreso material veían que la realización de estos objetivos suponía como condición necesaria, si no suficiente, la paz y el orden políticos. Aunque la élite de propietarios y comerciantes se hubiera dividido anteriormente, por razones muy complejas, en dos bandos hostiles, ahora esa misma élite estaba dispuesta a sacrificar sus contrapuestos orígenes ideológicos ante un acuerdo que permitiera obtener la seguridad de que hablaba don Miguel Samper.

Pero la Constitución fracasó como base de ese acuerdo, al excluir a un importante sector de la clase dirigente de toda posibilidad de participar en la dirección del Estado y al ser utilizada por los conservadores e independientes como un mecanismo que permitiría mantener indefinidamente el poder en sus manos, y en particular el control de un estado cuya función tradicional de dispensador de cargos públicos y prebendas no era fácil de descartar. A pesar de que un consenso acerca de problemas como el de las relaciones con la iglesia, la centralización política del país y el fortalecimiento del poder público era entonces posible, la forma exasperada como se incluyeron estos asuntos en la Constitución, así como el uso represivo de los poderes públicos, fueron colocando poco a poco a todo el liberalismo en la oposición, y llevaron a una creciente polarización ideológica y emocional de los dos partidos.

Además, el hecho de que la oposición liberal quedará en la práctica sin posibilidades de ganar por medios electorales el poder, convertía la guerra civil en una tentación permanente. Y si se lograba una aparente unanimidad en los diversos órganos del Estado, esto era a costa de una tendencia continua del partido de gobierno a dividirse, y estas divisiones se prestaban a complejas maniobras políticas en las que se ofrecía a los liberales la plenitud de derechos políticos o se alentaban sus actividades. Los liberales más moderados, los pacifistas, se llenaban entonces de esperanzas: pronto se reformarían los sistemas que los excluían; pero el fracaso de tales maniobras enardecía a los más belicistas, que no veían otro camino que la guerra civil para recuperar algún peso dentro del sistema político colombiano. Las dos guerras de 1895 y de 1899-1902 dieron testimonio de que la Constitución de 1886 no había logrado establecer reglas de juego aceptables para toda la clase dirigente del país.

En 1895 los grupos belicistas liberales, casi sin prepararse y sin el apoyo de algunas de las figuras más notables del partido, se “pronunciaron” contra el régimen que encabezaba entonces Miguel Antonio Caro, pero fueron derrotados rápidamente; comenzada en enero, la rebelión había sido ya debelada para marzo. Hacer la guerra contra el gobierno se había hecho mucho más difícil que antes, cuando era posible contar con el apoyo de algunos ejecutivos regionales. Aunque los liberales necesitarían todavía una guerra más para reconocer la nueva realidad, la Constitución de 1886, al eliminar el federalismo, hacía prácticamente imbatible el gobierno en una guerra civil: sin fuertes bases de poder regional, nadie podía ya competir con el gobierno central en cuanto a armamento, recursos financieros y posibilidades de reclutamiento.

A comienzos de 1896 un vigoroso manifiesto firmado por los históricos y redactado por Carlos Martínez Silva, sancionó la ruptura de este sector con el Presidente Caro. En esta actitud, fuera de el lógico desengaño de los conservadores a quienes no les alcanzaba su cuota de empleo a costa del presupuesto nacional, había algo más sólido: la desilusión de un importante sector de la clase dirigente, que había estado entre los más vigorosos partidarios de la regeneración, pero que advertía que no se había logrado una paz sólida, se irritaba por la inmoralidad creciente de la administración, que se había convertido en dispensadora de favores económicos hasta constituir, según la expresión de la época, una verdadera “compañía industrial”, y objetaba los elementos básicos de la política económica 

En 1898 el presidente en ejercicio, José Manuel Marroquín, sorprendió al país apoyando las reformas solicitadas por “históricos” y liberales: derogatoria de la ley de facultades extraordinarias, que permitía al presidente desterrar o confinar a los que perturbaran el orden, adopción de una ley de prensa y de un sistema electoral que condujera a cierta pureza del sufragio. Ante el riesgo de que estas reformas se aprobaran, el Presidente titular Manuel Antonio Sanclemente decidió posesionarse de un cargo, acto que tuvo que cumplir ante la Corte Suprema de Justicia por la renuencia del Congreso a admitirlo.

Las reformas se detuvieron y con ello otra vez los sectores pacifistas del liberalismo encabezados por el ex Presidente Aquileo Parra, y, entre quienes dominaba el sector empresarial liberal, tuvieron que ceder ante la presión guerrera de los seguidores de Rafael Uribe Uribe. Estos, entre quienes parece haber sido preponderante la juventud y los profesionales liberales, especialmente abogados, confiaban en un fácil triunfo contra el gobierno dirigido por un débil anciano que había perdido el apoyo de la mayoría de sus copartidarios.

Así, en agosto de 1899 se lanzaron a la guerra, que algunos miembros del gobierno parecen haber esperado con gusto e incluso inducido, creyendo que sería una guerrita “de tres meses” que dejaría fortalecido al gobierno. Pero la contienda que comenzaba sería la más violenta y prolongada de la historia colombiana: en ella se volvieron a ver los familiares reclutamientos forzosos, la expropiación de bienes, los empréstitos obligatorios a cargo de los enemigos del régimen, y la muerte de un elevado número de colombianos: las cifras de bajas de la guerra han girado alrededor de los 100.000 muertos, número sin duda exagerado, pero que indica la magnitud de la violencia.

Las ventajas del gobierno para esta clase de guerras habían aumentado, sobre todo por la existencia de un ejército regular con dotación moderna, mientras que los rebeldes debían desenterrar sus armas de diseños obsoletos de los patios donde las habían escondido al concluir antiguos levantamientos. Los liberales confiaban en el apoyo de algunos gobiernos vecinos, pero apenas recibieron de ellos unos cuantos fusiles y las facilidades para adquirir un buque con el que se llevó a comienzos de 1902 la guerra a la región de Panamá.

Durante el curso de la guerra, en julio de 1890, los conservadores históricos derrocaron a Sanclemente e instalaron otra vez en su lugar a Marroquín. Los liberales confiaban en un rápido acuerdo con el gobierno, cuyos ministros pertenecían al grupo histórico. Pero Marroquín continuó la guerra y desautorizó las gestiones de paz que hicieron algunos miembros de su gabinete

Para 1901 la situación seguía igual y no se veía término al conflicto: si un triunfo liberal era imposible, tampoco parecía estar el gobierno en condiciones de obtener una victoria total sobre los insurrectos, y ni siquiera mostraba muchos deseos de hacerlo. En septiembre de ese año unos cuantos conservadores planearon reinstalar a Sanclemente, por si ofrecía una paz viable; el asunto provocó la destitución y destierro del Ministro de Guerra Pedro Nel Ospina, quien aprovechó para denunciar que al calor de la guerra se había formado un grupo de caballeros, de empresa que negociaban con las provisiones y abastecimientos militares y aprovechaban el desorden para hacer rápidas fortunas, con el apoyo del presiente y sus familiares.

A comienzos de 1902 la guerra adquirió un nuevo giro por la invasión a Panamá dirigida por el general Benjamín Herrera, que logró algunos triunfos amenazantes, pero condujo a la intervención norteamericana en el conflicto: el gobierno solicitó y obtuvo el desembarco de la infantería de marina de los Estados Unidos en Panamá, lo que inmovilizó a Herrera. Como en ese momento se negociaba un tratado con aquel país para la concesión de derechos para la apertura del canal, la tentación de vincular a los norteamericanos al conflicto era muy grande y tanto el gobierno como los liberales intentaron obtener el apoyo de los Estados Unidos sugiriendo que a cambio de él les concederían un tratado ventajoso. En esas condiciones Uribe Uribe, perdida toda fe en el triunfo, firmó un tratado de paz con el gobierno que consignaba una garantía de amnistía para los liberales. Poco después, en noviembre de 1902 y a bordo del buque norteamericano Wisconsin, Benjamín Herrera firmó el tratado definitivo con el cual concluyó la última de las guerras civiles tradicionales de la historia colombiana. Pero la Constitución de 1886 en su forma original había hecho crisis y la desesperación de la clase dirigente colombiana era cada vez mayor. La separación de Panamá, con el apoyo de los Estados Unidos, apenas un año después de la guerra y como culminación de una serie de incidentes en los que el país osciló entre el ridículo y la impotencia, acabó de convencerla de que Colombia sería víctima de los peores males sin una modificación de su estructura política. Grupos de ambos partidos pedían una asamblea que reformara el sistema que había llevado a la guerra civil de los mil días y a la pérdida subsiguiente de Panamá. Pero el gobierno seguía firme en su defensa del  status quo y al congreso de 1904 sólo pudieron ser elegidos conservadores, aunque algunos de ellos eran partidarios de reformas que permitieran el acceso de los liberales a los cargos públicos.

El siguiente presidente, Rafael Reyes, elegido para el período de 1904 a 1910, comenzó su gobierno ofreciendo a los liberales una reforma de la ley electoral que consagrara los derechos de las minorías y nombrando entre sus seis ministros a dos miembros de ese partido. Pero Reyes quería realizar sus reformas a una velocidad que el parlamento conservador no aceptaba y pretendió obtener facultades extraordinarias que el Congreso, o por temor a que Reyes entregara el poder a los liberales, o por escrúpulo legalista, no quiso conceder. El presidente decidió cerrar el congreso, implantando la dictadura y, después de lograr que los concejos municipales lo solicitaran, convocó a una Asamblea Nacional que debía reunirse en mayo de 1905. La asamblea fue elegida directamente por Reyes y en ella tuvieron amplia aunque minoritaria representación los liberales. Por esta razón y por la abierta violación de los notables conservadores, el dictador fue perdiendo el apoyo de los notables conservadores, aunque muchos lo acompañaron hasta el fin, y de algunos liberales; muchos líderes de este partido, sin embargo, parecían juzgar preferible esa situación, en la que la dictadura les garantizaba cierta participación en el poder y les reconocía algunos derechos, a un régimen legal que podía en la práctica negárselos. La Asamblea fue eco fiel de las pretensiones de Reyes y, entre otras cosas aprobó la prórroga de su período presidencial a 10 años y reconoció los derechos de las “minorías”, que se suponía iban a seguir siendo los liberales: el hecho de que estos derechos sólo fueran a tener ejercicio legal en una época indefinida, pues el presidente prefirió suplir gobernando con la Asamblea Nacional más bien que arriesgarse a unas elecciones, parecía no preocupar demasiado a los liberales, pero las bases de apoyo de Reyes fueron disminuyendo progresivamente. 

A fines de 1905 el intento del presidente de nombrar como designado a su sobrino, el liberal Clímaco Calderón Reyes, previa renuncia del Vicepresidente Ramón González Valencia, que se logró con la ayuda del representante del Vaticano, condujo a una conspiración conservadora, descubierta, y reprimida con dureza; a comienzos del año siguiente el presidente estuvo a punto de perecer en un atentado que llevó a acentuar el cesarismo del régimen, que condeno a muerte a los culpables tras un juicio sumario y marchó hacia un régimen policial, aunque la escasa capacidad de las “fuerzas del orden” no permitieran que fuera demasiado opresivo.

La situación reinante en el  Méjico de Porfirio Díaz influía sobre el presidente, y no eran pocos los miembros de la élite empresarial que miraban con simpatía una orientación similar, que en muchos liberales reyistas se revestía de una ideología positivista que enlazaba con la tradición de muchos de los empresarios liberales que acompañaron a la regeneración en sus primeras etapas.

 La creciente intervención del Estado en las actividades económicas, el proteccionismo a la industria y el paternalismo de Reyes hacia la “base de la pirámide” hacían fácil que figuras como Rafael Uribe Uribe apoyaran la conducta presidencial; este líder liberal había defendido una serie de ideas en ese sentido, que en el lenguaje político de la época se confundían con esbozos socialistas.

La  incapacidad por resolver un agudo problema monetario, al cual se volverá luego, y el manejo dado a las relaciones con los Estados Unidos acabaron por hacer perder a Reyes todo apoyo importante. El primer aspecto hizo que los empresarios perdieran buena parte de su benevolencia hacia el presidente, aunque los beneficiarios de los remates de rentas públicas y de los contratos con el estado continuaron apoyándolo. El segundo culminó con ocasión de la discusión del tratado firmado en 1909 por el liberal Enrique Cortés y el Secretario de Estado de los Estados Unidos, Elihu Root, por el cual se normalizaban las relaciones con los Estados Unidos y se ponía punto final al conflicto sobre Panamá. Aunque entre los dirigentes colombianos existía ya un consenso acerca de la necesidad de esa normalización, de la que se esperaban importantes ventajas económicas, dado el creciente papel de los Estados Unidos como consumidores del café colombiano y las posibilidades de inversión de capital norteamericano en el país, el momento político no era muy adecuado, pues la discusión del tratado en la Asamblea Nacional permitió a los enemigos liberales y conservadores de Reyes apoyarse en la fresca herida de Panamá para acabar de desacreditar al presidente, que después de varios incidentes acabó retirándose de su cargo.

El designado encargado de la presidencia, Ramón González Valencia, convocó Asamblea Nacional, elegida por los concejos municipales, la cual se reunió en mayo de 1910 y cuya tarea central era modificar la Constitución de 1886 de modo que las instituciones políticas nacionales reflejaran los puntos esenciales de consenso de la clase dirigente y permitieran a las dos grandes vertientes en que ésta se encontraba dividida gozar en forma relativamente libre de los derechos políticos que la aplicación de la Constitución vigente había llevado a desconocer. 

La Asamblea suprimió las causas principales de conflicto político de la Constitución del 86: redujo el período del presidente a 4 años y prohibió su reelección inmediata, decretó la reunión anual del Congreso y ordenó la expedición de una legislación electoral que diera representación a las minorías. El Congreso recibió el poder de elegir los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de ternas presentadas por el jefe del ejecutivo mientras a la corte se dio el poder de decidir sobre la inconstitucionalidad de las leyes y de guardar la “integridad de la Constitución” y, para proteger a los particulares de los abusos oficiales, se ordenó el establecimiento de una jurisdicción contencioso-administrativa. La pena de muerte fue abolida y se prohibió toda emisión del papel moneda de curso forzoso.

La elección de funcionarios se hizo más representativa, pero sólo se mantuvieron ciertas restricciones al derecho de voto de los ciudadanos. La elección presidencial se haría en forma directa, pero sólo podían sufragar los ciudadanos que tuvieran cierta renta o propiedad o supieran leer y escribir; igual limitación subsistía para la elección de representantes a la cámara. La elección de senadores seguía siendo indirecta, aunque se ordenó una reagrupación de las circunscripciones para garantizar los derechos de las minorías.

La Constitución, a consecuencia de estas reformas, hacía mucho más difícil el mantenimiento de la hegemonía total de un partido, pero no impedía un buen grado de manipulación electoral por parte de quien controlara el ejecutivo o contara con las mayorías parlamentarias; la determinación de las circunscripciones electorales, la elaboración de las listas electorales y la coacción de los votantes daban pie para continuar la tradición de fraude tan arraigada ya en los hábitos colombianos. Por eso nunca pudo la oposición obtener un volumen de votos mayor que el gobierno, pero la Constitución le garantizaba cierto cupo de curules en las corporaciones electivas, aunque se guardaba para la “mayoría” el control del poder ejecutivo, que podía compartirse ocasionalmente en el gabinete pero nunca en el ejército o en las gobernaciones y alcaldías más importantes. Por su parte, la expresión legal que se dio a las disposiciones constitucionales sobre representación proporcional de los partidos, durante el régimen conservador, condujo a mantener un sistema político bipartidista y a obstruir la formación de partidos nuevos, en un momento en que las profundas transformaciones económicas y sociales que sufría el país hacían salir a la luz pública nuevos grupos sociales e impulsaban la expresión política de grupos tradicionalmente silenciosos. Así se forzó el proceso de integración de los nuevos grupos obreros y de algunos sectores campesinos, que comenzaron a organizarse y a expresar intereses propios, a los partidos tradicionales.

La Asamblea constituyente eligió como presidente para el siguiente período (1910-1914) Carlos E. Restrepo, al antioqueño antiguo conservador histórico y uno de los más fervientes partidarios, desde 1903, de un acuerdo con los liberales y de reformas que suavizaran la Constitución de 1886. En época más reciente se había convertido en uno de los dirigentes del nuevo grupo republicano. Pero tan pronto como entra a ejercer el poder comenzó la erosión de la unión republicana, cuyos miembros se fueron deslizando poco a poco hacia sus partidos de origen: en realidad, más que un partido, el republicanismo había sido una coalición provisional de la oligarquía moderada de ambos partidos empeñada en la reforma del sistema político. Realizada ésta, parecía difícil justificar la permanencia del grupo, y los políticos más doctrinarios promovieron la reagrupación de los antiguos partidos. El conservatismo, dirigido por Marco Fidel Suárez, renovó como factor básico de diferenciación con el partido liberal el problema religioso, al propugnar por un partido eminentemente católico y por una orientación cristiana del país.

El hecho más visible de la administración de Restrepo fue la firma de un tratado con los Estados Unidos que ofrecía una compensación de 25.000.000 de dólares como material a las pérdidas sufridas por Colombia por la separación de Panamá. De este modo se cumplía el anhelo de la burguesía colombiana de reanudar relaciones normales con los Estados Unidos, deseo que se había venido fortaleciendo a medida que el país entraba más y más en la órbita comercial de aquella nación y a medida que se desarrollaba dentro de Colombia una burguesía exportadora e industrial que esperaba bastante del apoyo financiero de los inversionistas norteamericanos para el desarrollo de transportes, servicios públicos y otras empresas económicas.

En 1914 fue escogido como presidente, en la primera elección desde 1857 que se hacía con el sistema de voto directo el conservador José Vicente Concha. Se reanudaba así la secuencia de regímenes inequívocamente conservadores, matizados apenas, por una ocasional invitación a los liberales para ocupar uno o dos ministerios, generalmente en situaciones de crisis nacional o por razones de maniobra política. Pero la expansión del voto favorecía claramente a los conservadores: aunque muchos grandes propietarios y buen número de cultivadores de café eran liberales, los propietarios conservadores, con el apoyo de las autoridades locales, se habían convertido en la práctica en dueños y señores del voto de aparceros, peones rurales y pequeños campesinos, entre quienes, por otro lado, tenían gran influencia las prohibiciones de los párrocos de dar el voto por el partido liberal. Por estas razones la única esperanza seria del liberalismo residía en captar el creciente —pero aún muy reducido— voto urbano y maniobrar simultáneamente para tratar de lograr una división del partido conservador, usualmente mediante la táctica de apoyar un candidato que prometiera un trato más equitativo, sobre todo en materia de elecciones, para los liberales. Pero mientras se cosechaban los resultados de esta estrategia, la situación política entre 1914 y 1930 estuvo singularmente estancada, como si se hubiese firmado un pacto que repartiera cuidadosamente los derechos de conservadores y liberales, dando a aquéllos el control del ejecutivo pero garantizando a éstos si no elecciones libres, al menos algunas satisfacciones como las que ofrecía la participación en el parlamento, el mantenimiento de una prensa diaria a veces ferozmente antigobiernista. 

A los pocos días de la posesión del nuevo presidente fue asesinado Uribe Uribe, en uno de los crímenes políticos que más han obsesionado el recuerdo colombiano, después de una violenta campaña de desprestigio dirigida contra él por sectores liberales opuestos a la colaboración con Concha.

En las elecciones para el siguiente periodo presidencial de 1918 a 1922 los liberales, dirigidos ahora por Benjamín Herrera, decidieron intentar otra vez la antigua táctica de apoyar un candidato conservador transaccional, para promover las divisiones del partido de gobierno, al que no se creía posible derrotar en forma abierta. El candidato oficial, Marco Fidel Suárez, triunfó y fue derrotado el disidente Guillermo Valencia, en unas votaciones en las que participaron casi 400.000 ciudadanos.

El presidente electo era un antioqueño de origen bastante humilde que había ascendido a elevadas posiciones políticas durante la época de la regeneración y se había integrado completamente dentro de la estrecha clase dirigente colombiana; su concepción de los nacientes problemas sociales de la época estaba dominada por una visión paternalista y religiosa, que lo llevaba a recomendar como la mejor solución para ellos la práctica de la caridad cristiana y de la benevolencia y ayuda de los ricos a los pobres; entretanto su acción como gobernante era bastante hostil a las reivindicaciones obreras. El señor Suárez, que había adquirido gran fama como internacionalista, definió la política exterior colombiana en forma claramente pronorteamericana, lo que correspondía en parte a la nueva situación creada por la postguerra, cuando se acentuó la hegemonía económica de los Estados Unidos, y en parte a situaciones locales. Entre éstas se destacaba la urgencia de los círculos colombianos para que los Estados Unidos aprobaran el tratado Urrutia-Thompson, y la necesidad de definir una política alrededor de las concesiones petroleras, que se disputaban grupos ingleses y norteamericanos. Colombia aprovechó la situación para presionar la aprobación del tratado, sugiriendo que con esto se abrirían las puertas del país al capital petrolero del imperialismo norteamericano, que ya había logrado algunas concesiones menores en el país. En los Estados Unidos el tratado seguía detenido por los partidarios del presidente Roosevelt, que objetaban la cláusula del “sincero pesar” y por maniobras tendientes a usar el tratado como un arma para lograr concesiones previas del gobierno colombiano acerca del petróleo. Finalmente, después de que la Corte Suprema de Colombia derogó algunos decretos objetados por los petroleros, éstos, apoyados por el gabinete norteamericano, lograron forzar la aprobación del tratado, en el que se suprimió la cláusula acerca del “sincero pesar” y se hicieron otras modificaciones. El Congreso colombiano se mostró renuente a aprobar los cambios; la mayoría de la cámara había formado un bloque contra el presidente, que fue finalmente acusado, en octubre de 1921, por la realización de una serie de actividades comerciales privadas con personas que tenían negocios pendientes con la administración. El presidente admitió algunos de los cargos y, para facilitar la aprobación del tratado, aceptó retirarse del poder. El sucesor, Jorge Holguín logró la aceptación del tratado, que fue impulsado por el ministro de relaciones exteriores, Enrique Olaya Herrera y por grupos ligados a las compañías petroleras.

La república conservadora, apoyada en la coacción electoral había podido negarse a un acuerdo institucional con los liberales, que estableciera cierto consenso dentro de la clase dirigente; con esto dejaba en herencia un agudo problema electoral y una tradición de gobierno de partido que desembocaba en la violencia. Y también había podido cerrar los ojos al sentido de las transformaciones sociales recientes que pretendía enfrentar, como los empresarios menos lúcidos, como los caciques rurales que tanto peso tenían en el partido conservador, con la acción simple de inspectores de policía; con ello daba al liberalismo la opción de integrar en sus filas a las masas urbanas mientras que la incorporación de los campesinos en el campo conservador dependía del mantenimiento de una estructura rural arcaica, llena de rasgos precapitalistas y señoriales, y que era preciso defender a toda costa. La conservación de un mínimo de paz entre los dos partidos quedaba condicionada a dejar intacta la situación rural. De este modo la burguesía colombiana, que habría podido juzgar conveniente la modernización del régimen rural, quedaba en los hechos comprometida con la conservación por mucho tiempo de uno de los elementos claves de atraso del país, para evitar una ruptura entre los sectores más avanzados de ellas, tentados a apoyarse en la clase obrera, y los más conservadores, atados a los caciques rurales. El acuerdo implícito que había logrado, y que a veces se intentó tímidamente romper, le permitiría a la burguesía del país gobernar sin la competencia de nuevos grupos sociales. Pero la tensión generada por el insoluble problema electoral y por el congelamiento del régimen social rural, apoyado en la ignorancia, el analfabetismo y la miseria de masas campesinas, a las que la clase dirigente no ofrecía nada y a los que el Estado ignoraba excepto en lo que tuviera que ver, con la cuestión electoral, esa tensión volvería, 20 años después de la caída del régimen conservador, a llevar a la más profunda crisis las instituciones de la república.

Se observa que La Republica de Colombia  durante todo el periodo desde l880. hasta la era contemporánea a sufrido transformaciones en sus textos constitucionales de origen Político-Social que han permitido que solo un grupo de ciudadanos decidían los destinos del País, a diferencia de la inclusión del nuevo texto Constitucional de l991,  que deriva  hacia  una postura democrática y participativa , que permite a todos los nacionales colombianos  tener los mismos derechos y deberes en el acontecer político, económico, y social del País . 

Principales convenios internacionales aprobados por

 la República Colombia

 
A lo largo de la historia contemporánea la Republica de Colombia ha suscrito aproximadamente  105 principales tratados internacionales medioambientales y de comercio, firmados, adheridos, aprobados y/o ratificados por el congreso y que tienen relación con la biodiversidad y otros asuntos de interés para la vida nacional, a continuación  lo relacionaremos:

· CONVENCIÓN PARA LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO MUNDIAL, CULTURAL Y NATURAL 

            FECHA DE CELEBRACIÓN: 23 de Noviembre de 1.973 

            LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1.983   

· TRATADO DE WASHINGTON SOBRE EL COMERCIO INTERNACIONAL DE ESPECIES DE FAUNA Y FLORA SALVAJES EN PELIGRO DE EXTINCIÓN  

FECHA DE CELEBRACIÓN: 03 de marzo de 1973; I Enmienda: 22 de junio de 1979;

II Enmienda: 30 de abril de 1983 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 17 de 1981 

· ACUERDO COMERCIAL ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA CHECA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 2 de mayo de 1995 - Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 341 de 1.996   

· CONVENIO DE COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICA ENTRE  LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA DE CHILE  FECHA DE CELEBRACIÓN: 16 de julio de 1991 en Santa Fe de Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 305 de 1.996   

· CONVENCIÓN RELATIVA A LOS HUMEDALES DE IMPORTANCIA INTERNACIONAL ESPECIALMENTE COMO HÁBITAT DE AVES ACUÁTICAS  FECHA DE CELEBRACIÓN: 2 de febrero de 1.971 Ramsar, Irán 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 357 de 1.997   

· ACUERDO PARA LA CREACIÓN DEL INSTITUTO

INTERAMERICANO PARA LA INVESTIGACIÓN DEL CAMBIO GLOBAL, IAI 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 13 de mayo de 1.992 - Montevideo 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 304 de 1.996   

· CONVENIO CONSTITUTIVO DEL FONDO PARA EL DESARROLLO  DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 24 de julio de 1992 - Madrid, España 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 145 de 1.994 

· CONVENCIÓN MARCO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 9 de mayo de 1992, Nueva York 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 164 de 1.994 

· TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN Y AMISTAD ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 29 de octubre de 1992, Madrid, España 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 150 de 1.994 

· PROTOCOLO DE COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICO-TECNOLÓGICA ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA, INTEGRANTE DEL TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN Y AMISTAD 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 29 de octubre de 1992, Madrid, España 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 150 de 1.994 

· CONVENIO DE PARÍS PARA LA PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 20 de marzo de 1883, París; Revisado el 14 de diciembre de 1900, Bruselas; Revisado el 2 de junio de 1911 en Washington, D.C.; Revisado el 6 de noviembre de 1925 en La Haya; Revisado el 2 de junio de 1934 en Londres; Revisado el 31 de octubre de 1958 en Lisboa; Revisado el 14 de julio de 1967 en Estocolmo; Enmendado el 2 de octubre de 1979. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 178 de 1.994 

· PROTOCOLO DE 1978 RELATIVO AL CONVENIO

INTERNACIONAL PARA PREVENIR LA CONTAMINACIÓN POR LOS BUQUES, 1973 - MARPOL

73/PROT/78 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de febrero de 1978, Londres 

            LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 12 de 1981   

· PROTOCOLO RELATIVO A LAS ÁREAS Y FLORA Y FAUNA

SILVESTRES ESPECIALMENTE PROTEGIDAS DEL CONVENIO PARA LA PROTECCIÓN Y EL DESARROLLO DEL MEDIO MARINO EN LA REGIÓN DEL GRAN CARIBE Y LOS ANEXOS AL PROTOCOLO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: Protocolo: 18 de enero de 1990, Kingston; Anexos: 11 de junio de 1991, Kingston 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 356 de 1997   

· ACUERDO SOBRE DELIMITACIÓN DE ÁREAS MARINAS Y SUBMARINAS Y COOPERACIÓN MARÍTIMA ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA DOMINICANA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 13 de enero de 1978, Santo Domingo 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 38 de 1978   

· ACUERDO SOBRE DELIMITACIÓN DE FRONTERAS MARÍTIMAS

ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA DE HAITÍ 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de febrero de 1978, Port-au-Prince 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 24 de 1978   

· CONVENIO SOBRE DELIMITACIÓN DE ÁREAS MARINAS Y

SUBMARINAS Y COOPERACIÓN MARÍTIMA ENTRE LAS REPÚBLICAS DE COLOMBIA Y DEL ECUADOR 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 23 de agosto de 1975, Quito 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 32 de 1975   

· TRATADO SOBRE DELIMITACIÓN MARÍTIMA ENTRE LA

REPÚBLICA DE COLOMBIA Y JAMAICA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 12 de noviembre de 1993, Kingston 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 90 de 1993   

· ACUERDO POR EL CUAL SE ESTABLECE LA ORGANIZACIÓN

MUNDIAL DE COMERCIO "OMC", SUS ACUERDOS MULTILATERALES ANEXOS Y EL ACUERDO

PLURILATERAL ANEXO SOBRE LA CARNE DE BOVINO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 15 de abril de 1994, Marrakech 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 170 de 1994   

· ACUERDO MARCO DE COOPERACIÓN ENTRE LA COMUNIDAD

ECONÓMICA EUROPEA Y EL ACUERDO DE CARTAGENA Y SUS PAÍSES MIEMBROS, LA REPÚBLICA DE BOLIVIA, LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, LA REPÚBLICA DEL PERÚ Y LA REPÚBLICA DE VENEZUELA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 23 de abril de 1993, Copenhague 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 183 de 1995   

· CONVENIO COMERCIAL ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE HUNGRÍA  

FECHA DE CELEBRACIÓN: 18 de junio de 1993, Budapest 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 249 de 1995   

· ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE

COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL SOBRE SANIDAD ANIMAL PARA INTERCAMBIO DE ANIMALES Y PRODUCTOS DE ORIGEN ANIMAL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 9 de febrero de 1988, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 240 de 1995   

· CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE LAS

OBTENCIONES VEGETALES, UPOV 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 2 de diciembre de 1961, Ginebra; Revisado 10 de

noviembre de 1972; Revisado 23 de octubre de 1978 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 243 de 1995   

· CONVENIO INTERNACIONAL DEL CAFÉ 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 30 de marzo de 1994, Londres 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 233 de 1995 

· CONVENIO INTERNACIONAL DEL AZÚCAR, 1992 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 20 de marzo de 1992, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 214 de 1995   

· PROTOCOLO DE REFORMAS A LA CARTA DE LA ORGANIZACIÓN

DE LOS ESTADOS AMERICANOS -PROTOCOLO DE MANAGUA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 10 de junio de 1993, Managua 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 215 de 1995   

· CONVENIO CONSTITUTIVO DE LA ASOCIACIÓN DE LOS

ESTADOS DEL CARIBE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 24 de julio de 1994, Cartagena de Indias 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 216 de 1995   

· ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE

COLOMBIA Y EL PROGRAMA MUNDIAL DE ALIMENTOS, PMA, DE LAS NACIONES UNIDAS 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 21 de julio de 1994 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 197 de 1995   

· ACUERDO SUPLEMENTARIO REVISADO SOBRE LA PRESTACIÓN

DE ASISTENCIA TÉCNICA POR EL ORGANISMO INTERNACIONAL DE ENERGÍA ATÓMICA AL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 11 de enero de 1993, Viena 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 296 de 1996   

· CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICA

ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE TRINIDAD Y TOBAGO Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de agosto de 1995, Puerto España 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 327 de 1996   

· RECOMENDACIÓN 172 SOBRE LA UTILIZACIÓN DE ASBESTO

EN CONDICIONES DE SEGURIDAD, ADOPTADA POR LA CONFERENCIA GENERAL DE LA OIT 

FECHA DE CELEBRACIÓN: Recomendación 172: 4 de junio de 1986, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 347 de 1997   

· ACUERDO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE TURISMO ENTRE

LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 9 de junio de 1995, Santafé de Bogotá, D.C. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 350 de 1997   

· ESTATUTO DEL CENTRO DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA DEL

MOVIMIENTO DE LOS PAÍSES NO ALINEADOS Y OTROS PAÍSES EN DESARROLLO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 4 de febrero de 1985, Nueva York 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 354 de 1997   

· ACUERDO DE COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICA ENTRE

EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DEL REINO DE MARRUECOS 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 12 de octubre de 1992, Santafé de Bogotá, D.C. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 283 de 1996   

· ACUERDO GENERAL DE AMISTAD Y COOPERACIÓN ENTRE LA

REPÚBLICA DE COLOMBIA Y RUMANIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 15 de agosto de 1993, Santafé de Bogotá, D.C. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 284 de 1996    

· PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE

DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES -

PROTOCOLO DE SAN SALVADOR 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de noviembre de 1988, San Salvador 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 319 de 1996   

· CONVENIO DE BASILEA SOBRE EL CONTROL DE LOS

MOVIMIENTOS TRANSFRONTERIZOS DE LOS DESECHOS PELIGROSOS Y SU ELIMINACIÓN 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 22 de marzo de 1989, Basilea 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 253 de 1996   

· CONVENIO INTERNACIONAL DE CONSTITUCIÓN DE UN FONDO

INTERNACIONAL DE INDEMNIZACIÓN DE DAÑOS CAUSADOS POR LA CONTAMINACIÓN DE

HIDROCARBUROS Y SU PROTOCOLO MODIFICATORIO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: Convenio: 18 de diciembre de 1971, Bruselas;

Protocolo: 19 de noviembre de 1976, Bruselas 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 257 de 1996   

· TRATADO SOBRE LAS BASES DE LAS RELACIONES ENTRE LA

REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA FEDERACIÓN DE RUSIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 8 de abril de 1994, Moscú 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 292 de 1996   

· PROTOCOLO SOBRE EL PROGRAMA PARA EL ESTUDIO

REGIONAL DEL FENÓMENO EL NIÑO EN EL PACIFICO SUDESTE - ERFEN 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 6 de noviembre de 1992, Puerto Callao, Perú 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 295 de 1996   

· CONVENIO INTERNACIONAL SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL

POR DAÑOS CAUSADOS POR LA CONTAMINACIÓN DE LAS AGUAS DEL MAR POR

HIDROCARBUROS- CLC/69 Y SU PROTOCOLO - CLC/69/76 

FECHA DE CELEBRACIÓN: Convenio: 29 de noviembre de 1979, Bruselas;

Protocolo: 19 de noviembre de 1976, Londres 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 55 de 1989   

· CONVENIO INTERNACIONAL DE MADERAS TROPICALES 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 18 de noviembre de 1983, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 47 de 1989   

· TRATADO ANTÁRTICO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 1 de diciembre de 1959, Washington, D.C. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 67 de 1988   

· CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE

COLOMBIA Y EL CENTRO INTERNACIONAL DE LA AGRICULTURA TROPICAL, CIAT 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 5 de mayo de 1987, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 29 de 1988    

· ACUERDO DE PESCA ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y

JAMAICA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 30 de agosto de 1984, Cali 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 34 de 1986   

· CONVENIO PARA LA PROTECCIÓN DEL MEDIO MARINO Y LA

ZONA COSTERA DEL PACIFICO SUDESTE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 12 de noviembre de 1981, Lima 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1985   

· ACUERDO SOBRE LA COOPERACIÓN REGIONAL PARA EL

COMBATE CONTRA LA CONTAMINACIÓN DEL PACIFICO SUDESTE POR HIDROCARBUROS Y

OTRAS SUSTANCIAS NOCIVAS EN CASO DE EMERGENCIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 12 de noviembre de 1981, Lima 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1985 

· PROTOCOLO COMPLEMENTARIO DEL ACUERDO SOBRE LA

COOPERACIÓN REGIONAL PARA EL COMBATE CONTRA LA CONTAMINACIÓN DEL PACIFICO

SUDESTE POR HIDROCARBUROS Y OTRAS SUSTANCIAS NOCIVAS 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 22 de julio de 1983, Quito 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1985   

· PROTOCOLO PARA LA PROTECCIÓN DEL PACIFICO SUDESTE

CONTRA LA CONTAMINACIÓN PROVENIENTE DE FUENTES TERRESTRE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 22 de julio de 1983, Quito 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1985   

· CONVENIO PARA LA COOPERACIÓN ENTRE EL GOBIERNO DE

LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA,

RELATIVO A LOS USOS CIVILES DE LA ENERGÍA NUCLEAR 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 8 de enero de 1981, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 7 de 1983   

· ACUERDO SOBRE COOPERACIÓN AMAZÓNICA ENTRE LA

REPÚBLICA COOPERATIVA DE GUYANA Y LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 3 de mayo de 1982, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 61 de 1983   

· ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL

ORGANISMO INTERNACIONAL DE ENERGÍA ATÓMICA PARA LA APLICACIÓN DE SALVAGUARDIAS EN RELACIÓN CON EL TRATADO PARA LA PROSCRIPCIÓN DE LAS ARMAS

NUCLEARES EN LA AMÉRICA LATINA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 27 de junio de 1979, Viena 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 47 de 1982   

· TRATADO DE MONTEVIDEO DE 1980 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 12 de agosto de 1980, Montevideo 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1981    

· TRATADO DE COOPERACIÓN AMAZÓNICA ENTRE LA REPÚBLICA

DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA PERUANA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 30 de marzo de 1979, Lima 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 20 de 1981   

· PROTOCOLO RELATIVO A LA PROHIBICIÓN DEL EMPLEO EN

LA GUERRA DE GASES ASFIXIANTES, TÓXICOS O SIMILARES, Y DE MEDIOS

BACTERIOLÓGICOS 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de junio de 1925, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 10 de 1980   

· CONVENCIÓN SOBRE LA PROHIBICIÓN DEL DESARROLLO, LA

PRODUCCIÓN, Y EL ALMACENAMIENTO DE ARMAS BACTERIOLÓGICAS (BIOLÓGICAS) Y

TOXÍNICAS Y SOBRE SU DESTRUCCIÓN 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 10 de abril de 1972, Washington, Londres y Moscú 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 10 de 1980   

· CONVENIO DE INCORPORACIÓN DE COLOMBIA AL SISTEMA

DEL PACIFICO SUR Y LA ADHESIÓN DE COLOMBIA A LOS PRINCIPIOS Y NORMAS

FUNDAMENTALES CONTENIDAS EN LA DECLARACIÓN DE SANTIAGO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: Convenio: 9 de agosto de 1979, Quito; Principios: 18

de agosto de 1952, Santiago de Chile 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 7 de 1980   

· CONVENIO SOBRE LA ORGANIZACIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DE LA CONFERENCIA SOBRE EXPLOTACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LAS

RIQUEZAS MARÍTIMAS DEL PACIFICO SUR 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 18 de agosto de 1952, Santiago de Chile 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 7 de 1980   

· CONVENCIÓN SOBRE PERSONALIDAD JURÍDICA

INTERNACIONAL DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL PACIFICO SUR 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 18 de agosto de 1952, Santiago de Chile 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 7 de 1980   

· DECLARACIÓN SOBRE ZONA MARÍTIMA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 18 de agosto de 1952, Santiago de Chile 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 7 de 1980   

· TRATADO PARA LA PROSCRIPCIÓN DE LAS ARMAS NUCLEARES

EN LA AMÉRICA LATINA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 14 de febrero de 1967, Ciudad de México, D.F. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1971   

· TRATADO DE COOPERACIÓN AMAZÓNICA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 3 de julio de 1978, Brasilia 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 74 de 1979   

· TRATADO SOBRE DELIMITACIÓN DE ÁREAS MARINAS Y

SUBMARINAS Y COOPERACIÓN MARÍTIMA ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA

REPÚBLICA DE COSTA RICA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de marzo de 1977, San José de Costa Rica 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 8 de 1978   

· TRATADO DE ÁREAS MARINAS Y SUBMARINAS Y SUBMARINAS

Y ASUNTOS CONEXOS ENTRE LA REPÚBLICA DE PANAMÁ Y LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 20 de noviembre de 1976, Cartagena de Indias 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 4 de 1977   

· CONVENIO QUE ESTABLECE LA ORGANIZACIÓN

LATINOAMERICANA DE ENERGÍA, OLADE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 2 de noviembre de 1973, Lima 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 6 de 1976 

· TRATADO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE

COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA RELATIVO A LA

SITUACIÓN DE QUITASUEÑO, RONCADOR Y SERRANA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 8 de septiembre de 1972, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 52 de 1973   

· ACUERDO PARA LA CONSERVACIÓN DE LA FLORA Y LA FAUNA

DE LOS TERRITORIOS AMAZÓNICOS DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA

FEDERATIVA DEL BRASIL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 20 de junio de 1973, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 5 de 1976   

· CONVENIO PARA LA PROTECCIÓN Y EL DESARROLLO DEL

MEDIO MARINO EN LA REGIÓN DEL GRAN CARIBE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 24 de marzo de 1983, Cartagena de Indias 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 56 de 1987   

· PROTOCOLO DE COOPERACIÓN PARA COMBATIR LOS DERRAMES

DE HIDROCARBUROS EN LA REGIÓN DEL GRAN CARIBE. 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 24 de marzo de 1983, Cartagena de Indias 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 56 de 1987   

· PROTOCOLO PARA LA CONSERVACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE

LAS ÁREAS MARINAS Y COSTERAS PROTEGIDAS DEL PACIFICO SUDESTE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 21 de septiembre de 1989, Paipa 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 12 de 1992   

· CONVENIO ANDRÉS BELLO DE INTEGRACIÓN EDUCATIVA,

CIENTÍFICA, TECNOLÓGICA Y CULTURAL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 27 de noviembre de 1990, Madrid, España 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 20 de 1992   

· ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA

REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL, SOBRE SANIDAD ANIMAL EN ÁREAS DE FRONTERA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 16 de julio de 1985, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 51 de 1993   

· CONVENIO NUMERO 170 DE LA CONFERENCIA GENERAL DE LA

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 6 de junio de 1990, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 55 de 1993   

· RECOMENDACIÓN 177 DE LA CONFERENCIA INTERNACIONAL

DEL TRABAJO SOBRE LA SEGURIDAD EN LA UTILIZACIÓN DE LOS PRODUCTOS QUÍMICOS

EN EL TRABAJO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 6 de junio de 1990, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 55 de 1993   

· CONVENIO DE VIENA PARA LA PROTECCIÓN DE LA CAPA DE

OZONO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 22 de marzo de 1985, Viena 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 30 de 1990   

· PROTOCOLO DE MONTREAL RELATIVO A LAS SUSTANCIAS

AGOTADORAS DE LA CAPA DE OZONO Y SUS ENMIENDAS 

FECHA DE CELEBRACIÓN: Protocolo: 16 de septiembre de 1987, Montreal.

Enmiendas: 29 de junio de 1990, Londres; 21 de junio de 1991, Nairobi 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 29 de 1992   

· CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE EL DERECHO DE AUTOR

EN OBRAS LITERARIAS, CIENTÍFICAS Y ARTÍSTICAS 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 22 de junio de 1946, Washington, D.C. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 6 de 1970   

· ACUERDO SUBREGIONAL ANDINO 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 26 de mayo de 1969, Bogotá, D.C. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 8 de 1973   

· CONVENCIÓN RELATIVA A LA ORGANIZACIÓN CONSULTIVA

MARÍTIMA INTERGUBERNAMENTAL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 6 de marzo de 1948, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 6 de 1974   

· CONVENIO HIPOLITO UNANUE SOBRE COOPERACIÓN EN SALUD

DE LOS PAÍSES DEL ÁREA ANDINA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 18 de diciembre de 1971, Lima 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 41 de 1977   

· PROTOCOLO ADICIONAL AL CONVENIO HIPOLITO UNANUE 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 29 de noviembre de 1974, Caracas 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 41 de 1977   

· ACUERDO DE COOPERACIÓN SANITARIA ENTRE LA REPÚBLICA

DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL PARA LA REGIÓN AMAZÓNICA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 10 de marzo de 1972, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 3 de 1975   

· CONVENIO PARA EL ESTABLECIMIENTO DE LA OFICINA

REGIONAL PARA LA AMÉRICA LATINA DEL CENTRO INTERNACIONAL DE INVESTIGACIONES

PARA EL DESARROLLO - CID- 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 10 de agosto de 1972 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 33 de 1978   

· CONVENIO CONSTITUTIVO DEL FONDO INTERNACIONAL PARA

EL DESARROLLO AGRÍCOLA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 13 de junio de 1976, Nueva York 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 36 de 1979   

CONVENIO QUE ESTABLECE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE

LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 14 de julio de 1967, Estocolmo 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 46 de 1979 

· ACUERDO DE COOPERACIÓN AMAZÓNICA ENTRE LAS

REPÚBLICAS DE COLOMBIA Y ECUADOR 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 2 de marzo de 1979, Quito 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 29 de 1980   

· ACUERDO PARA LA CONSERVACIÓN DE LA FLORA Y FAUNA DE

LOS TERRITORIOS AMAZÓNICOS DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y DE LA REPÚBLICA

PERUANA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 30 de marzo de 1979 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 30 de 1980   

· CONVENCIÓN INTERNACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DE LA

CONTAMINACIÓN POR BUQUES - MARPOL 73 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 2 de noviembre de 1973, Londres 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 12 de 1981   

· CONVENIO SANITARIO VETERINARIO ENTRE EL GOBIERNO DE

LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA SOCIALISTA DE

RUMANIA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 12 de septiembre de 1973, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 30 de 1982   

· RESOLUCIONES A-358 (IX) DEL 14 DE NOVIEMBRE DE

1975; A-400 (X) DEL 17 DE NOVIEMBRE DE 1977; Y A-450 (XI) DEL 15 DE

NOVIEMBRE DE 1979, QUE SE REFIEREN A LAS ENMIENDAS A LA CONVENCIÓN DE LA

ORGANIZACIÓN CONSULTIVA MARÍTIMA INTERGUBERNAMENTAL - OCMI 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 45 de 1984   

· ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE EL ACUERDO DE

CARTAGENA Y SUS PAÍSES MIEMBROS, BOLIVIA, COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ Y

VENEZUELA, POR UNA PARTE, Y POR OTRA, LA COMUNIDAD ECONÓMICA EUROPEA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de diciembre de 1983, Cartagena 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 31 de 1985   

· ACUERDO DE COOPERACIÓN AMAZÓNICA ENTRE EL GOBIERNO

DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FEDERATIVA DEL

BRASIL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 12 de marzo de 1981, Bogotá 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 106 de 1985   

· TRATADO SOBRE LA NO PROLIFERACIÓN DE LAS ARMAS

NUCLEARES 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 1ª de julio de 1968, en Londres, Moscú y Washington,

D.C. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 114 de 1985   

· CONVENCIÓN SOBRE LAS MEDIDAS QUE DEBEN ADOPTARSE

PARA PROHIBIR E IMPEDIR LA IMPORTACIÓN, LA EXPORTACIÓN Y LA TRANSFERENCIA

DE PROPIEDAD ILÍCITAS DE BIENES CULTURALES 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de noviembre de 1970, París 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 63 de 1986   

· CONVENIO SOBRE DIVERSIDAD BIOLÓGICA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 5 de junio de 1992, Río de Janeiro 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 165 de 1994.   

· ESTATUTO DEL CENTRO INTERNACIONAL DE INGENIERÍA

GENÉTICA Y BIOTECNOLOGÍA. 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 13 de septiembre de 1983, Madrid. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 208 de 1995.   

· TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE LA REPÚBLICA DE

COLOMBIA, LA REPÚBLICA DE VENEZUELA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 13 de junio de 1994, Cartagena de Indias. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 172 de 1994.   

· CONVENCIÓN SOBRE PESCA Y CONSERVACIÓN DE LOS

RECURSOS VIVOS DE LA ALTA MAR. 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 29 de abril de 1958, Ginebra. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 119 de 1961.   

· CONVENCIÓN SOBRE LA PLATAFORMA CONTINENTAL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 29 de abril de 1958, Ginebra 

LEY DE LA REPÚBLICA: Ley 9 de 1961.   

· DECISIÓN 391 DEL ACUERDO DE CARTAGENA - RÉGIMEN

COMÚN SOBRE ACCESO A LOS RECURSOS GENÉTICOS 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 2 de julio de 1996   

· DECISIÓN 344 DEL ACUERDO DE CARTAGENA - RÉGIMEN

COMÚN DE PROPIEDAD INDUSTRIAL 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 1 de enero de 1994 

REGLAMENTACIÓN: Decreto 177 de 1994   

· DECISIÓN 345 DEL ACUERDO DE CARTAGENA - RÉGIMEN

COMÚN DE PROTECCIÓN A LOS DERECHOS DE LOS OBTENTORES DE VARIEDADES VEGETALES 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 21 de octubre de 1993   

· CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL DERECHO

DEL MAR 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 10 de diciembre de 1982, Montego Bay, Jamaica. 

LEY DE LA REPÚBLICA: Colombia no ha incorporado a su legislación nacional

ni ha ratificado a la Convención.   

· TRATADO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE PATENTES 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 19 de junio de 1970 

ENMIENDAS Y MODIFICACIONES: 28 de septiembre de 1979 y 3 de febrero de 1984 

LEY DE LA REPÚBLICA: Proyecto de Ley 28 de 1997   

· CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS DE LUCHA CONTRA

LA DESERTIFICACIÓN EN LOS PAÍSES AFECTADOS POR SEQUÍA GRAVE O  DESERTIFICACIÓN, EN PARTICULAR EN ÁFRICA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 17 de junio de 1994 

LEY DE LA REPÚBLICA: Proyecto de Ley 29 de 1997   

· PROTOCOLO PARA LA PROTECCIÓN DEL PACÍFICO SUDESTE

CONTRA LA CONTAMINACIÓN RADIACTIVA 

FECHA DE CELEBRACIÓN: 21 de septiembre de 1989 

LEY DE LA REPÚBLICA: Proyecto de Ley 17 de 1997 

Colombia pertenece a las siguientes asociaciones o bloques comerciales

· Organización Mundial del Comercio, OMC
· Asociación Latinoamericana de Integración, ALADI
· Comunidad Andina de Naciones, CAN
· Tratado G3
· Asociación de Estados del Caribe, AEC
Actualmente participa en el proceso de creación del Área de Libre Comercio de las Américas-ALCA
De igual manera, cuenta con las preferencias comerciales concedidas por:

· SPG Andino, Unión Europea 
· ATPA, Estados Unidos 

· SSGP Sistema Generalizado de Preferencias 
Adicionalmente, Colombia ha firmado acuerdos bilaterales con otros países como: 

· Israel 

· Federación Rusa 

· India, China 

· Corea del Sur 

· Malasia 

· Indonesia 

· Hungría 

· República Checa 

· Polonia, Rumania 

· Argelia 

· Kenya 

· Egipto 

· Marruecos 

· Costa de Marfil. 

En la actualidad la republica de Colombia a suscrito aproximadamente 105 tratados reconocidos.
Recientemente,  se estudian otros Convenios  entre estos se cuenta Venezuela y Colombia,  como lo es conexión gasifera, ya que los presidentes de ambos países así lo contemplan., el costo aproximado será de 125 millones de Dólares. Dicho proyecto se sitúa en La Guajira Colombiana y desde Maracaibo Estado Zulia.

Capitulo   III

Marco Metodológico

Tipo de investigación.

       Para el desarrollo adecuado de un trabajo de investigación, es necesario identificar el tipo de investigación de acuerdo a las fuentes utilizadas para obtener los datos, según Cázares (1999), quien explica:

...se puede afirmar que existen por lo menos tres tipos de investigación: documental, de campo y experimental. Parece, por las clases de materiales que se manejan, que estas investigaciones son excluyentes. Sin embargo, con frecuencia se complementan en la práctica y por ello profundizan más en la problemática que abordan. (P. 18).

         Es por esta razón que el tipo de investigación del presente trabajo de grado en el cual se perfilará el enfoque del Texto de la  Constitución Colombiana de 1991, con la finalidad de analizar su estructura desde el punto de vista histórico, político, social y económico donde se ubicara la información requerida, para el presente trabajo y así mismo hacer las comparaciones a que hayan a lugar con otros textos, es considerada este tipo de investigación mixta o combinada, a las que se refiere Muñoz (1998) como:

... tesis, cuyo método de recopilación y tratamiento de datos se conjugan la investigación documental con la de campo, a fin de profundizar en el estudio de tema propuesto para tratar de cubrir todos los posibles ángulos de exploración. Al aplicar ambos métodos se pretende consolidar los resultados obtenidos. (P. 10).

        Bajo esta perspectiva, se explica la complejidad del tipo de investigación que se realiza este trabajo, engloba a su vez la documentación necesaria para lograr los objetivos de la investigación, así como la labor realizada en las diversas constituciones que se han desarrollado a lo largo de la vida política social y económica de la República de Colombia , que en definitiva es lo que permitió plantearse el problema de las investigación.

        Igualmente, es un trabajo de tipo documental, ya que gran parte de la investigación se centra en la recopilación de los datos existentes en forma documental, tanto como bases teóricas, antecedentes, como las textos constitucionales que han existido en Colombia  y las comparaciones con los textos existente en otros países, donde se destaca Venezuela, Brasil, Argentina y en forma referencial la Constitución Europea.

       Asimismo, el trabajo es de campo, ya que otra parte de la recopilación de la información se realiza enmarcada por el ambiente especifico del Consulado Colombiano de la Ciudad de Caracas, de la Ciudad de Valencia, así como la embajada de Caracas.

        El trabajo de campo reflejado en este capítulo, tiene verdadera importancia con el punto investigado, los datos particulares de un área regional considerable y representativa de boga en la actualidad, por lo confrontado con otros sistemas constitucionales,  y las percepciones particulares de los representantes diplomáticos colombianos acreditados en el país.

Se segmentó la población involucrada de la siguiente manera:

a) Diplomáticos Colombianos acreditados en el País . Segmento de verdadera relevancia, ya que juegan un papel predominante. Su criterio en el sentido de su opinión y percepción.

b) Los nacionales colombianos, residenciados en el país . Entre los cuales estuvo conformada por profesionales, empleados y obreros. Éstos están comprometidos directamente con la materia y forman parte de la situación planteada de manera directa.

       Conocimiento: acepta el principio de la antropología según el cual las personas de la comunidad conocen mucho mejor su realidad que las personas extrañas a ellas.

        La investigación, asume que es necesario involucrar a los grupos en la generación de su propia experiencia, para ello la investigadora se apropió de tal situación para todo contexto de la investigación.

Naturaleza de la Investigación.

 Documental  descriptiva.  y Dogmática.

Técnicas de la Investigación.

Recopilación  y tratamiento de datos  que en la presente investigación se conjugan lo documental con la de campo a fin de ahondar  en el estudio del tema propuesto para tratar de profundizar en los posibles aspectos de la exploración, consolidándose  los resultados que se vayan a obtener, así mismo se tiene pautada una entrevista con el consultor Jurídico del Consulado Colombiano, el Cónsul y la Embajadora del referido país.

Alcances y Aplicación

Población y muestra:

        Para realizar la investigación, se realizó una encuesta, para lo cual se hizo necesaria la identificación de la población. En este caso, se identificó en primera instancia las fuentes, las cuales Sabino (1992) especifica 

"..que pueden ser personas, situaciones o hechos que observan directamente, o materiales bibliográficos de diversa naturaleza...",

                        son según, el autor, las llamadas unidades de datos.

       Para identificar las unidades de datos en esta investigación, se analizaron en profundidad los hechos en cuestión. En el caso de estudio la gama es amplia, es decir, se acumulan un conjunto de elementos que diversos orígenes, por lo cual hay que minimizar en lo posible dichas unidades.

        Por esta razón, se seleccionó como población a las personas que concurren a las delegaciones diplomáticas de la República de Colombia, así como a los representantes diplomáticos, que en adelante llamaremos unidades de datos.

        Para la determinación de la muestra representativa que según Sabino (1992) 

"Lo que se busca al emplear una muestra es que, observando una porción relativamente reducida de unidades, se obtengan conclusiones semejantes a las que lograríamos si se estudiara el universo total." (p. 118), 

entendiéndose como universo a la población, se utilizó una muestra accidental, 

que según el autor 

"...es aquella que se obtiene sin ningún plan preconcebido, resultando las unidades escogidas producto de circunstancia fortuita."

        La razón para utilizar una muestra accidental, se derivó de las condiciones tan específicas del caso en estudio, donde se aprovecha cada oportunidad de contacto con los individuos que forman parte de la población para aplicar los instrumentos que forman parte de las técnicas de estudio. En todo caso, se aplicó los instrumentos a un grupo muestral que representa lo mas cercanamente posible a la población, donde se obtuvo la información necesaria para llevar a cabo la investigación.

Cuadro Nº 1
	
	Población
	Muestra

	Embajadora
	01
	01

	Cónsules
	15
	02

	Consultor Jurídico
	05
	01

	Nacionales Colombianos
	1116170*
	20


*Población estimada, según información de la Cancillería Colombiana 

	Consulado Colombiano en la Ciudad de Caracas

	DIRECCION:
	Calle Guaicaipuro entre Plaza Brion y Avenida, Casanova Chacaito, Distrito federal

	TELEFONOS:
	D.D.I. (058-212) 951.36.31/16.97/37.58/29.92

	FAX:
	D.D.I. + 951.70.56 / 951.66.92

	HORARIO:
	8:00 a.m. a 1:00 p.m.(Público)
2:00 p.m. a 4:00 p.m (Oficina)

	CIRCUNSCRIPCION: 
	DISTRITO CAPITAL Y LOS ESTADOS MIRANDA, GUARICO Y VARGAS Y LOS MUNICIPIOS SAN CASIMIRO, CAMATAGUA Y URDANETA DEL ESTADO ARAGUA.

	CONSUL :
	JUAN CARLOS POSADA GARCIA PEÑA


Técnicas e instrumentos de recolección

     Se selecciono  el diseño de investigación y la muestra apropiada de acuerdo con el análisis de La Constitución Política Colombiana, así como los diversos aspectos que componen su estructura tales como origen histórico del constitucionalismo colombiano, política internacional, los derechos humanos, sociales, políticos y económicos, se determinó las técnicas de investigación teórica y  los instrumentos utilizados, han sido los textos de apoyo, así como las paginas web de las instituciones de la Republica de Colombia, como el Banco Central, y la Corte Suprema de Justicia, encuestas a ciudadanos colombianos residentes en el país, que acuden al consulado colombiano, para conseguir los fines de la referida investigación. En este sentido se agrega que en esta investigación  que se realizó es de carácter mixto.

        Una vez que se seleccionó el diseño de investigación y la muestra apropiada de acuerdo con el análisis de la Constitución Colombiana, se determinaron las técnicas e instrumentos mas adecuados para el análisis de los datos.

       Como fue planteado en el tipo de investigación, que se trató de una investigación combinada o mixta, y es de allí lo enriquecedor de ésta, para decidir los instrumentos y técnicas mas adecuadas.

        En primer lugar se utilizaron técnicas y protocolos instrumentales de la investigación documental, fundamentalmente para el análisis de las fuentes que permitieron abordar y desarrollar los requisitos del momento teórico: la observación documental, la presentación resumida, resumen analítico y resumen crítico.
        Operacionalmente, para manejar las fuentes documentales se utilizaron como técnicas: el subrayado, fichaje, citas y notas de referenciales bibliográficas, presentación del trabajo escrito entre otras.

        Entre las herramientas utilizadas, se encuentran la entrevista, a través de la cual se lleva a cabo un proceso de comunicación verbal reciproca con el fin de recoger información a partir de una finalidad previamente establecida.

        Para este fin, se realizó la entrevista a través de una encuesta no estructurada con preguntas cerradas, las cuales permitieron ampliar la información mediante el análisis estadístico, análisis individuales de cada uno de los items que la conformaron, y que permitieron generar las conclusiones.

La técnica de investigación se empleó la encuesta, en la cual según Mosser (1975), 

constituye una técnica esencial para la realización de la descripción y generalización de una cobertura de datos de una población provenientes de una consulta sistematizada a un grupo de individuos de un problema o situación.

        Se desarrolló una encuesta que posee seis preguntas tipo cuestionario, que permitió recoger una serie de datos, que el individuo debe contestar en forma concreta, restringida o cerrada, dicha encuesta requiere de poco tiempo, facilidad de análisis, confiabilidad y validez de los datos. 
Validez del Instrumento.

     Para dar validez al contenido del instrumento utilizado para la recolección de los datos (la encuesta), primero se sometió a juicio de expertos especialistas en el área como se describe a continuación: Una Embajadora, Dos Cónsules, Un Asesor Legal, Veinte ciudadanos Colombianos residentes en el país.

       Luego se cuestionó la calidad del instrumento, mediante una prueba piloto a cinco personas relacionadas con el área y no involucrados con la muestra, a través de entrevistas utilizando como instrumento el cuestionario anexo, permitiendo hacer ajustes necesarios para perfeccionar el mencionado instrumento.

      La confiabilidad del instrumento aplicado se midió a través del método Alfa de Crombach, el cual su resultado debe arrojar un valor entre cero (0) y uno (1), y a medida que dicho número está más cercano a la unidad, el instrumento se presenta más confiable, es esta investigación arrojó el siguiente resultado:

El Coeficiente obtenido aproximado fue de 0,86 lo que indica que el instrumento aplicado fue confiable, a través de los datos obtenidos en la misma se puede inferir el comportamiento de toda la población  relacionada con el tema.

[image: image1.wmf]
Análisis y presentación de datos

El trabajo presentado es el resultado de la interpretación y análisis de los documentales recopilados

Presentación de los resultados y discusión de los mismos

Se presenta los resultados a la entrega del presente trabajo en la fecha de su presentación en el mes de Julio 2004

Cronograma de Actividades

Se realizaron entrevistas, a fin de determinar la población y muestra, que tuvo como objetivo  obtener los resultados esperados en el punto planteado, tomando como premisa que las referidas entrevistas fueron diseñadas de acuerdo al tiempo que disponían los funcionarios  que fueron entrevistados para lo cual fue menester solicitar las audiencias de forma preliminar y en cuanto a la población de los nacionales Colombianos se ubico la investigadora en el consulado,  determinándose  en forma aleatoria estas visitas por cuanto Venezuela tiene una gran parte de emigrantes residenciados en el país, así como los datos disponibles en los organismo nacionales colombianos e internacionales. 

Capitulo IV

La Constitución Colombiana como visión y realidad dentro del contexto global.


En el presente capitulo se  pretende analizar e interpretar los datos recopilados durante toda la investigación y al mismo tiempo confrontarlos con otras legislaciones vigentes de manera somera con el objeto de realizar un enfoque visionario de producción intelectual sobre la vigencia de las constituciones investigadas, así como de sus criticas  guardándose  el respeto que merecen los autores que tienen sus  posiciones y sus puntos de vista. Dicho esto existieron argumentos encontrados o confrontados que enriquecieron con sus opiniones a la autora, para llevar a cabo el tema en cuestión.

Sin embargo considera quien en su carácter se pronuncia,  que en forma general en esta investigación fue necesario resaltar aspectos relevantes del espació territorial, poblacional, económico, jurídico, histórico, ya que así el estudio fue condensado y suficiente para retroalimentarse de otras latitudes y sobre todo de un país hermano.


Toda constitución, bien sea escrita o no  en su estructura y dimensión rige absolutamente todo el conglomerado de un país, es por ello que la autora ofreció aspectos relevantes de toda las latitudes, tenemos así que en la constitución Colombiana, el titulo III refiere de los habitantes y de su territorio específicamente en el capítulo 4, tenemos entonces que Colombia   limita  con Venezuela, Brasil, Panamá, Ecuador. El Mar Caribe y el Pacifico, su población aproximada es de unos 40 millones de habitantes, es el tercer país de mayor población de América latina después de Brasil y México. Su capital es Bogotá (con 6,1 millones de habitantes, según cifras de 1997) con una extensión territorial de 1.144.000 kilómetros cuadrados, su economía esta basada en recursos naturales, como son, el petróleo, aun cuando este recurso es mucho menor que nuestro País, Posee  gas natural, en el presente se tiene pautado un acuerdo de exportar hacia la frontera con Venezuela por la Guajira Colombiana,  hasta Maracaibo, una Conexión Gasifera. Asi como también la exportación  de  textiles, hierro, níquel, carbón, cobre, oro, plata, platino y esmeraldas,  se refiere que para Colombia Venezuela es un socio muy importante 

Sus características mas importantes las  podemos describir de la siguiente forma:

Tipo: Gobierno democrático dividido en tres poderes: ejecutivo, legislativo y judicial.
Poder Ejecutivo: El jefe de Estado y de gobierno es el presidente.
Poder Legislativo: Congreso bicameral con un Senado de 102 miembros y una Cámara de Diputados, de 161.
Poder Judicial: Corte Suprema, Tribunal Constitucional y un Consejo de Estado.
Partidos políticos: El Partido Liberal controla actualmente el Congreso con una mayoría de 2-1 sobre el Partido Conservador. Existen otros partidos menores que generalmente forjan alianzas con los partidos principales.
Voto: Universal, a partir de los 18 años.
División política: 32 departamentos y el distrito capital de Bogotá.

Densidad demográfica: 35 personas por kilómetro cuadrado. La densidad en la porción oriental del país es de menos de un habitante por kilómetro cuadrado.
Otras ciudades importantes: Cali, dos millones de habitantes, Medellín, dos millones, Barranquilla, un millón, Cartagena, 500.000 habitantes.
Religión: Católica, 92 por ciento. Otras, ocho por ciento. 

La Economía Colombiana

Producto Interno Bruto: 111.200 millones de dólares, 2.780 dólares per capita, según cifras de 1998, tiene variables que no fue posible precisar. .
Tasa de crecimiento anual: 3,5 por ciento, según cifras de 1998.
Fuerza laboral: 16,8 millones, según cifras de 1997.
   -- servicios: 46 por ciento
   -- industria: 24 por ciento
   -- agricultura: 30 por ciento
   -- tasa de desempleo: 20,3 por ciento, aproximadamente.
Industrias: Textiles, alimentos, petróleo, químicos, medicamentos, madera, papel, bebidas, cemento, oro, carbón, hierro, níquel, esmeraldas, flores.
Cultivos principales: Café,  aun cuando este rubro ha venido disminuyendo, arroz, banano, soja, sorgo, Papa, maíz, algodón, azúcar, tabaco, cacao. 

La Fuerza Militar Colombiana

Personal activo: 146.300 efectivos según cifras de 1997, el 82,7 por ciento en ejército, 12,3 por ciento en marina y cinco por ciento en fuerza aérea.
Gasto militar: 4.000 millones de dólares, según cifras de 1998. Constituye el 3,6 por ciento del Producto Interno Bruto.
Gasto militar per capita: 103 dólares

Casi todos los países del hemisferio occidental se han visto afectados de alguna manera por la situación en Colombia. Más de tres décadas de guerra civil en Colombia y el poderoso negocio de las drogas ilícitas, ya no es simple una  amenaza sino que se ha ido   traspasando las fronteras de sus vecinos de Centro y Sudamérica, Venezuela es uno de los países más afectos por el desplazamiento de los nacionales colombianos y la institucionalización de la industria del narcotráfico, que cada día es mayor, por cuanto Venezuela es el puente para el traslado de la droga a otros países. Actualmente Colombia  ha celebrado algunos convenios de ayuda  con Los Estados Unidos de Norte América para luchar contra el  Narcotráfico.   

El efecto de la crisis colombiana también se extiende hacia el Caribe, Norteamérica y Europa.

Colombia es el principal proveedor de cocaína refinada del mundo y un creciente proveedor de heroína, que debido a ello se han instaurado con políticas internacionales entre Estados Unidos y Colombia, para combatir en terrible flagelo del narcotráfico, como se ha referido anteriormente. 

En el presente capitulo se destaca  también la Política Exterior que esta vinculada directamente, con una Política de seguridad  estatal internacional  a los efectos de establecer la integración Económica,  por cuanto de ello depende el éxito de cualquier estado., y el caso que nos ocupa entre Colombia y Venezuela se tiene pautado proyectos en materia energética, educación, cooperación, científica, técnica y de Salud., Después de la reunión que se celebro en nuestro País, de la Cumbre Presidencial del Grupo de los 15. Celebrada el 28 de Febrero del corriente año. 

Para consustanciar  aun más la investigación y visualizar el contenido de la carta magna colombiana la autora describe a continuación los títulos y capítulos resaltantes que han sido objeto del estudio.

La Organización Territorial

    
 La organización territorial contiene no sólo la demarcación geográfica del territorio sino que comprende la estructura política y administrativa del Estado, la forma de gestión de las tareas públicas y la correlación entre entidades y poderes en al atención de las necesidades sociales, de acuerdo con principios de coordinación, concurrencia y subsidiaridad.

La Constitución Política de Colombia de 1991, gracias a su deseo de enaltecer al individuo como objetivo de la misma, ha generado la oportunidad que el ordenamiento territorial sea un objeto de discusión permanente, en la que la población mediante la consulta popular, presente su derecho de opinión y de decisión sobre la organización política administrativa que más le fortalezca sus intereses. Los artículos 306, 307 y 319 principalmente dan el soporte legal para iniciar a trabajar en este tema de competencia a todos los colombianos.

El desarrollo de esta Constitución es temprana si es imperativo iniciar a trabajar en estos tópicos a la menor brevedad posible, ya que la demora ocasiona según la hipótesis que se ha presentado retraso en el progreso nacional colombiano.

Se tienen los elementos necesarios para iniciar estos procesos, como son: Los fundamentos legales, los problemas planteados, organismos como: el Departamento de Planeación Nacional, La Sociedad Geográfica de Colombia, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la Dirección de Ingenieros del Ejército Nacional con sus unidades Tácticas de ingenieros pueden adelantar este proceso.

La implementación de los artículos de la Constitución Nacional de ordenamiento territorial están en mora de desarrollarse con el objeto de integrar a Colombia como un todo, acoplarse cada vez mejor, en unidad de funcionamiento. Los mismos elementos que conforman el estado (territorio, población y soberanía), son los medios ideales para cumplir los fines superiores a que está llamado.

La organización territorial en Colombia se presenta desde el mismo momento en que  aspectos como territorio, poder y población, elementos básicos constitutivos del estado no están sintonizados hacia un objetivo común. 

Desde tiempos atrás, geógrafos y geopolíticos colombianos con detallados estudios e informes han insistido en la necesidad que el ordenamiento territorial sea sometido a un proceso más lógico y ágil que les permita sincronizar la administración, la división política, la influencia de la geografía local y por supuesto, la población.
El ordenamiento territorial es un problema no temporal, es permanente que influenciará al pueblo en cada segundo de su vida directa o indirectamente y va a permitirle al ciudadano hacer una vigilancia más directa sobre sus funcionarios más cercanos.
Aquí se pretende hacer un análisis de cómo los elementos constitutivos del estado van a determinar, o mejor, van a influir a llegar a una división política ideal que permita el bienestar y la felicidad de la población, objeto final de todas las actividades de la comunidad.

NUEVA CIRCUNSCRIPCION ESPECIAL 

La ley 649 de 2001 desarrolla, después de diez años, el artículo 176 de la Constitución, que señala en su artículo 2 que habrá cinco curules distribuidas así: "dos para las comunidades negras, una para las comunidades indígenas, una para las minorías políticas y una para los colombianos residentes en el exterior". Los requisitos que establece para los candidatos de las comunidades indígenas son similares a los de la circunscripción especial para Senado.

La ley 649 abre nuevas oportunidades a los movimientos indígenas para llegar a la Cámara e incluso para presentar candidatos a ambas corporaciones que puedan trabajar en equipo para impulsar proyectos de interés para los grupos étnicos. Igualmente puede permitir alianzas interesantes al interior del Congreso entre estas minorías étnicas y políticas reconocidas por la Constitución.

CIRCUNSCRIPCION INDIGENA PARA EL SENADO

El espacio abierto a la participación indígena por la Constituyente, la consagración constitucional de la circunscripción especial indígena y el desarrollo de la circunscripción especial étnica para la Cámara han incidido e incidirán en los avances electorales de movimientos políticos de carácter étnico. 


Si bien es cierto que al interior de las organizaciones de base indígenas, entre ellas la Organización Nacional Indígena de Colombia, ONIC, se presentó el debate referido a quiénes debían liderar las propuestas políticas, el movimiento indígena optó por diferenciar el trabajo organizativo con las comunidades y el trabajo político indígena. Surgen en este decenio tres grupos destacados por su trabajo político: el Movimiento de Autoridades Indígenas, liderado por Lorenzo Muelas (guambiano), el Movimiento Alianza Social Indígena, liderado por Francisco Rojas Birry (embera-wanuna) y el Movimiento Indígena Colombiano (de corta duración), coordinado por Gabriel Muyuy (inga). 

La circunscripción especial indígena para el Senado ha sido un elemento facilitador de los procesos políticos para los indígenas puesto que sólo requiere haber ejercido un cargo de autoridad tradicional en su respectiva comunidad o haber sido líder de una organización indígena, calidad que acreditan mediante certificado de la respectiva organización, refrendado por el Ministerio del Interior.  Esto HA sido posible gracias al reconocimiento dado al pueblo indígena en la constitución de 1991, caso similar se presenta en las constituciones de México, Bolivia, Perú y Venezuela entre otros casos

Los Colombianos  desplazados

Ineludiblemente el poder que concentra el territorio y las disputas que se desatan para adquirirlo han caracterizado el surgimiento del conflicto en Colombia. La realidad es que al intentar relacionar los contenidos republicanos y el país con pesados poderes regionales, encontramos que el único punto de contacto es la guerra. En nombre de la protección de las leyes y la constitución política la guerra resulta justa y su lugar de materialización es el territorio. 

En las dos últimas décadas el fenómeno social de los desplazados debe vincularse con el incremento del conflicto armado y esencialmente con la fragmentación y pérdida gradual del territorio sobre el cual han fundado sus costumbres y tradiciones. Desterritorializados marchan hacia la tierra de nadie y de todos: La exclusión
 La certeza que los desplazados le entregan a Colombia hoy es que república y país aún no se concilian. La invasión de la guerra en el territorio y en las costumbres de sus habitantes es notable, pero observemos las fuentes secundarias que complementan la existencia de los desplazados en Colombia, ellas demuestran el carácter formal del Estado Colombiano distanciado de las realidades que lo superan, este es uno de los puntos mas ácidos que el país reclama, los desposeídos son los mas afectados, las familias se desintegran, este grupo esta mezclado en una dualidad, la pobreza y la desintegración.: 

En una data reciente, especificamente  de año 2003-4 se computo que Colombia había reincorporado un 57% de las Fuerzas Revolucionarias de Colombia ("FARC") y del Ejército de Liberación Nacional ("ELN").  17% En esta etapa surgieron otros grupos, incluido el Movimiento 19 de Abril ("M-19") el Ejército Popular de Liberación ("EPL"),  esto se refiere con la política del actual presidente Colombiano ALVARO URIBE VELES. Sin embargo Colombia tiene 30.000 mil muertos al año, aproximadamente y un 16 por ciento de homicidios. Todo esto conlleva a factores de Riesgo de Seguridad  que atentan contra el desarrollo político social y económico del País.

En este mismo orden de Ideas , juega papel preponderante  Primero Lo gubernamental: La existencia del poder público, la proclamación de derechos fundamentales y la existencia de cuerpos legislativos para ejercer justicia, caracterizan a un Estado democrático y de derecho, las prácticas jurídicas y la tradición constitucional colombiana inscriben este país en esa definición.  En Colombia la experiencia parlamentaria y la centralización de las decisiones gubernamentales es notable y la vida pública se ha desarrollado con base en directrices que diferencian las regiones entre si buscando su desarrollo para garantizar que la democracia se extienda por todo el territorio y en consecuencia sostener buenas relaciones con los ciudadanos para construir la soberanía nacional. 

Para cualquier Estado social de derecho resulta imprescindible una carta constitucional, la Colombia de hoy posee una Constitución política diseñada en términos de la modernización, el reconocimiento de otras generaciones de derecho y profusas estrategias de descentralización para interconectar con agilidad administrativa el centro y la periferia.  Estos son los rasgos esenciales del Estado democrático en Colombia que coexiste con realidades bien diferentes de toda su trama semántica, el conflicto es una de ellas que no sólo desvirtúa esta gama conceptual, sino que la sustituye por otros ejercicios del poder, reflejándose en nuevos usos de la ley y del territorio. Lo que observamos es una dimensión constitucional teórica y otra Colombia situada por para poderes que configuran otro país. 

 Segundo Lo económico: Las influencias de políticas internacionales en el área económica que tienden a presionar las políticas económicas nacionales bajo el objeto de explotar zonas naturalmente ricas en minerales y recursos no renovables, motivan el fenómeno del desplazamiento en Colombia y en contrapartida el Estado Colombiano no implementa estrategias sociales y económicas para garantizar la convivencia de personas y grupos que se desplazan de estas zonas. El control económico de zonas y territorios no respeta la tradición cultural de los habitantes, lo que deriva en grupos de desplazados que levantan sus propiedades materiales y morales para hacerse al camino del desplazamiento Colombiano. 

Tercero Lo que se dice en público y lo que sucede en privado: El carácter protocolar del DIH ante la realidad del conflicto armado en Colombia, ratifica en esta nación una doble moral pública que incorporada a los convenios internacionales en materia de derechos se muestra una y que al interior de su Estado deslegitima las normas y activa otros procedimientos para la acción de la guerra, de cuyos actos es consecuencia el desplazado. 

Cuarto Lo internacional: El plano internacional es determinante en la definición del fenómeno del desplazamiento en Colombia porque, el Estado Colombiano ante las instituciones internacionales de control para el cumplimiento de los derechos fundamentales; enseña estadísticas que no corresponden con la situación social a nivel interno. La suscripción del Estado Colombiano ante entidades internacionales que avalan el ejercicio de la libertad, los derechos fundamentales y la justicia; no es garantía para el cumplimiento de la reglamentación propia del DIH. 

Los vínculos del Estado Colombiano con las entidades internacionales son formales, entonces el fenómeno social real del desplazamiento en Colombia debe pasar por la reglamentación jurídica de estos entes internacionales ¿Esto sucede realmente, esencialmente en la aplicación y concordancia del DIH con el desplazado en Colombia como efecto del conflicto armado?.Estos entes internacionales en la práctica son inoperantes. El desplazado colombiano es un hecho político procedente del conflicto armado que altera estructuralmente al Estado. El desplazado al ingresar en el ámbito citadino transforma sus hábitos familiares y culturales y se obliga a reemplazarlo por valores ajenos y extraños. 

Quinto Consecuencias del desplazamiento en Colombia: Deslegitimación del Estado, desarticulación de los hilos de identidad nacional, privatización de las decisiones en asuntos de justicia, deterioro económico nacional regional, fragmentación del poder y del ejercicio de la autoridad política, desconocimiento de la legislación colombiana. 

DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

El Derecho Internacional Humanitario -DIH- surge con la disposición que los Estados tienen para convenir normas y reglamentos, proteger a la persona humana, su vida y bienes en situaciones de conflicto armado. Su objetivo es oponer límites a la soberanía de los Estados ante el uso indiscriminado de armas convencionales y técnicas que atentan contra el derecho humanitario comprendido en la normativa internacional. Los grupos de personas sobre los cuales recaen los beneficios del DIH son: Enfermos y heridos en situación de guerra terrestre, náufragos enfermos y heridos en situación de guerra naval, prisioneros de guerra, la población civil en poder del enemigo. 

Firmar tratados internacionales, ratificar la democracia e inscribirse en los convenios del derecho internacional humanitario, hechos que caracterizan a los Estados con altos índices de modernización política; Colombia es un Estado que cumple estos requisitos. 

Funciones del Derecho Internacional Humanitario  

· Facilitar relaciones entre los Estados en situación de conflicto armado.

· Proteger a las víctimas del conflicto que en situación de indefensión frente al contrario puedan ser exterminadas.

· Exigir a los gobiernos utilizar procedimientos sujetos a derecho para restablecer el orden público en su territorio.

El DIH tiene dos modos de aplicabilidad, directa e indirecta que se concreta en cuatro situaciones: Conflicto armado internacional y conflicto armado no internacional, en estas dos situaciones la reglamentación del DIH es directamente aplicable. Las dos situaciones complementarias se definen como disturbios y tensiones internas, en donde la normativa del DIH se invoca y aplica indirectamente y por analogía.

El punto de corte, esguince o desequilibrio del DIH y su aplicabilidad ante el evento social del desplazamiento en Colombia está determinado porque en situaciones detensión interna sólo podrá ser invocado por analogía y los procedimientos de su aplicación de igual modo se utilizarán si eventualmente así lo decide el Estado Colombiano; por tanto, su normativa en expreso no tiene obligatoriedad en su aplicación ante los desplazados en Colombia, porque este fenómeno político no está catalogado como de interés internacional, así lo demuestra que no esté consignado en las situaciones que motivan su aplicación.

La invocación y aplicación de las reglas del DIH por analogía no garantiza el estricto cumplimiento en aquellas situaciones que lo requieran, porque aparece de uso opcional para los gobiernos que decidan emplearlo buscando el restablecimiento del orden público y la protección de los bienes de la población civil. La figura de la aplicación analógica no es vinculante con fuerza de derecho, en consecuencia los desplazados en Colombia además de no figurar en el catálogo de personas que invoquen la protección del DIH sólo podrían eventualmente lograrlo por el procedimiento analógico; es decir, una vez más terminará con las manos vacías y sin protección jurídica al interior del Estado Colombiano y ante la comunidad internacional.

El desplazado le produce fisuras al DIH solvente en apariencia, porque sostiene vacíos notables en el reconocimiento de nuevos fenómenos sociales hoy. El desplazado en Colombia tiene el estatuto de hecho político, por lo tanto, debe reconocerse en la normativa internacional y específicamente en la correspondiente al DIH, para que sus instrumentos le alcancen y la población definida como desplazada goce de sus beneficios jurídicos ante el Estado Colombiano.  El desplazamiento es un hecho social interno que aún no encuentra reconocimiento en las disposiciones del DIH, allende las fronteras de la soberanía colombiana. 

ANÁLISIS  DE LA VIOLENCIA en Colombia 

"Colombia se encuentra inmersa en una dramática espiral de violencia que afecta a todos los sectores de la sociedad, socava los cimientos mismos del Estado, y conmueve a la comunidad internacional por entero". Las causas de la violencia han sido estudiadas e investigadas exhaustivamente por comisiones gubernamentales, académicos y otros. El fenómeno es de tal naturaleza que quienes estudian este campo han merecido un título especial. En Colombia se les llama "violentólogos".

Breve análisis histórico de los factores que dan lugar a la violencia

Muchos de los estudios realizados sobre Colombia distinguen tres etapas en la violencia política del país: 1) las guerras civiles bipartidistas, (en esencia, conflictos y rivalidades entre las clases gobernantes del país durante buena parte del siglo diecinueve); 2) "La Violencia", que tuvo lugar a mediados del siglo veinte y, por último, 3) la violencia actual, que gira en torno a la insurrección armada. El período de "La Violencia" es considerado el antecedente más directo de la situación de violencia actual.

 El cambio de gobierno en 1946, que transfirió el poder del partido liberal al partido conservador, fue seguido por un enfrentamiento severo entre los dos grupos políticos. Este enfrentamiento violento entre los dos partidos se tornó especialmente agudo en los años cincuenta, período que dio en llamarse de "La Violencia". Grupos revolucionarios armados también se formaron en los años cincuenta, por lo menos en parte, como respuesta a la persecución patrocinada por el Gobierno de los integrantes del partido liberal en las zonas rurales. En algunos casos, agricultores liberales eran perseguidos como medio de expansión de la agricultura capitalista, permitiendo la formación y consolidación del sistema latifundista de tenencia de la tierra. Las víctimas de esta violencia no sólo eran asesinadas, sino también desalojadas de sus hogares mediante el terror.

Durante esta etapa de la vida nacional, los grupos de resistencia armada aliados con el partido liberal se desintegraron y depusieron las armas, tras lo cual se concedieron amnistías. Las fuerzas armadas recuperaron el control del uso de la fuerza y empezaron a combatir a los nuevos grupos disidentes armados que se formaban en las zonas rurales.

La movilización de los grupos revolucionarios en los años sesenta y la reanudación de la violencia coincidió con la implementación de un sistema político cerrado a través del Frente Nacional, que concedía el poder político y las oportunidades políticas únicamente a los dos partidos tradicionales. Los movimientos revolucionarios que se crearon tenían fundamentos morales, políticos e ideológicos. La revolución cubana también influyó en los nuevos movimientos. Algunos de los movimientos guerrilleros revolucionarios que se formaron en los años sesenta siguen activos hoy, por ejemplo, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia ("FARC") y el Ejército de Liberación Nacional ("ELN"). En esta etapa surgieron otros grupos, incluido el Movimiento 19 de Abril ("M-19") el Ejército Popular de Liberación ("EPL"), la Autodefensa Obrera ("ADO"), el grupo Ricardo Franco y el grupo guerrillero indígena Quintín Lame.

Al mismo tiempo, el fracaso de los acuerdos de paz y de las amnistías que siguieron a la formación del sistema de Frente Nacional para alcanzar a todos los habitantes de la campaña permitió el desarrollo de un nuevo tipo de violencia. Este nuevo tipo de violencia se denomina "bandolerismo". Cuando este tipo de violencia alcanzó proporciones críticas en 1964, "había más de 100 bandas activas, constituidas por grupos de campesinos armados que, más o menos organizadamente y desconociendo los acuerdos de paz entre las directivas oficiales de los partidos tradicionales, prolongaron la lucha bipartidista".

El narcotráfico también empezó a incidir decisivamente en la vida nacional colombiana durante este período. El comercio de la droga empezó con el auge de la marihuana, que generaba violencia, en particular en la Costa Atlántica. A ello siguió la producción y el tráfico de cocaína, con lo que se consolidó el narcotráfico. Esta consolidación trajo a Colombia la violencia inherente a esa actividad. También determinó el enfrentamiento violento entre el Estado y los narcotraficantes, en particular el tristemente célebre Cartel de Medellín, incluido Pablo Escobar. Este enfrentamiento incluía el asesinato político y otros actos de violencia y terrorismo que cometían los grupos de narcotraficantes contra el Estado como medio para controlar la política y la acción del Estado en los asuntos 

  Pese a las prohibiciones legales, los grupos paramilitares siguen existiendo en Colombia, aunque sin el apoyo legal de que gozaban antes de 1989. En general, estos grupos se han alejado de las actividades del narcotráfico, aunque los ataques de paramilitares contra funcionarios judiciales que investigan delitos de la droga demuestran que en algunos casos todavía existe esa conexión. Se calcula que en 1997 los paramilitares fueron responsables de aproximadamente el 60% de las muertes violentas de carácter político en Colombia.

El narcotráfico

Pese a las campañas antidroga, incluida una fumigación sin precedentes de las plantaciones en 1997,el territorio colombiano produce una de las cosechas de drogas ilícitas más voluminosas del mundo. De acuerdo con estadísticas de la Policía Nacional colombiana, se planta coca en 50.000 hectáreas de tierras colombianas. Otros cálculos arrojan cifras aún mayores.

El comercio de la droga es intrínsecamente violento pues implica actividades fuera de la ley que incluyen el manejo de abultadas sumas de dinero. Puesto que las normas y los mecanismos legales no se aplican a estas actividades, las controversias que inevitablemente surgen también se resuelven ilegalmente, en general, mediante la violencia.

 Además, los que participan en el comercio de la droga deben procurar constantemente su protección y la de sus actividades contra el escrutinio de la ley.   Utilizan su capacidad para cometer actos de violencia como principal medio para alcanzar esos fines. Al mismo tiempo, utilizando la amenaza de la violencia, participan en actos de soborno y extorsión de funcionarios públicos, lo que provoca niveles extremos de corrupción en las entidades del Estado que deben controlar la actividad. De manera que el Estado se ve de este modo afectado sea por la violencia contra sus agentes o por la corrupción.

Estadísticas aceptadas indican que la tasa de asesinatos de Colombia ha llegado aproximadamente a 89,5 por cada 100.000 habitantes al año

Esta tasa de asesinatos es la más alta de América Latina y es casi nu0eve veces mayor que la de los Estados Unidos. En sus observaciones al Informe de la Comisión de Derechos Humanos, el Estado citó una estadística diferente aunque igualmente alarmante. El Estado señaló que, según fuentes de la Policía Nacional, la tasa de homicidios es de 67 por cada cien mil habitantes.

Colombia también registra la más alta tasa de secuestros del mundo. En efecto, casi la mitad de los secuestros que se registran en el mundo ocurren en Colombia. En 1996, la Oficina de Investigaciones Criminológicas de la Policía Nacional informó sobre 1.436 secuestros.  Estadísticas aportadas por una organización no gubernamental indicaban que en 1997 se habían producido 1.693 secuestros.  La tasa real de secuestros es sin duda muy superior puesto que estas estadísticas deben basarse en informes o denuncias sobre secuestros. En muchos casos, los individuos afectados por los secuestros no denuncian este delito en la esperanza de liberar a la víctima más fácilmente si no se ponen en contacto con las autoridades. Esta situación influye notablemente en las fronteras de otros países y en especial en Venezuela.  

Situación socioeconómica

 
De todos los países de América Latina, con excepción de Brasil, Colombia ha experimentado el mayor crecimiento económico en los últimos 35 años. En los ochenta, Colombia registraba el más elevado crecimiento de todo Sudamérica. Sin embargo, inclusive durante este período de auge, han existido graves desigualdades sociales y económicas, incluida la concentración de la riqueza en manos de un pequeño porcentaje de la población.

De acuerdo con cifras de 1991 citadas por el Banco Mundial, el 10% de la población de menores recursos recibe el 1,3% del ingreso nacional.  En otro estudio en que se analizan las cifras de 1992 se señala análogamente que el 10% más rico de la población de Colombia percibe 41,7 veces lo que percibe el 10% más pobre de la población.  En este Informe se considerará en mayor profundidad la situación de los derechos económicos y sociales en Colombia en capítulo especial. Sin embargo, la Comisión observa que las desigualdades que han persistido pese al desarrollo y el crecimiento económicos, han sido una constante fuente de conflicto en Colombia. Pero también es preciso señalar que países con disparidades de riquezas similares o mayores, no han sido víctimas del mismo tipo de conflictos.  También cabe señalar que el gasto del Estado en programas sociales, que serviría para paliar los problemas que crea la pobreza y la desigualdad económica, con frecuencia son desviados a otros fines a raíz del costo del combate contra las distintas fuerzas que amenazan al Estado. Aproximadamente el 4% del producto interno bruto de 1996 se destinó al conflicto interno. Se calcula que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional reciben aproximadamente el 25,4% de los ingresos que recauda el Estado.

ASPECTOS POSITIVOS DE LA SITUACIÓN DE

DERECHOS HUMANOS EN COLOMBIA

 La situación de los derechos humanos en Colombia presenta ciertos aspectos positivos que la Comisión debe considerar en su análisis. Como lo ha señalado la Comisión en anteriores informes y en el comunicado de prensa emitido tras la conclusión de su visita in loco, existen numerosas instituciones colombianas y oficinas estatales dedicadas a la protección y el fomento de los derechos humanos, la mayoría de las cuales participan en un empeño serio y constante por mejorar la situación de los derechos humanos en Colombia. Como lo señaló anteriormente la Comisión, las instituciones de esta naturaleza deben recibir el apoyo necesario, tanto del Gobierno como de la sociedad civil, para que puedan llevar adelante su labor en forma aún más efectiva y eficiente.

La Comisión también atribuye importancia al programa para la protección de los defensores de los derechos humanos y de otras personas amenazadas. La Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, la Oficina de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Comisión 1290 y la Defensoría del Pueblo merecen todas el reconocimiento como instituciones empeñadas en una labor seria y comprometida en favor de los derechos humanos.

Además, la Comisión toma nota del grado de organización que existe en la sociedad civil colombiana. Existen organizaciones no gubernamentales dedicadas a laborar en casi toda esfera imaginable de interés para la población colombiana. Muchas de estas organizaciones actúan en forma dinámica y constante en pro del mejoramiento de la situación de los derechos humanos en Colombia a través de la educación, la protesta pacífica legal, la formulación de denuncias ante sistemas jurídicos nacionales e internacionales, así como por otros medios. Estas organizaciones y el resto de la sociedad civil expresan abiertamente y sin restricciones sus inquietudes acerca de los problemas que enfrentan los colombianos.

Muchas de estas organizaciones han manifestado un creciente interés en lograr la paz en Colombia y han reconocido la importancia de la defensa de los derechos humanos como condición necesaria para lograr esa paz y superar la violencia que afecta al país. Esta contribución necesariamente fomenta las posibilidades de mejorar la situación de los derechos humanos y lograr la paz en el país.

Desde el Presidente Pastrana ha adopto un número de valerosas medidas para impulsar el proceso de paz en Colombia. Como el presidente Álvaro Uribe Vélez, mantiene la constante lucha por la defensa de los derechos humanos en Colombia 
Impacto de los problemas internos frente a otros Países

El ejemplo del impacto transnacional de los problemas domésticos de Colombia es el caso de las relaciones con Venezuela. El cual es un país con quien Colombia ha tenido las relaciones más complicadas y competitivas. Históricamente, han habido varios períodos de hostilidad, fomentados por disputas limítrofes, la migración de colombianos indocumentados a Venezuela y luchas armadas fronterizas entre sus ejércitos. Recientemente, las relaciones han mejorado marcadamente a la vez que los dos países se enfocan sobre el proceso de integración en varios ámbitos y en arreglos comerciales de beneficio mutuo, incluyendo el grupo G-3. Este nuevo método ha resultado en un incremento considerable del comercio bilateral, alcanzando un incremento de 300 por ciento entre 1.989 y 1.993., actualmente  las relaciones con  los nuevos Presidentes de las dos republicas se mantienen estables  considerando la autora que deben impulsarse nuevas políticas en materia del narcotráfico que invaden esferas territoriales en Venezuela.

En una base diaria, los problemas de inseguridad colombiana no han afectado el progreso de esta nueva relación, excepto tal vez reduciendo el ritmo de la integración e impidiendo una implementación más rápida de los acuerdos G-3. Pero la realidad nunca se aparta del potencial de una ruptura explosiva como resultado del narcotráfico, ataques terroristas, conflictos limítrofes y migración al por mayor. Un mapa publicado recientemente en la revista U.S. News & World Report mostró que los grupos narcoguerrillas están activos a lo largo de la frontera colombo-venezolana desde las playas en la península de la Guajira en el norte hasta el río Orinoco en el sur. Es así razonable asumir que cualquier operación del gobierno colombiano para desalojar a las fuerzas narcoguerrillas de la región produciría una tensión considerable en las relaciones con Venezuela. Las narcoguerrillas buscarían refugio al otro lado de la frontera y las fuerzas armadas colombianas no estarían dispuestas a perseguirlas.

Relaciones con los Estados Unidos

El otro ejemplo es el caso de las relaciones colombianas con los Estados Unidos, donde las consecuencias de los problemas de inseguridad tienen su mayor impacto. Las condiciones de inseguridad interna en Colombia han cambiado radicalmente una relación bilateral basada en una amistad histórica, apoyo mutuo y cooperación, a una de hostilidad abierta, desprecio y humillación. Aunque varios presidentes, comenzando con Carlos Lleras Restrepo, han buscado crear más espacio para maniobrar en las relaciones con los Estados Unidos, hasta hace pocos años Colombia frecuentemente era el único estado en la región del cual los Estados Unidos podían depender diplomáticamente. La historia de las relaciones entre los dos países está repleta de instancias en las cuales Colombia apoyaba las políticas y los programas estadounidenses en momentos críticos durante la segunda guerra mundial y en varios momentos de crisis durante la guerra fría.

La introducción de grandes cantidades de drogas procedentes de Colombia hacia los Estados Unidos, junto con la percibida falta del gobierno colombiano de solucionar la criminalidad engendrada por el narcotráfico, la corrupción de altos oficiales del gobierno y el recurrente interrogante de las violaciones a los derechos humanos, han producido una imagen de un país fuera de control. Colombia ahora se presenta en los Estados Unidos como un país dominado por el elemento criminal; un país en el cual no se puede confiar; un país que merece censura. 

Descentralización y democracia son inseparables. Democracia es gobierno del pueblo. Para que haya gobierno del pueblo se requiere que los ciudadanos intervengan en los negocios públicos, a fin de obligar a los que ejercen autoridad a proceder de acuerdo con la voluntad popular.

La Constitución de 1991 ha permitido dar mecanismos para que el ciudadano común pueda participar en diferentes formas, durante la elección de los funcionarios inmediatos, en su gestión y posteriormente en la evaluación de la misma.

No se puede afirmar la existencia de la democracia donde el ciudadano no tenga autonomía en el ejercicio de sus derechos, donde el municipio no tenga autonomía en el manejo de los intereses locales, donde no sea autónoma la administración de los intereses de una sección compuesta por un grupo de municipios estrechamente ligados y donde la nación no tenga separados los asuntos que le corresponden.

La existencia de gobiernos numerosos en cuya elección tenga parte el pueblo, da mayor fuerza a la opinión pública y suscita obstáculos al poder discrecional. Es infundado que jurisdicciones locales numerosas debiliten la autoridad central, al contrario sirve para defender las manifestaciones genuinas de la voluntad popular.

Expresa la autora, que uno de los mejores colaboradores de la democracia es la descentralización, también es necesario hacer ver a la distancia como el principal enemigo del poder.

La primera de las características de un buen gobierno es la oportunidad de su ejercicio, es decir, el aprovechamiento del tiempo porque administración tardía es lo mismo que mala administración. Es necesario neutralizar ese peligro, la construcción de vías y la descentralización son el camino perfecto. La distancia excesiva o innecesaria entre el gobierno y sus gobernados es introducir una causa de desorden y retroceso.

Todo organismo cuyo corazón no tiene la fuerza impulsiva suficiente para hacer circular bien la sangre en las extremidades está dispuesto a que estas se desprendan.
La pérdida de las colonias por parte de España y la separación de Panamá, son dos ejemplos que nos permiten comprender el efecto contrario para la cohesión de un estado, que da la distancia sobre el ejercicio de soberanía.

REGULACIÓN ACTUAL DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991

     Dentro del estudio del derecho comparado, se utilizan tres modelos de estados de excepción. El primero consiste en la ausencia total de estados de excepción, es decir, no se prevé la posibilidad de suspender la Constitución, modelo adoptado por Bélgica. El segundo modelo se caracteriza por la existencia de estados de excepción a través de los cuales el Estado puede suspender la vigencia de la Constitución de manera temporal y en los casos taxativamente enunciados y una vez sea superada la crisis, restablecer el orden. Y por último, la dictadura constitucional, que es mucho más amplia frente a las medidas que puede adoptar el ejecutivo, modelo que adopto Francia en su Constitución de 1958 y que fue propuesto por el actual Procurador General de la Nación para ser por Colombia hace poco.

     El sistema colombiano se puede clasificar como un sistema mixto entre el primero y el segundo, dado que el Ejecutivo puede tomar medidas para restablecer el orden, pero el régimen constitucional vigente no se puede suspender en ningún momento.

     Como marco jurídico de la regulación interna de los estados de excepción, encontramos como es obvio la Constitución Política en sus artículos 212 a 215 y la Ley Estatutaria 137 de 1994, normas que regulan tres tipos de estados de excepción, el estado de guerra exterior, el estado de conmoción interior y el estado de emergencia; marco que se entra a explicar someramente partiendo de la regulación general y las normas especiales de cada estado:

Puntos comunes de las tres clases de estados de excepción

     En el seno de la Asamblea nacional constituyente de 1991, se caracterizaron los debates en torno a los estados de excepción, como una reacción de rechazo frente al uso abusivo por parte del Ejecutivo del estado de sitio, vigente en la constitución de 1886. Por eso, encontramos una regulación extensa, llena de requisitos de forma y de fondo y de controles de todo tipo.

     Como notas generales que caracterizan los tres estados consagrados en la constitución colombina, encontramos:

      La declaratoria de uno de los estados se encuentra en cabeza del Gobierno en pleno, es decir, el Presidente de la República y todos sus Ministros, quienes suscribirán el Decreto que motiva la adopción de medidas extraordinarias. 

     El mencionado decreto debe estar suficientemente motivado respecto a la ocurrencia de los hechos excepcionales que dan lugar a alguno de los estados de excepción regulados, es decir, se debe justificar la relación existente entre los hechos que causaron la perturbación, las razones de fondo para declararlo y las medidas legislativas tomadas para superarlo. 

     El decreto de declaratoria del estado de excepción y los posteriores que se dicten en ejercicio de las facultades legislativas trasladadas el presidente, están sometidos a control jurídico constitucional automático de la Corte Constitucional y a control político por parte del Congreso de la República. 

     La declaratoria de uno de los estados de excepción, conlleva a la alteración temporal del principio de división de poderes, dado que se concentra en el Ejecutivo la facultad legislativa a través de la expedición de Decretos Legislativos con igual jerarquía dentro de la pirámide normativa que la ley, facultad que en términos de normalidad la ejerce el Congreso de la República. 

     A través de ninguna de las clases de estados de excepción se puede modificar o suspender la Constitución, es decir, su jerarquía consagrada en el artículo 4 sobre todas las demás fuentes normativas no cesa por el hecho de la declaratoria del estado de excepción. 

Estado de emergencia

     El hecho habilitante del estado de emergencia, lo constituye la perturbación o amenaza en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del país, o una grave calamidad pública. Su declaratoria se encuentra en cabeza del Presidente, con la firma de todos los ministros. Igual que el estado explicado con anterioridad, el estado de emergencia económica, social y ecológica, se encuentra limitado a un período hasta de treinta días en cada caso, y sumados las declaratorias de este estado en un año calendario, no podrán exceder de noventa días.

     La legislación promulgada por el Ejecutivo, tendrá como único fin, conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos. Su contenido deberá tener relación directa y específica con el estado de emergencia, y podrán, en forma transitoria, establecer nuevos tributos o modificar los existentes. En estos últimos casos, las medidas dejarán de regir al término de la siguiente vigencia fiscal, salvo que el Congreso, durante el año siguiente, les otorgue carácter permanente. El Gobierno, en el decreto que declare el estado de emergencia, señalará el término dentro del cual va a hacer uso de las facultades extraordinarias a que se refiere este artículo, y convocará al Congreso, si éste no se hallare reunido, para los diez días siguientes al vencimiento de dicho término.

REGULACIÓN ACTUAL DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN EN LA NORMATIVIDAD INTERNACIONAL ACOGIDA POR COLOMBIA

Por su importancia, merecen comentario aparte, las normas internacionales acogidas por Colombia que regulan en algunos aspectos lo concerniente a los estados de excepción, con el fin de unificar una serie de criterios en el orden internacional sobre la regulación y formalidades internas.

Dentro de la mencionada regulación, es de vital importancia el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS y el PACTO DE SAN JOSÉ, incorporado a la legislación interna, el primero a través de la Ley 74 de 1968 y el segundo a través de la Ley 16 de 1974. Dentro de la regulación consagrada en dicho instrumento internacional, encontramos los siguientes principios que deben regir la regulación interna sobre estados de excepción:

Principio de legalidad: El cual consiste en la existencia previa a la declaratoria, de la norma constitucional o legal que regule los requisitos para ello y la existencia de normas que consagren controles. 

Principio de proclamación: Es la obligación por parte de la autoridad autorizada para declarar el estado de excepción, de poner en conocimiento público dicha medida y todas las que en el futuro se tomen. 

Principio de notificación: Es la obligación de los Estados miembros, de informar a los demás Estados, a través de la ONU y la OEA de la declaratoria del estado de excepción, las razones que se tuvieron en cuenta para ello y las medidas tomadas (Artículo 4 numeral 3 del PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS y 27 del PACTO DE SAN JOSÉ). 

Principio de temporalidad: Como su nombre lo indica, las medidas tomadas y el desequilibrio entre los poderes públicos que ellas generan, tendrán que tener necesariamente límite en el tiempo. 

Principio de amenaza excepcional: Las razones que dan lugar a la toma de medidas excepcionales deben ser de tener una fuerza y entidad que hagan ver razonable la toma de las medidas extraordinarias. 

Principio de proporcionalidad: Consiste en la adecuación o concordancia entre las medidas adoptadas y la gravedad de la crisis que se pretende afrontar. 

Principio de no discriminación: Las medidas adoptadas no pueden conllevar ninguna forma de discriminación. 

Principio de compatibilidad, concordancia y complementariedad de las distintas normas del derecho internacional: Las medidas tomadas, deben respetar en todo caso los derechos consagrados en los pactos y convenciones internacionales de derechos humanos. 

Como se observa, la regulación interna actual de los estados de excepción, cumple a cabalidad la totalidad de los principios consagrados en las normas del derecho internacional de los derechos humanos.

Concluido el análisis de la regulación general de los estados de excepción, se pasa a continuación a realizar un análisis de los controles sobre dichos estados, frente a los derechos humanos como derechos irrenunciables.

CONTROLES Y GARANTÍAS INTERNAS DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN, FRENTE A LOS DERECHOS HUMANOS

     Dentro de los estados de excepción, es de vital importancia el estudio de los controles existentes, dado que a través de estos se limita el poder omnipotente que se le otorga al Ejecutivo, control que se distribuye entre las otras dos ramas del poder, vale decir, al legislativo y al judicial, con el fin de equiparar el desbalance a favor del gobierno por la declaratoria del estado anormal. 

     En el orden interno, dado que a través de los estados de excepción no se pueden suspender el ejercicio de las funciones de ningún órgano del Estado colombiano, estos deben seguir funcionando en iguales condiciones, los controles existentes son además de los especiales, los generales existentes para el ejercicio del poder. Dentro de los controles especiales tenemos.

CONTROL POLÍTICO DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN

     Como se explicaba en la primera parte, el Congreso de la República como órgano político y deliberante ejerce plenamente sus funciones en las épocas que se declara un estado de excepción. Dentro de sus funciones encontramos el control político de los actos del gobierno en general y específicamente se consagra el control de los estados excepcionales.

El control político consiste en el análisis que realiza el Parlamento sobre los actos del gobierno, análisis que se centra en la conveniencia, oportunidad, bondad, magnitud, aceptación, viabilidad e interés público, sobre las medidas adoptadas por éste, con el fin de contrarrestar la concentración del poder en el Ejecutivo y los posibles abusos del mismo, es decir, ejercer una función democrática de contrapeso frente a las nuevas funciones que asume esta rama del poder público.

     Igualmente y una vez realizado el análisis antes descrito, el Congreso puede modificar las decisiones adoptadas por el gobierno, dado que existe igual jerarquía entre los Decretos Legislativos que dicta éste en los estados de excepción y la Ley emanada del órgano parlamentario, pero a través de una mayoría cualificada de las dos terceras partes de los miembros de ambas cámaras.

CONTROL JURÍDICO CONSTITUCIONAL DE LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN

     En realidad, el control jurídico es el que podemos calificar realmente como control en la actualidad. Este es la comparación que realiza la Corte Constitucional como guardiana de la integridad de la norma superior, frente al acto que declara el estado de excepción y cada una de las medidas adoptadas para conjurar la crisis, tanto por su aspecto formal como sustancial. 

     Este control se caracteriza por ser automático, es decir, que no requiere de petición (demanda) de cualquier ciudadano para que se dé inicio al proceso de revisión, dado que una vez expedidos los Decretos Legislativos el gobierno debe enviarlos a la Corte para que ésta se pronuncie sobre su constitucionalidad y de no enviarlos la Corte misma puede de oficio aprehende el estudio de los mismos. 

     El control jurídico constitucional, ha sufrido una serie de cambio que es importante resaltar y de los cuales se desprende su relevancia del mismo para equilibrar la concentración del poder en el gobierno y contrarrestar los abusos del mismo, para lo cual se pasa a analizar las diferentes posiciones existentes al respecto, cambios que se han generado por el tránsito constitucional acaecido en el año de 1991 y la consagración en la constitución vigente de una verdadera jurisdicción constitucional.

     En primer lugar, el debate respecto al control jurídico se centra en la posibilidad o imposibilidad por parte del órgano jurisdiccional (En vigencia de la constitución de 1886 la Corte Suprema de Justicia y en vigencia de la actual constitución la Corte Constitucional) de estudiar el contenido y específicamente la motivación que llevó al gobierno a declarar el estado excepcional, es decir, el problema se centra sobre la competencia o incompetencia para analizar el Decreto que declara la situación anormal que da lugar a cualquiera de las tres formas existentes de estados de excepción en nuestra legislación; en resumen si el control es solo formal o a la vez material. 

      Respecto a los decretos que desarrollan el estado de excepción el criterio es unánime frente a la competencia plena del órgano judicial.

     El criterio sostenido por la Corte Suprema de Justicia como guardiana de la constitución en vigencia de la de 1886, fue la incompetencia de un análisis material, es decir, la Corte circunscribía su análisis al cumplimiento de los requisitos de forma en el decreto inicial, es decir, si estaba suscrito por el Presidente y todos los ministros, si se había obtenido el concepto previo del Consejo de Estado; sin realizar ninguna consideración sobre los motivos de la declaratoria. El fundamento de la incompetencia de la Corte era la valoración del acto de declaratoria como un acto discrecional de poder o acto político, que no podía ser analizado por un órgano que ejercía funciones jurídicas y que carecía de la legitimidad democrática que tenía el Presidente. Esta posición fue el aporte de la Corte Suprema de Justicia que coadyuvó el uso desmedido de los estados excepcionales por parte del Presidente en vigencia de la anterior constitución. 

     Afortunadamente, la Corte Constitucional en vigencia de la constitución de 1991, cambió radicalmente dicha posición y adoptó un control integral del Decreto de declaratoria, es decir, un control formal (Firmas y publicaciones) y un control material sobre el motivo de las medidas que se pretenden adoptar, con fundamento en el hecho de que en un Estado Social de Derecho no puede existir poder sin control y por considerar las condiciones establecidas por la constitución para la declaratoria de los estados excepcionales como presupuestos o hechos objetivos que pueden ser constatados y valorados por la Corte en concreto, puesto que deben de ser hechos reales y verificables dentro del proceso adelantado.

     El anterior punto constituye un eficaz freno al desbocamiento del poder del Ejecutivo y un gran avance en el control de los derechos fundamentales de los ciudadanos que pueden ser vulnerados por las medidas tomadas en los estados de anormalidad.

OTRAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN

     Como se afirmó, dado que en los estados de excepción no se puede suspender el ejercicio de las funciones de los órganos de origen constitucional, es claro que mecanismos generales como las acciones constitucionales de tutela (Artículo 86 de la Constitución.), de cumplimiento (Artículo 87 Ibídem) y populares (Artículo 88 Idem), que tienen como fin último de forma directa o indirecta la protección de los derechos fundamentales, pueden ser utilizados de forma directa por las personas que vean amenazados o vulnerados sus derechos.

     Igualmente, los organismos que tiene dentro de sus funciones constitucionales la protección y efectividad de los derechos humanos como lo son la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo (Artículo 277 y 282 de la Constitución) los que no pueden ser eliminados o suprimidas sus funciones dentro de los estados de excepción, deben ejercer sus funciones dentro del tiempo en el que se encuentren vigentes las medidas excepcionales.

LIMITACIONES POSIBLES A LOS DERECHOS HUMANOS EN LOS ESTADOS DE EXCEPCIÓN

     Dado que de la existencia de situaciones anormales extraordinarias, se debe desprender la toma de unas medidas para modificarlas y volver al estado de normalidad, dentro de las facultades existentes en los estados de excepción en ningún momento se puede suspender la vigencia de los derechos humanos. Únicamente es posible una restricción en su ejercicio sin llegar a eliminarlos, negarlos o derogarlos. Aquí se crea un espacio nebuloso entre la negación y la restricción, del que se puede llegar a abusar. 

     Con el fin de disipar dicha bruma, la ley y la Corte Constitucional, acogen el término del NÚCLEO ESENCIAL DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, el cual es el contenido mínimo que debe permanecer del derecho para que no se desnaturalice. En palabras de la misma Corte, el núcleo esencial está constituido por "... aquellos elementos sin los cuales el derecho deja de ser lo que es", es "el ámbito necesario e irreducible de conducta que el derecho protege, con independencia de las modalidades que asume el derecho o de las formas en que se manifieste", conceptos estos que siguen siendo ambiguos, pero que pueden ser especificados a través de los principios generales del Estado social de derecho y que deben servir de guía para el intérprete al momento de definir la vulneración o no del núcleo esencial de los derechos fundamentales. Es pues una base que tiene su eficacia  a todo evento, Venezuela la consagra y la refortalece en la Constitución del año 99.

     No obstante la indeterminación, se encuentra garantizada una intangibilidad mínima de los derechos fundamentales dentro de los estados de excepción.

EL ESTADO DE GUERRA EXTERIOR Y EL DERECHO DE PROPIEDAD

       Comentario aparte que  requiere el derecho de propiedad frente al estado de guerra exterior, dado que en este caso la Constitución Política misma en su artículo 59 y la Ley Estatutaria de los Estados de Excepción en su artículo 26, consagra la posibilidad de expropiación u ocupación de los bienes en los siguientes términos:

     Respecto a los bienes muebles, pueden ser objeto de expropiación por parte del gobierno nacional, con el fin de atender los requerimientos de la guerra. En este caso no existe indemnización previa a la expropiación. 

     En cuanto a la propiedad inmueble, la misma no puede ser objeto de expropiación, pero sí de ocupación temporal, con el mismo fin de atender los requerimientos de la guerra. 

     Sin embargo, existe una responsabilidad del Estado posterior a la expropiación u ocupación, a cargo del Consejo de Estado, que podrá entrar a decretar las indemnizaciones y en general las restituciones necesarias para dejar al propietario indemne frente al daño ocasionado.

Venezuela tiene  similitud con respeto a este punto.

EL ESTADO DE GUERRA EXTERIOR Y EL DERECHO A LA INFORMACIÓN:

     Dentro de la regulación legal del estado de guerra exterior, el legislador autoriza la limitación de la prensa escrita, radial y televisiva con relación a la información que pueda afectar el eficaz desarrollo de las operaciones de la guerra o que pueda mejorar la posición del enemigo. Es así como puede tomar medidas que van desde la suspensión de las emisiones u otras especiales que se consagren en los Decretos Legislativos correspondientes.

     Así mismo, prohíbe la implementación de juntas de censores, previa a la emisión de la información, en concordancia con la prohibición general de la censura consagrada en el artículo 20 de la Constitución.

     Así se concluye el estudio de los estados de excepción en el moderno Estado Social de Derecho, en el cual todos los poderes así sean los extraordinarios, se encuentran sometidos al orden jurídico y en general a los controles especialmente consagrados, logrando que la legislación interna sobre estados de excepción se ponga a tono con los compromisos internacionales sobre la protección de los derechos humanos y en general logrando un avance hacia su materialización

La Fuerza Pública en la Constitución

La fuerza pública está conformada por las Fuerzas Armadas y por la Policía Nacional, las cuales ejercen el monopolio de la fuerza de manera legítima; es decir, actúan dentro de la legalidad. 

Las Fuerzas Armadas están conformadas por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, organismos encargados de velar por la defensa y el orden de la Nación. 

Entre sus funciones prioritarias se encuentran las que demanda la Constitución del año 1991, tales como velar por la defensa del territorio, de la soberanía, de la independencia, así como velar por el mantenimiento del orden constitucional. 

La Policía Nacional, por su parte, es la encargada de mantener el orden público interno, es un cuerpo armado al igual que las Fuerzas Armadas, pero es de naturaleza civil. 

Entre sus funciones principales está la del mantenimiento del orden y las condiciones necesarias para el libre ejercicio del derecho y las libertades públicas, el asegurar a los individuos una convivencia pacífica dentro del territorio nacional y guardar el orden público interno; es decir, perseguir y capturar a los delincuentes. 

Hay tres características especiales que tiene la fuerza pública para lograr un efectivo desarrollo de sus funciones: 

1. La fuerza pública no es deliberante; es decir, no se puede sindicalizar, no se puede reunir fuera del orden de la autoridad legitima, sus miembros no pueden sufragar mientras estén activos en el servicio y en ningún caso pueden intervenir en actividades de partidos políticos. 

2. La fuerza pública está obligada a la noción de obediencia debida; es decir, los miembros de grados inferiores deben siempre obedecer las órdenes de su superior inmediato (sólo en el caso de la fuerza pública, nunca en el de los civiles); sin embargo, las órdenes que vayan en contra de los derechos humanos pueden ser alegadas por el subalterno. 

3. La fuerza pública goza del fuero militar; es decir, ésta no responde ante la justicia penal ordinaria, sino que lo hace ante los tribunales militares. 

El fuero militar es utilizado sólo cuando los hechos que se juzgan están relacionados con acciones llevadas a cabo durante el servicio.

Política Exterior

En el caso de los países latinoamericanos, la acción de la política exterior se encuentra enfocada en los objetivos y capacidades que tienen estos países frente al entorno internacional. 

Además, la política exterior se basa en la capacidad de responder a las coyunturas suscitadas en el ámbito internacional y que no hagan parte de los objetivos básicos de acción del país frente a la comunidad internacional, lo que hace que la política exterior se convierta en un juego en el que el más poderoso puede, en muchos casos, controlar las acciones de los países más débiles a la hora de competir en aspectos de carácter internacional y mundial.
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Derechos Fundamentales

Lo importante y relevante de la investigación que se realizó, durante  este ensayo, va ha ser precisado solo en el sentido de los aportes que se han vinculado en la Carta Magna  del año 1991, entre ellas destaca Los Derechos Fundamentales que por primera vez se incluyo en un texto Constitucional, esos derechos que son fuente inagotable de valores que forman la colectividad y que quedan plasmados en el Titulo 1, como principios Fundamentales , así mismo en el Titulo II capitulo 1 , que destaca los Derechos Fundamentales. Como lo son el Derecho a la Vida, a la Vivienda, libertad de Expresión.

Participación Ciudadana

Otro elemento conceptualmente nuevo es el esquema de Participación Ciudadana democracia de participación que contiene específicamente a la invocación, a la participación como quehacer cotidiano de la sociedad a través de la  asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles entre otras, se propone la participación  como norte de una sociedad democrática y participativa, considerando en este sentido la autora que las anteriores constituciones solo concebían las asociaciones de ciudadanos como resultantes de la voluntad contractual de los mismos, la constitución del 1991, no solo reconoce y crea el escenario para que ellas actúen sino que entiende que frente al estado son un “prius”, la anteceden el campo axiológico y jurídico 

CONTROL ABSTRACTO Y CONTROL CONCRETO

Esta nueva visión del Control Constitucional. En primer lugar  sugiere mantener el control abstracto, el control que procede mediante la comparación de normas y que sugiere que ese control abstracto se desarrolle como ha venido ocurriendo respecto de unas normas particulares; control erga omnes, control con la capacidad de convertir en inexequibles las normas que a juicio de la Corte transgredan la Constitución; y control preventivo, control a priori, control de proyectos de ley como ya existe; y en materia del primer segmento, control normativo, lo que debe es mantener los elementos que hoy conforman el control constitucional, particularmente nos referimos al control de los actos legislativos reformatorios de la Constitución por vicios de forma y como aquí se ha propuesto, también por parte de otros delegatarios, el control de las leyes aprobatorias de tratados.

Actualmente el control concreto de los derechos Constitucionales  ya no se limita a discutir en el plano abstracto si una norma tiene validez constitucional o no: ese control concreto, por el contrario, juzga una situación particular, de los derechos de los ciudadanos que estén siendo violados o estén a riesgo de ser violados, tanto por las autoridades públicas como por los particulares. Allí lo que se mira, entonces, es una situación existencial, cuál es la suerte del derecho como ciudadano, y qué poderes tengo para acudir a la Corte Constitucional para que esa situación especifica, que no depende necesariamente de una norma, implique la protección de los derechos ciudadanos. Por virtud de las decisiones de la Corte Constitucional tendríamos una riqueza de posibilidades, una multiplicidad de hipótesis que colocarían a la Corte Constitucional en el centro de los mecanismos de protección de los derechos fundamentales"., que cobraron  vigencia en el nuevo texto de 1991.

     La carta de 1991 morigeró los poderes presidenciales, devolvió al Congreso algunas de sus funciones y sobre todo, otorgó instrumentos de control político y de independencia del legislativo frente al ejecutivo, que permitirán en el futuro próximo darle mayor solidez y transparencia a nuestro sistema democrático.

LA concurrencia DE LOS PODERES

Debe mencionarse igualmente la forma como la Constitución previó la concurrencia de poderes para el cumplimiento de obligaciones estatales, con lo cual se adapta el Estado a sus formalidades. En el Estado liberal clásico la separación de los poderes era garantía de la libertad, en la medida en que su carácter era abstencionista, con lo que la división de las funciones y los controles inter poderes le impedían actuar con eficacia, los retos del Estado Social de derecho imponen la necesidad de lograr el justo medio entre la separación garantistica y el estado interventor

Diferencias y Similitudes resaltantes de la Constitución Colombiana de 1991 con otras constituciones

1. Similitudes


La Constitución Colombiana  coincide con la Venezolana en su preámbulo, cuando en sus enunciados invocan la protección de Dios, al igual que la Argentina.


La constitución colombiana así como la venezolana, coinciden en mantener sus estados bajo los términos de una democracia participativa, así como se reconoce  el referéndum, la consulta popular, la separación de los poderes, reconocen los derechos fundamentales, incluyendo también los derechos humanos y garantías de sus nacionales,  contemplan ambos textos constitucionales, la divisiones territoriales y la autonomía de los municipios, ambas se declaran estados demócratas.

La Religión es la Católica, aun cuando se respetan otros cleros.


En ambas constituciones se consagra el derecho al voto en forma secreta y universal, para todos los ciudadanos mayores de 18 años, el derecho a la defensa como garantía constitucional 

ELEMENTOS QUE CONFORMAN EL ESTADO DE DERECHO
El Estado Colombiano se estructura con el Territorio, las personas o pueblo que habita en él y son el origen de la Soberanía; las autoridades que conforman el poder público legislativo (Congreso), judicial (jueces y Tribunales) y ejecutivo o administrativo (Presidente, Ministros y Directores de Departamento y Gobierno Nacional) y el catálogo de derecho humanos individuales, sociales y comunitarios, previstos en el Ordenamiento Jurídico Vigente.  El Estado protege y garantiza todos los derechos y libertades humanas, el trabajo, la igualdad, la paz y sosiego ciudadano, la salud, la educación, la vivienda y recreación públicas, basados en el respeto a la dignidad humana, la convivencia  y solidaridad ciudadanas, la democracia y el pluralismo étnico, racial, cultural e idiomático.
 
REPUBLICA UNITARIA, DESCENTRALIZADA Y AUTONOMICA
Colombia como “Estado Social de Derecho” se organiza en forma de República Unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales (Corregimientos, Municipios, Distritos, Departamentos, Provincias, regiones y Territorios Indígenas). Cada una ellas puede elegir sus autoridades por el voto popular, obtener sus recursos tributarios y no tributarios propios y administrarse de conformidad con la Constitución, las leyes, decretos-leyes y actos administrativos (Ordenamiento Jurídico). Venezuela es también un estado social de derecho que persigue la armonía entre las clases, evitando que la clase dominante, por tener el poder económico, político y cultural, abuse y subyugue a otras clases o grupos sociales.

TUTELA EFECTIVA  DE DERECHOS HUMANOS

Estado Colombiano alcanzaría su más alto nivel en lo social y de derecho, cuando en vivamos en convivencia  pacífica y se nos garantice o tutele efectivamente la vida, la  educación, la salud, la recreación y todos los derechos humanos de los hombres y las mujeres, los derechos del niño, del adolescente, de la familia, los discapacitados físicos y síquicos, los indígenas, negro; y en fin, de todos los habitantes nacionales y extranjeros, permanentes o transeúntes por nuestro país.

DERECHOS HUMANOS INALIENABLES.
El Estado reconoce, protege y garantiza los derechos inalienables o inviolables de la persona y la familia (Artículo 5º). Los derechos humanos son reconocidos en el titulo III de la Constitución Venezolana.
 PLURALIDAD ÉTNICA Y CULTURAL. El Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural (Artículo 7º). Venezuela reconoce a las etnias autóctonas.

 MULTILINGUALIDAD. El Estado reconoce el  idioma castellano y las demás lenguas y dialectos como oficiales en Colombia (Artículo 10º), en el caso de Venezuela también se reconoce y valora el lenguaje indígena como lengua autóctona
 La parte dogmática de la Constitución esta contenida en el Preámbulo o introducción a la misma y en los principios fundamentales (artículos 1 a 10) y los valores constitucionales de la dignidad humana, la inviolabilidad de los derechos, el respeto y el libre desarrollo de la persona y la familia. La parte orgánica de la Constitución es la que llamamos parte normativa (Títulos, Artículos, incisos y numerales o literales): Estructura y funcionamiento del poder público y demás organismos de control, los derechos individuales, sociales y comunitarios, mecanismos de defensa y protección, finanzas del Estado y reforma a la Constitución 
2. Diferencias

En Colombia el poder legislativo esta representada por un Congreso Nacional bicameral, una cámara alta y una baja, con Senadores y Diputados, Venezuela  esta representado el poder legislativo por una asamblea nacional, integrada por un Presidente, un Vicepresidente y Diputados. 

El estado colombiano se mantuvo incólume durante gran parte del siglo XX con una constitución que nació en los últimos años del siglo  IXX, la cual acompañó el devenir histórico de la nación durante más de 100 años, guiando el mandato de veintitrés Presidentes, caso contrario a la  Constitución de Venezuela la cual fue modificada en  26 oportunidades en menos de un siglo.
La Constitución Colombiana esta integrada como un Estado Social de Derecho, tiene una Concepción Pluralista. 

Venezuela cuenta con diversos cuerpos policiales, Municipales y  Estatales, mientras en Colombia la fuerza publica esta representada por la Policía Nacional y  la Fuerza Militar.

En Venezuela los Militares gozan del derecho al Voto, incluidos en su nuevo texto del año 1999, en la actualidad en Colombia los Militares no

La Constitución de Los Estados Unidos no tiene parte Dogmática.

Conclusiones


Al finalizar el presente ensayo, se resalta que siendo la constitución la norma de las normas, hemos encontrado que ellas buscan proteger elementos estructurales de los estados nacientes o que las han generado, desde la óptica de los pueblos que las invocan siendo ejes transversales de las mismas, los derechos fundamentales, los derechos económicos, sociales y las administración de la justicia, la territorialidad y aquellos elementos que de  alguna u otra forma representan la dinámica de las naciones.


Se puede observar que las constituciones, en especial las de Colombia y Venezuela, son textos dinámicos, no estáticos y que se han adaptado a los requerimientos de los nacionales, bien sea de la clase dominante como en el siglo IXX, o bien sea por los designios del pueblo soberano, que ha sabido prever los elementos para las reformas constitucionales.


En este mismo orden de ideas se realizó un verdadero enfoque en relación a la historia contemporánea de Colombia, su vida republicana, y sus repercusiones en las constituciones vigentes en cada periodo.

 La tendencia de los textos constitucionales  y es especial del colombiano es avanzar cada vez más hacia la democracia participativa y hacia la globalización , abarcando en un primer termino la regionalización como parte del escenario.

Se pudo comparar los preámbulos de algunos países latinoamericanos, así como la trascendencia de los mismos en el ordenamiento del estado soberano, así como analizamos las cargas doctrinarias de las fuentes del derecho constitucional.

Se realizo un esbozo de la política exterior, la globalización y las fuerzas internas de la Republica de Colombia. La problemática  de los factores de riesgo, las políticas de seguridad implementadas. En Contra del Crimen Organizado, las políticas de la lucha contra el Narcotráfico., Terrorismo, La Reincorporación  de disidentes de los diversos grupos  que existen en el País Colombiano. 

Se evaluó desde diversos aspectos la constitución Colombiana, tomando como premisa los avances de la constitución de 1991, que reafirma una vez su posición democrática y social, y la participación ciudadana, que la coloco a la vanguardia de otros textos latinoamericano, específicamente con la de nuestro país Venezuela.

Glosario de Términos Básicos


A manera de ilustración para el lector se cree necesario definir los conceptos de los enunciados del tema escogido y a continuación se expresa:

ESTADO SOCIAL Y DE DERECHO:
Estado que protege y garantiza los derechos y libertades humanas fundado en la dignidad, la convivencia, el respeto, la igualdad, la no discriminación, la pluralidad, la democracia, el poder público y el respeto al libre desarrollo de la personalidad y la familia.

GOBIERNO:
Forma institucional que adopta el poder público ejecutivo para poder administrar un Estado. El Gobierno Nacional en Colombia esta compuesto por el Presidente y los Ministros del  Despacho o los Directores de Departamento administrativo.

ORDENAMIENTO  JURÍDICO: Conjunto de normas jurídicas que rigen en forma obligatoria e indiscriminada a todos los habitantes nacionales o extranjeros de Colombia. Este Ordenamiento está compuesto por la Constitución, las leyes, los decretos-leyes y los actos administrativos.


PODER PUBLICO:
Facultades de dirección, gestión, administración, legislación y decisión judicial atribuidas a unas personas que adquieren el rango de autoridades por haber sido legitimados por el voto popular, el concurso público y el nombramiento. El poder público en Colombia se divide en : rama ejecutiva, rama legislativa y rama judicial.

REPUBLICA:
Forma de Estado gobernado por un Presidente y Vicepresidente, Ministros y Directores de Departamento Administrativo.

SOLIDARIDAD:
Valor de las personas que buscan el bien común, una armonía de intereses y responsabilidades. La solidaridad en Colombia es un deber constitucional que tiene toda persona a favor de los demás.

SOBERANIA:
Fundamento y legitimación del poder público. En Colombia, a partir de la Constitución de 1991, la soberanía reside en el pueblo.
Cohesión: Acción y efecto de reunirse entre si naciones o estados de la materia de la cual en la cual se esta formando.

Organización Mundial del Comercio, OMC

la Organización Mundial del Comercio es el único organismo internacional que se ocupa de las normas que rigen el comercio entre los países. Su principal propósito es asegurar que las corrientes comerciales circulen con la máxima facilidad, previsibilidad y libertad posible.
En la OMC las decisiones suelen adoptarse por consenso entre todos los países Miembros para después ser ratificadas por los respectivos parlamentos. Las fricciones comerciales se canalizan a través del mecanismo de solución de diferencias de la OMC, centrado en la interpretación de los acuerdos y compromisos, que tiene por objeto garantizar que las políticas comerciales de los distintos países se ajusten a éstos.

Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI)

Este tratado permite la conformación de acuerdos regionales y Acuerdos de Alcance Parcial, AAP.

Dentro del marco de la ALADI Colombia tiene firmados acuerdos de alcance parcial con los siguientes países:

Brasil, Argentina, Paraguay ,Uruguay , Costa Rica , Guatemala , El Salvador , Honduras , Nicaragua,  Panamá , Cuba.

Acuerdo de Complementación Económica con Chile 

Suscrito en 1993, define una Zona de Libre Comercio, mediante la eliminación gradual de los gravámenes aduaneros y de las barreras no arancelarias, de manera que en el 2012 se llegue a arancel cero. Colombia gozará de sus beneficios para el 93% de su universo arancelario a partir de 1999.
Comunidad Andina de Naciones, CAN

La Comunidad Andina es una organización subregional con personería jurídica internacional constituida por Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela y compuesta por los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración (SAI).

Ubicados en América del Sur, los cinco países andinos agrupan a 120  millones de habitantes en una superficie de 4.710.000 kilómetros cuadrados, cuyo Producto Bruto Interno ascendía en el 2002 a  260  mil millones de dólares.
Tratado G3

El Tratado del Grupo de los Tres (G-3),integrado por México, Colombia y Venezuela, se firmó en junio de 1994 y entró en vigor el 1 de enero de 1995.

Asociación de Estados del Caribe (AEC)

Convenio suscrito en julio de 1994 en Cartagena de Indias, esta conformada por 36 estados, de los cuales 25 son estados miembros y 11 son miembros asociados.

Colombia, Panamá, Cuba, República Dominicana y por los miembros asociados de Anguilla, Bermudas, Islas Caimán, Islas Turcas y Caicos, Islas Vírgenes Británicas, República Francesa a título de: Guadalupe, Guayana y Martinica, y el Reino de los Países Bajos a título de: Aruba y Antillas Holandesas.

Sistema de Preferencias Generalizadas Andinas - SPG - 

Por medio de este programa la Unión Europea otorga a los países Andinos preferencias arancelarias a la casi totalidad de sus exportaciones, libre de impuestos de importación y de cuotas. Este es el más amplio de los regímenes unilaterales concedidos a Colombia.
Sistema Generalizado de Preferencias - SSGP - 

Opera en el marco de la OMC, los países desarrollados como Australia, Canadá, Estados Unidos, Japón, Noruega, Nueva Zelandia, Suiza y los países de la Unión Europea, otorgan unilateralmente tratamiento especial a las exportaciones de los países en desarrollo.
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